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SEÑOR PRESIDENTE (Gabriel Pais).- Habiendo número, está abierta la sesión. 


(Es la hora 10 y 5) 


La Comisión de Presupuestos, integrada con la de Hacienda agradece la presencia del señor Ministro de 
Transporte y Obras Públicas, ingeniero Lucio Cáceres; del señor Subsecretario, doctor Juan Aguerre; del 
Director Nacional de Topografía, ingeniero Ricardo Bértola; del Director General de Secretaría, escribano 
Alberto Peña; del Director Nacional de Vialidad, ingeniero Juan Echeverz; del asesor letrado, doctor Naume 
Goldberg; de la adjunta a la Dirección General, contadora Margarita Secchi; del Presidente de PLUNA, señor 
Milton Rodríguez; del Presidente de AFE, señor Nilo Ojeda; del Presidente de la ANP, ingeniero Luis 
Loureiro; del Director Nacional de Transporte, ingeniero Lucas Facello; del asesor contable, contador Rafael 
Chilewski y del Director Nacional de Arquitectura, arquitecto Nelson Colet. 


El tema de esta reunión es la Rendición de Cuentas y Balance de Ejecución Presupuestal del Ejercicio 2002. 
Cedemos la palabra al señor Ministro, para que haga una exposición respecto de este proyecto remitido por el 
Poder Ejecutivo. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Antes de analizar las inquietudes 
que haya en materia de cifras y de articulado, me gustaría hacer una revisión del año 2002. 


Durante 2002 la situación económica y financiera de la nación incidió en todas las actividades públicas y, por 
lo tanto, en el transporte y las obras públicas, que no estuvieron ajenos a estos efectos. 


El transporte en general vio reducida su actividad; los niveles de precios disminuyeron por contracción de la 
demanda, los servicios de precios regulados también disminuyeron su nivel de demanda, los costos 
aumentaron como consecuencia del incremento del ritmo devaluatorio e inflacionario en moneda nacional y 
se retrajo la inversión. Estos hechos condujeron a una situación crítica, agravada por el alto nivel de 
endeudamiento empresarial en moneda extranjera y por un proceso creciente de informalidad, a pesar de las 
medidas legislativas y reglamentarias que intentaron revertir esa tendencia de informalización. 


Las obras públicas con financiamiento del Estado, han sufrido una detención, debido a los menores recursos 
presupuestales y, por consiguiente, se experimentó un deterioro de la calidad de servicios de infraestructura. 


Las obras públicas con financiamiento privado han continuado en su proceso de planificación, proyecto y 
ejecución, sin estar al margen de la crisis de confianza en la región y en el país, y sufrieron un impacto 
directo debido a la alteración de las condiciones de la estabilidad de precios y de la moneda. Las medidas que 
se instrumentaron a lo largo del año para contrarrestar la situación recesiva no pudieron revertir totalmente la 
situación y, en algunos casos, se demoraron más de lo conveniente. Podemos mencionar el ejemplo de la 
instrumentación de la denominada megaconcesión, demorada por la coyuntura económica y financiera y por 
las dificultades en la toma de decisiones en el escenario del año 2002. Este año debería ser considerado como 
trágico para el área del transporte y de las obras públicas, como creo que también lo es en otros órdenes, y si 


no fue peor se debió al proceso de inversión y razonable gestión sectorial de años anteriores y a la 
compresión y resignación de los actores públicos y privados en estas áreas, ante las circunstancias nacionales 
y regionales. 


Si nos remitimos a los distintos componentes de la Cartera podríamos hablar, en primer lugar, del transporte 
de carga. Debido a la recesión nacional y regional, el transporte internacional de carga disminuyó el 
intercambio comercial del país con la región, así como el comercio de tránsito hacia y desde la región a 
través de Uruguay. Esto determinó que en todos los sectores como, por ejemplo, puertos, aeropuertos, 
transporte por carretera, transporte ferroviario y marítimo fluvial, zonas francas, etcétera, el nivel de 
actividad fuera inferior al de 2001. 


En el caso del transporte internacional por carretera, se agregó la mayor competitividad del transporte de 
bandera argentina, que desplazó a la bandera uruguaya en el mercado bilateral lo que, en cierta medida, 
también sucedió, aunque con menor gravedad, al venir como hijo de la devaluación de la moneda brasilera, 
en el año 1999. Esta situación de que las banderas argentinas y brasileñas desplazaban al transporte 
internacional de carga de bandera uruguaya motivó que Uruguay reclamara condiciones de competitividad 
recíprocas con Argentina -lo que dio lugar a la llamada crisis de los peajes- y con Brasil, con relación a la 
aptitud técnica vehicular, en el marco de los acuerdos del MERCOSUR 


En el marco de la crisis de los peajes, Argentina cobraba en la ventanilla por concepto de peaje más a un 
camión de bandera uruguaya que a un camión de esa nacionalidad. En el caso de la aptitud técnica vehicular, 
Brasil -que había tolerado el no cumplimiento de determinadas normas pautadas en el MERCOSUR- 
agregaba a la competitividad proveniente de la economía, condiciones aun más reblandecidas para la 
operación en el transporte. Ese fue el motivo de las dos crisis. 


La crisis con Brasil terminó con éxito, ya que logramos que este país introdujera como norma nacional el 
acuerdo que se había realizado a nivel del MERCOSUR, pero que no estaba internalizado, y que pusiese su 
flota en condiciones de aptitud técnica vehicular. Con Argentina, en cambio, no hemos tenido éxito y 
seguimos teniendo esa asimetría. 


En el caso del transporte fluviomarítimo, como consecuencia de la creación de la terminal Cuenca del Plata, 
se logró que un armador principal -Maersk- estableciera su sede regional en Montevideo, permitiendo atenuar 
la pérdida de tráfico a través de Montevideo a la región. En ese sentido, es de destacar que en el momento en 
que se da la sumatoria de las crisis -la cola de la crisis de 1999 de Brasil, más la crisis de 2001 de Argentina, 
más la propia crisis nacional en el año 2002-, el puerto tuvo como gran problema el hecho de que no creció. 
No se trató de un decrecimiento, sino que se mantuvo en términos constantes, por ejemplo, en cuanto al 
volumen de contenedores. 


También en ese año se desarrollaron algunos proyectos nuevos, a pesar de ese clima adverso. Por ejemplo, se 
desarrolló el proyecto SEDARIL, es decir, el "ferry" que une Juan Lacaze con Buenos Aires, permitiendo un 
transporte intermodal, aunque con dificultades de mercado. También se llevó adelante el proyecto de Nobleza 
Naviera, con la incorporación de un buque granelero a la bandera nacional, lo cual no sucedía desde hace 
muchos años. 


Se disminuyeron los costos de practicaje y pilotaje en un 15% y, a su vez, en ese ambiente recesivo, la 
competencia entre operadores portuarios determinó la reducción de costos portuarios en un 40%, 
acompañada de un aumento de productividad de alrededor del 50%. En ese aspecto también hubo un proceso 
de desarrollo de inversiones que fue significativo, entre el año 2001 y finales de 2002. Para mover 
contenedores el puerto de Montevideo tenía, en el año 2001, una grúa pórtico -que en su momento motivó 
reflexiones sobre ese tema- y ya a finales del año 2002 tiene dos grúas pórtico y cinco grúas móviles que 
mueven contenedores. O sea que el puerto terminó el año mucho mejor que anteriormente. 


Las operaciones ferroviarias internacionales se limitaron a un tonelaje menor de granos y de contenedores, de 
acuerdo con el convenio Uruguay-Brasil, por Rivera. 


El transporte nacional de cargas, también en ambiente recesivo, disminuyó el tonelaje a transportar, mientras 
que el nivel de precios tuvo una reducción en términos constantes. Si bien esto fue favorable para la 
producción, resultó negativo para el sector transportista, que aumentó su informalismo a pesar de las medidas 
de estímulo tomadas legal y reglamentariamente para propiciar la formalidad. 


Con la incorporación de medidas tales como la sustitución parcial del IMESI por el IVA a los combustibles, 
la deducción tributaria del 40% de los peajes, la refinanciación de adeudos con el BPS y la DGI -que se 
suman a otras medidas anteriores, como la eliminación de aportes patronales y la eliminación del impuesto a 
los ejes- y la aplicación efectiva del Decreto N* 349 de 2001, para el control integrado del MTOP, BPS, DGI 
y los propios transportistas, se espera que la tendencia al informalismo disminuya en 2003, y tenemos 
algunos elementos para poder decir que ello se está evidenciando. Sin embargo, son dificultades para 
subsanar en el año 2003, en el transporte de carga, la situación de endeudamiento en moneda extranjera, la 
morosidad de tributos y aportes, que no han sido contemplados en su totalidad en la normativa de 
refinanciación aprobada por este Parlamento, y el costo operativo en la formalidad, frecuentemente 
incompatible con el precio de los servicios de transporte en un panorama recesivo. La incipiente reactivación 
del sector agrario se estima que en el año 2003 va a redundar en un mayor movimiento, particularmente de 
granos y de madera, y también en hacienda. 


El transporte ferroviario nacional de carga experimentó una reducción de su nivel de demanda por la 
contracción, fundamentalmente, de un cliente importante de la industria de cemento portland, lo que 
determinó que el tonelaje total que transportó el ferrocarril en el año 2002 -850.000 toneladas-, fuera de los 
más bajos de los últimos diez años. 


Me referiré ahora al transporte internacional de pasajeros. Este mercado se vio impactado en el tráfico con 
Argentina, como consecuencia del menor intercambio de personas, pero mantuvo la primacía y el predominio 
de la bandera uruguaya sobre sus competidores argentinos en el transporte por carretera. En el transporte 
fluvial, la demanda se contrajo en un 23%. En el caso de Brasil, el mercado también se contrajo, 
fundamentalmente, por la reducción de la demanda local, es decir, de uruguayos que se dirigen a Brasil, y de 
argentinos. Sin embargo, en ese mercado se mantuvo la participación mayoritaria de la bandera uruguaya. En 
el año 2003 estimamos razonable que esa situación mejore y que aumente la demanda en cualquiera de los 
conceptos mencionados, por la recuperación de Brasil y, diría, de los tres países de la región. 


En el transporte nacional de pasajeros, la contracción de la demanda interna determinó la baja de la eficiencia 
del sistema de transporte de pasajeros a niveles inferiores a los del año 1995, con ocupaciones -que es un 
indicador de la eficiencia del transporte-, inferiores al 50%; o sea que, en promedio, un ómnibus está 
viajando con menos de la mitad de los asientos ocupados. Esto determinó una política aún más restrictiva de 
la oferta, propiciando desde el Ministerio de Transporte y Obras Públicas la racionalización forzosa de 
empresas y servicios, tema que hasta ese momento se había tomado como un elemento de carácter voluntario, 
ya que muchas veces la competencia, los celos y otros factores o ingredientes habían determinado que no se 
llevara a la práctica. 


El boleto interdepartamental sufrió el impacto de un precio creciente del combustible, del dólar, de las 
cubiertas y de los lubricantes, no obstante lo cual se logró que las tarifas se mantuvieran alineadas con los 
precios internos. La incorporación del IVA a la tarifa, manteniendo el precio constante y logrando una 
sustitución del IMESTI por el IVA en combustibles, la erogación del 5% sobre los ingresos brutos de las 
empresas, recientemente aprobado por el Parlamento, y una resignación fiscal, estimamos que pueden 
permitir que el precio del boleto sea constante en el año 2003. 


La mayor presencia del transporte ferroviario de pasajeros en la zona suburbana determinó una pérdida de 
pasajeros del ómnibus en favor del ferrocarril. Se estima que se encontrará un nuevo equilibrio con la 
aplicación de la Rendición de Cuentas del año 2001, que establece en su artículo 150 que solo se mantendrán 
aquellos servicios ferroviarios que se sostengan con sus ingresos. 


Con relación a la infraestructura del transporte, la situación coyuntural ha determinado que las previsiones de 
mantenimiento y mejora de la infraestructura hayan estado muy por debajo de las expectativas. Basta 
recordar que el presupuesto del año 2001 fue de US$ 121:000.000; creo que sería conveniente mencionar que 
el del año 1998 fue de US$ 174:000.000, el 2001 fue de US$ 121:000.000 -o sea, ya implicaba un recorte 
muy sustantivo- y el del año 2002, de US$ 63:000.000. Por lo tanto, esos recortes presupuestales han sido de 
extrema gravedad, por distintos motivos que voy a enumerar. 


En primer lugar, ello se debió al deterioro de los servicios prestados, al menor mantenimiento, a la detención 
de obras en ejecución y a la paralización de procesos licitatorios y de contratos que no se habían iniciado. Al 
no hacerse servicios sobre la infraestructura, ello redunda, evidentemente, en un mayor costo generalizado 
del transporte; carreteras en peores condiciones significa mayor costo de transporte. 


En segundo término, las dificultades fiscales no permitieron ni siquiera atender el pago de las inversiones 
realizadas. Esto determinó, por un lado, consecuencias sobre el estado económico financiero de las empresas 
contratistas -habían hecho el trabajo y no pudieron cobrarlo- y un endeudamiento acumulado del Estado en 
esta área, con las consecuencias correspondientes en materia de moras y de intereses, que al día de hoy y 
hacia el futuro tendremos que enfrentar y, por otro lado, en lo concerniente al Ministerio, determinó la 
dificultad de accionar al no tener disponibilidad de recursos. 


En tercer lugar, se debió a la dificultad y costo de acceso al crédito, lo que hizo más grave todavía la 
situación empresarial. Las empresas no recibían sus pagos por las obras que realizaban, pero si por lo menos 
el crédito hubiera estado habilitado, habrían podido seguir trabajando. 


En cuarto término, las empresas tuvieron que redimensionarse, y debieron enviar personal al seguro de paro y 
hacer una cantidad importante de despidos. 


En lo que corresponde a las obras financiadas por el sector privado en materia de infraestructura, también se 
vieron afectados de diversas formas. 


En cuanto a los proyectos nuevos, el clima de confianza para la inversión no fue el más favorable, lo que 
demoró la realización de varios proyectos. En general, 2002 no era un año como para que el inversor privado 
tomara decisiones de inversión; hubo alguna excepción, a la que luego haré referencia. 


El aumento del riesgo país y su efecto sobre las tasas de interés, la disponibilidad del crédito, la reticencia del 
inversor, la contracción de la demanda, fueron todos factores negativos para el sector privado en cuanto a 
invertir. Por otro lado, los proyectos que estaban en ejecución o que ya estaban ejecutados, con ingresos en 
moneda nacional e inversiones en moneda extranjera, o con ajustes paramétricos, determinaron situaciones 
de impacto sobre las estructuras económico-financieras de los negocios concesionales, por ejemplo. Está 
claro que si una empresa se endeuda en dólares, percibe tarifas que se ajustan mitad en dólares y mitad por el 
índice de precios al consumo y estas pasaron a ajustarse mucho menos que los compromisos que asumió al 
momento de hacer las inversiones, seguramente tendrá un deterioro de la relación ingreso-egreso, lo cual 
determinará una situación negativa, que hoy está siendo motivo de algunos reclamos por parte de los 
concesionarios. Además, los consumidores han buscado distintas formas de evitar el pago de precios. Por 
ejemplo, han tratado de evitar el pago de peajes o el pago de "toques" en la terminal de ómnibus. La gente 
con menores ingresos trata de buscar una ecuación que le sirva más. Es el caso concreto de la evasión de 
peajes en la Ruta Interbalnearia -que aumentó- o el cambio del lugar en el que se toma el ómnibus; en vez de 
hacerlo en la terminal de Tres Cruces, mucha gente sube en otro lugar para no pagar la tasa de embarque. 


También ha habido una disminución en el uso de los servicios, que es otro de los aspectos que pudimos 
verificar en el año 2002. El tránsito disminuyó en las carreteras de todo el país; la cantidad de viajes 
disminuyó en todos los órdenes que nos podamos imaginar, ya que se han verificado menor cantidad de 
viajes de carga y de ómnibus de pasajeros. 


Por otro lado, en la perspectiva del año 2003, a pesar de esa circunstancia de corto plazo, se preveía que 
algunos proyectos se iniciaran, como efectivamente sucedió, y se continuaron. Entre ellos, tal vez el más 
conocido y polémico ha sido el de la megaconcesión de obras, que este año está permitiendo atender 1.272 
kilómetros de carretera y 68 puentes de la red vial primaria del país, que canaliza el 70% del tránsito por 
carretera, permitiendo mantener o recuperar el nivel de servicio en esos itinerarios. De esta forma, a través de 
la inversión que viene vía megaconcesión, se está tratando de paliar, aunque no en su totalidad, el 
abatimiento del recurso presupuestal. Este abatimiento -después analizaremos las cifras-, en el caso de obras 
públicas, realmente ha sido muy importante. 


No obstante, es oportuno señalar que la megaconcesión resuelve el tema de la red primaria del país, pero hay 
8.000 kilómetros de red nacional, que son las redes secundarias, que seguramente sufren estos recortes 
presupuestales, ya que les hemos podido asignar lo que tenemos disponible, que es una fracción muy 
pequeña. Hemos tratado de atender esta red secundaria con nuestras herramientas de gestión, ya sea a través 
de microempresas de mantenimiento, contratos de mantenimiento o nuestra propia organización, ya que en 
distintos lugares del territorio nacional el trabajo todavía se realiza por administración directa. 


Evidentemente, todas las concesiones que estaban en ejecución se encontraron con dificultades. Tal vez en la 
Ruta Interbalnearia no había obras para llevar a cabo pero, seguramente, hubo problemas con respecto al 


repago, ya que la inversión estaba realizada, los créditos tomados y pudo haber habido alguna dificultad en 
cuanto a los ingresos previstos. Lo mismo sucede con las Rutas N* 1, N* 5 y N* 8; creo que todos los 
concesionarios se encontraron con las mismas dificultades y eso, evidentemente, incide en los cronogramas 
de obras. 


Tal vez en el año 2002 lo más importante en lo relativo a la infraestructura fue la actividad en el tema 
portuario. Esto, quizá, fue hijo de ese comportamiento de los años previos, en los que la actividad portuaria 
crecía a tasas de entre 10% y 20%, lo que atrajo a los inversores; como ya estaban en carrera, permanecieron 
aquí como agentes dinámicos, a pesar de la crisis del año 2002. 


Por otro lado, el desarrollo de TCP en el puerto de Montevideo permitió que se realizara una inversión de 
U$S 18:000.000, además de los USS 17:100.000 que se habían pagado por la subasta del 80% de las acciones 
de la terminal. Esos U$S 18:000.000 se destinaron a inversiones en equipos, rehabilitación de obras y 
servicios. Por otro lado, en el puerto de Montevideo se desarrolló una competencia muy intensa entre quienes 
habían sido los operadores tradicionales, ahora agrupados bajo la figura de MONTECON, y Terminal de 
Contenedores, TCP. Además, MONTECON, para tener capacidad de competir, tuvo que realizar inversiones 
en equipamiento por alrededor de USS 6:000.000. 


El otro proyecto portuario de relieve es el puerto de M'Bopicuá, que está vinculado, fundamentalmente, con 
la actividad forestal. En 2002, se dio inicio a las obras de este puerto con una inversión de U$S 30:000.000 
que, estimamos, estará terminado y operativo en octubre o noviembre de este año. 


Otro aspecto importante a considerar es la ampliación de la capacidad del silaje del puerto de Nueva Palmira, 
en donde Terminales Graneleras Uruguayas, concesionaria del puerto, hizo una obra importante en este 
sentido. Evidentemente, todos esto formaba parte de la perspectiva de 2002. Actualmente, quizás, la 
perspectiva sea bastante más importante, en virtud de los precios de los productos agrícolas, la demanda de 
los servicios portuarios y la reorientación de los flujos de esos productos agrícolas, muchos de los que se 
canalizaban vía Argentina y que hoy se plantea canalizar vía Uruguay. En ese sentido, en el año 2002 se 
planteó la ampliación de la capacidad de Corporación Navios, en el puerto de Nueva Palmira; también se dio 
lugar a revitalizar los proyectos de un muelle de carga general y otro para el manejo de granos, también en el 
mismo puerto. 


A su vez, hubo algunas otras actividades interesantes. Después de muchísimos años de discusión y de idas y 
venidas sobre la actividad pesquera, en La Paloma se logró la concesión de una parte del área portuaria para 
esta industria, que en este momento está en plena instalación, con cuatro líneas de harina de pescado y, 
probablemente, con líneas de fileteado de anchoa. 


Hay otros aspectos, tal vez en la etapa proyectiva o de planificación, que fueron importantes, como por 
ejemplo el puerto granelero de La Paloma. En noviembre se presentó una iniciativa privada -Puerto Graneles- 
al Ministerio de Transporte y Obras Públicas, para la concesión de una terminal granelera en La Paloma. Hay 
otros que están en la etapa más proyectiva, como el Puerto de Laureles y el Puerto de Puntas de Sayago, que 
han seguido con la etapa de tramitación; respecto a lo que se ha denominado Terminal C del puerto de 
Montevideo, ya se han formulado el pliego de condiciones y se han hecho los anteproyectos; también cabe 
mencionar la concesión del puerto de Punta del Este y una terminal de pasajeros en el puerto de Colonia. 


A lo largo del año se estudió la factibilidad de una terminal de cruceros en la costa del departamento de 
Maldonado. Se iniciaron los estudios para el puerto de La Charqueada -tal como había sido indicado por este 
Parlamento en uno de los artículos de la Ley de Presupuesto- y de la reestructuración del puerto de Paysandú. 


También se hicieron algunas concesiones menores, que no dejan de ser bastante emblemáticas, como el caso 
de la represa del arroyo Chingolo, en Paysandú. Se trata de una represa construida en su mayor parte, que 
estuvo cuarenta y tantos años abandonada; encontramos al sector privado dispuesto a invertir y en los 
próximos días la estaremos inaugurando. 


Asimismo, se hizo una cantidad de concesiones menores, por ejemplo, para la explotación de moluscos en el 
caso de La Paloma. 


Podría ser mucho más extenso, pero trato de ser lo más concreto posible. 


En cuanto a las obras edilicias y las actividades urbanísticas, con el producido de la venta de la terminal de 
contenedores, el CODICEN, a través del Ministerio de Transporte y Obras Públicas, en el año 2002 ejecutó la 
reparación de 84 locales de enseñanza y estimamos que en 2003, una vez que se haya regularizado la 
situación de los fondos -estos dineros fueron reprogramados, al igual que todos los depósitos a plazo fijo y si 
bien al final del año 2002 se arbitró una solución, no se pudo desarrollar en todos sus términos-, la Dirección 
de Arquitectura podrá realizar obras por alrededor de US$ 3:000.000 y otro tanto en lo que respecta a obras 
por convenio, atendiendo a alrededor de 280 locales escolares de un total de más de quinientos, que es lo que 
podremos atender con estos recursos. 


La Dirección de Arquitectura es una empresa de arquitectura que tiene el Estado, tal vez sea la más grande 
que tenga el país; cuenta con alrededor de 800 obreros y 300 personas adicionales entre arquitectos, 
administrativos, mandos medios, etcétera. Necesita de un volumen importante de trabajo por año. Los 
jornales del personal obrero no están dentro de presupuesto, sino que se atienden con las obras que se 
realizan. Por tanto, cuando hay más obras, se atiende la totalidad de esos jornales; cuando hay menos obras, 
hay dos alternativas: se manda al seguro de paro -tienen esta cobertura, que es algo particular dentro del 
Estado- o quedan a disponibilidad. Por lo general hay una disponibilidad natural, que generalmente es de 60 
personas, pero la baja de actividad y la disminución de recursos del Estado -que de allí provienen nuestros 
clientes- determinó que el año pasado tuviéramos a alrededor de doscientas sesenta personas a disponibilidad. 
En este sentido, estas obras de la enseñanza pública no solamente cumplen el objetivo de atender los edificios 
sino de mantener esa estructura organizativa de personal. Este es uno de los temas importantes y mucho nos 
afligen las dificultades que hubo para que se destrabara este convenio realizado sobre fines de diciembre, lo 
que nos asegura contar con los recursos para realizar los trabajos y, por lo tanto, mantener activa esa plantilla 
de personal. 


Durante el año 2002, el Ministerio de Transporte y Obras Públicas, en su calidad de coejecutor del Programa 
PIAI, culminó las obras en el único asentamiento de Montevideo en que se han realizado hasta la fecha. A su 
vez, ha hecho -con intensidad infinitamente menor, debido a la escasez de recursos- una serie de pequeñas 
obras que mantenemos en atención a la infraestructura urbana, particularmente en sectores carenciados, 
habiendo atendido a alrededor de cinco mil personas en 2002. Se trata de obras de caminería, paradas, ayudas 
a la instalación de servicios de agua potable, etcétera. 


Las obras por convenio se redujeron a un mínimo; evidentemente, la circunstancia económica no nos 
permitió más. De todas formas, los años malos tienen algunas excepciones. Hicimos importantes avances en 
materia de desarrollo tecnológico, que en los años en que hay muchas obras pasan desapercibidos porque son 
tanto más importantes las obras. También sucede que cuando uno no tiene capacidad de hacer obras, da más 
énfasis al desarrollo tecnológico. En ese sentido, tuvimos un desarrollo muy importante en sistemas de 
información geográfica en el país, que nos ha permitido tener una infraestructura de datos geográficos, hecho 
que nos destaca en el continente. Hemos sido premiados dos veces a nivel mundial por el desarrollo que 
viene llevando adelante el "Clearinghouse" de información geográfica. El año pasado permitió tener la 
cartografía digital del país y de todas las capitales departamentales, así como establecer las bases para tener la 
cartografía digital de 80 centros poblados, como esperamos tener para 2003, con lo que todo esto significa 
como herramienta de gestión, desde la planificación hasta el uso del suelo. Lo que estuvimos haciendo el año 
pasado nos permitió editar este año el mapa satelital del país -tal vez lo hayan visto por ahí-, que es un 
elemento muy didáctico y también muy revelador. 


También pudimos avanzar bastante en el tema de la administración de las cuencas hídricas superficiales, en 
lo que corresponde al sistema de gestión de recursos hídricos en general y a la regularización hídrica de 
bañados de Rocha, que nos permitió tener la definición de los tres subproyectos que se debían encarar y, a la 
vez, definir cuáles serían los que podrían plantearse en primera instancia. 


Asimismo, fue posible la culminación de los estudios de inundabilidad y de regulación de inundaciones en el 
proyecto Itacuruzú, en el arroyo Conventos de la ciudad de Melo, de la gestión hídrica del Río Negro -que es 
un gran tema, pues tal vez es la cuenca hídrica más importante que tiene el país-, y de la gestión de la cuenca 
compartida del río Cuareim. 


También se ha avanzado en la gestión de las cuencas hídricas subterráneas. En ese sentido, el Uruguay logró 
tener la Presidencia y establecer la sede en Montevideo de lo que corresponde al proyecto Acuífero Guaraní, 


que es un emprendimiento de gran significación; ese acuífero es el que todos conocemos como el de las 
termas. 


Por otra parte, pudimos avanzar en el tema de los recursos termales del departamento de Artigas; hicimos un 
estudio de sondeos telúricos y magnetotelúricos para determinar las zonas en las que teníamos posibilidades 
de explotación e identificar que ya había perforaciones realizadas con capacidades; los estudios confirmaron 
la disponibilidad de esos recursos. Asimismo, realizamos algunas actuaciones con relación al estudio del 
acuífero Raigón. 


En materia de inciativas legislativa, como los señores Diputados recordarán, el año pasado, en el marco de la 
Rendición de Cuentas, tuvimos algo muy importante, que fue el artículo que estableció una política para el 
modo ferroviario: determinó la desregulación de la operación ferroviaria y la transferencia de las 
competencias sobre la vía férrea al Ministerio de Transporte y Obras Públicas. Eso implicó un esquema de 
funcionamiento del modo ferroviario que, cuando lo empezamos a plantear, tal vez, era bastante novedoso - 
esto tiene antecedentes en la Ley de Presupuestos de 2000, aunque el primero figura en la de 1995-, pero la 
verdad es que hoy ese es el método o la concepción según la cual se están manejando prácticamente todos los 
ferrocarriles europeos. 


La ley de Rendición de Cuentas de 2001, aprobada a fines de 2002, encomendó al Ministerio de Transporte y 
Obras Públicas una menuda tarea, como encargarse de toda la vía férrea. En estos meses hemos hecho la 
transición organizativa sin ningún tipo de inconveniente; estamos cumpliendo las tareas de mantenimiento 
regular de la red y ahora estamos en la etapa de comenzar a instrumentar el programa de rehabilitación de la 
red. Ese es un programa que debemos realizar con los recursos que la propia ley fijó como cuotas para la 
rehabilitación a partir de 2004, pero entendemos que para que esté en ejecución en ese año, deberíamos estar 
licitándolo en el correr de 2003. 


Creo que eso va a permitir un mejoramiento significativo; el objetivo es pasar de la velocidad promedio 
actual del ferrocarril, de 20 kilómetros por hora, a 60 kilómetros por hora, lo que va a redundar en beneficio 
del funcionamiento operativo de AFE, que yendo tres veces más rápido puede ahorrarse una cantidad de 
factores de costos evitables. A la vez, el hecho de tener una mejor infraestructura va a reducir sus gastos de 
funcionamiento porque, evidentemente, no es lo mismo estar circulando sobre una vía en buenas condiciones 
que sobre una en malas condiciones en cuanto al desgaste de ruedas, de frenos, etcétera. 


La ley también estableció un principio que entendemos importante, que es que el ferrocarril, como cualquier 
medio de transporte, se sustente con sus ingresos. Hoy en día la sociedad uruguaya no está subsidiando 
ningún modo de transporte. El caso de la carretera es claro: el camionero paga por lo que usa, mediante los 
peajes y, fundamentalmente, vía impuestos al combustible o de otro tipo. Es decir que en ese caso el 
transporte paga por lo que usa y no está recibiendo subsidios. 


En el caso del ferrocaril se está planteando lo mismo. En la ley está establecido que el ferrocarril, 
eventualmente, puede pagar peaje: pero no nos parece razonable que pongamos peaje en una carretera que 
está demolida, como es la vía férrea. Estimamos que de aquí a un plazo que estará vinculado con la 
rehabilitación -en la medida en que la vía se vaya poniendo en condiciones- se tendrá que avanzar hacia el 
cobro de un peaje de circulación. 


Creo que ese fue un aspecto muy importante de la ley, porque considero que esta era una materia pendiente 
desde hace muchos años, diría que desde el pasaje del ferrocarril del sector privado al Estado. 


También en esa ley se consagró una política de participación del Estado en PLUNA; se habilitó la venta de 
las acciones de la empresa por parte del Estado. Es decir que se vino a pedir la aprobación de una facultad 
para poder hacerlo cuando se entendiera conveniente. Prácticamente de manera simultánea los dos padres de 
PLUNA le dijeron a la empresa que era un niño grande y que debía caminar solo. Por un lado, la empresa 
VARIG, como propietaria de una parte de PLUNA S.A. mandó un mesaje muy claro, en el sentido de que 
esta empresa no se encontraba dentro de la reestructuración que estaban planteando en Brasil y, por otro lado, 
el Parlamento uruguayo le dijo lo mismo. Eso, sumado al tradicional esfuerzo del Directorio de PLUNA por 
hacer una mejora de la gestión, determinó que la empresa redujera sustancialmente sus pérdidas, por haber 
tomado una cantidad de decisiones que no se habían adoptado antes porque, tal vez, no estaba obligada por 
las circunstancias. Esas decisiones tuvieron que ver con el cambio de aeronaves, la modificación de 
frecuencias, la suspensión de determinados servicios y toda una serie de medidas de racionalización de la 


gestión, que constituyeron un elemento importante. También otros elementos legislativos de relieve del año 
pasado fueron los incluidos en la ley de reactivación, lo que corresponde al aeropuerto de Carrasco -están en 
proceso de subasta de las acciones de la sociedad concesionaria-, el desarrollo de un marco regulatorio de 
concesiones municipales, la ley del transporte de carga Il -orientada a la formalidad y a la competitividad del 
transporte de carga- y la ley de transporte de pasajeros que es la que recientemente se ha aplicado, así como 
algunos otros conceptos. El señor Diputado Ponce de León va a saber entender por qué a algunos de los 
cometidos que se han encargado al Ministerio a través esa ley no hemos podidos hincarles el diente en este 
marco de situación. Se trata de los que tiene que ver con buscar avanzar en el proyecto de lo que es 
saneamiento, agua y desagies de la Ciudad de la Costa y del área metropolitana; esos son dos proyectos en 
los que no se ha avanzado todo lo que habríamos querido. 


Con relación a la gestión interna del Ministerio, como decíamos, el Ejercicio 2002 fue el de mayor restricción 
presupuestal, creo que de los últimos veinte años. Esta restricción es más grave para el que se porta bien 
porque aquel que, por vocación, hizo antes las reducciones y las restricciones, cuando llegan otras nuevas - 
que normalmente son porcentajes sobre los importes que se han aprobado- resulta que tiene castigo doble; el 
primero, era mérito, y el segundo, castigo. Y eso efectivamente nos pasó. En el año 2001, a instancias de un 
rubro presupuestal que es menor en el Ministerio de Transporte y Obras Públicas, como es el de 
funcionamiento, frente a una meta de reducción del 9%, bajamos un 27%; es decir, tres veces más. Como 
premio, al año siguiente, nos dijeron que teníamos que bajar un 10% más. Defendimos la tesis de que ya lo 
habíamos hecho el año anterior y en ese caso se nos reconoció la situación. 


Creo que lo más significativo -en esto quiero hacer especial hincapié- son los números generales del 
Ministerio, los que ustedes tienen en el planillado que está por allí. En primer lugar, para 2002, la Ley de 
Presupuesto establecía -no sé si lo recuerdan- las cifras en pesos y decía: " [...] equivalentes a dólares". Había 
una clara voluntad del legislador en el sentido de que dado que se asumía que las inversiones estaban 
fuertemente dolarizadas, se estableció un presupuesto en pesos y en dólares equivalentes. En el año 2002, ese 
valor del dólar habría determinado que el Presupuesto de Obras Públicas hubiera sido de $ 3.277:000.000; la 
realidad es que el recorte lo llevó a que fueran $ 1.479:000.000; o sea que fue el 45% del Presupuesto. Pero 
hay que tener en cuenta que hay una parte de costos rígidos y una cantidad de costos que ya estaban antes de 
los recortes. Cuando se está trabajando a determinado ritmo, uno viene recibiendo facturaciones, por ejemplo, 
de dos o tres meses anteriores. Por lo tanto, las que vienen con los valores anteriores, se vuelven gastos 
rígidos, más el gasto rígido de funcionamiento del personal. Alguien me podrá decir que como los salarios 
son en pesos, la devaluación del año pasado favorece al Presupuesto. Sí, pero de todas formas lo que queda 
claro es que sufrió la inversión; sufrió horriblemente el año pasado. El hecho de pasar a tener 45% del 
Presupuesto es muy duro. Comprendemos la situación; yo también firmé el decreto por el cual se reducía; 
creo que en estas circunstancias forma parte de un elemental sentido de ubicación, de responsabilidad y de 
solidaridad. 


Dentro de ese Presupuesto, lo que hicimos fue lo que entendimos que debe hacer un Ministerio como el 
nuestro, que es tratar de gastar bien. Gastamos el 98,03% de lo que se había autorizado; lamentamos no haber 
podido gastar el 1,97% restante. 


Realmente, fue un año muy diferente. Ese es el panorama de lo que fue 2002, aunque podemos informar más 
y estamos a las órdenes para contestar las preguntas que se quiera formular. 


SEÑOR PONCE DE LEÓN.- El señor Ministro mencionaba el hecho de que no se había podido 
avanzar. Señaló un conjunto de avances que estaban planteados en la ley del Poder Ejecutivo; luego se 
incorporaron cosas en el Parlamento y él mencionaba en particular las obras de Canelones. Confieso 
que esperábamos que se hubiera avanzado en eso porque como decía el señor Ministro, en momentos 
en los que no se puede invertir se aumentan los trabajos internos y otras cosas. En definitiva, en este 
caso lo que hay que hacer -si no entiendo mal- es llamar a una licitación de consultoría. Los trabajos de 
preparar el llamado a una licitación de consultoría -no la propia consultoría, que naturalmente lleva 
tiempo- son básicamente del tipo que pensamos que se podría hacer. En todo caso, si había algún gasto, 
sería menor; el porcentaje que quedó por gastar sobra para eso. Lo que realmente queremos saber es 
en qué se está en ese tema, porque la restricción presupuestal la entendemos claramente cuando se 
vaya a hacer la obra; hasta podríamos discutir si existe o no para la efectiva adjudicación del proyecto, 
pero para preparar la licitación no vemos la limitación presupuestal. Esa era la pregunta que quería 
formular. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Creo que el señor Diputado Ponce 
de León tiene mucha fe en la eficacia del colega Cáceres. No olvidemos que esta ley fue aprobada a 
fines de 2002. Por lo tanto, han pasado escasos seis meses. Si en este tiempo el ingeniero Cáceres 
hubiera estado en condiciones de poder dar satisfacción al nivel que él esperaba, habría confirmado 
sus expectativas.Simplemente, creo que lo he defraudado en esa expectativa de hiper-eficiencia. No 
menos cierto es que este tema es complejo, de sustancia y de inter-institucionalidad porque, por un 
lado, el Parlamento nos mandató a hacer determinada actividad y, por otro, hay una ley que mandata 
al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y a Obras Sanitarias del 
Estado. De todas formas, no es que no se haya hecho nada. Pediría al ingeniero Loureiro, que viene a 
hablar del proyecto de Rendición de Cuentas en su condición de ex Director Nacional de Hidrografía, 
ya que actualmente es Presidente de la ANP, que nos cuente qué fue lo que se pudo adelantar en 
materia de estos dos artículos que fueron incorporados en el proceso parlamentario. 


SEÑOR LOUREIRO.- Efectivamente, hemos estado trabajando desde la Dirección Nacional de 
Hidrografía en la instrumentación de estos dos artículos que apuntan a la ejecución de obras en 
Montevideo, Canelones y San José. Los dos artículos no dicen exactamente lo mismo, tienen alguna 
diferencia. En este momento no los tengo por delante pero en los dos había tenores distintos sobre el 
mandato. De cualquier manera -como bien decía el señor Ministro-, OSE tiene potestades legales, y 
cada una de las Intendencias, en particular la de Montevideo, tienen potestad legal sobre las 
actividades. Por lo tanto, lo que hicimos fue -para cada uno de los artículos y con la diferencia que cada 
uno de ellos contiene- solicitar a cada una de las instituciones que nombrara a sus representantes con 
los siguientes objetivos: 1) Armada esa Comisión, hacer un relevamiento de la información existente; 2) 
efectuar la delimitación del universo de las actuaciones a desarrollar, es decir, hasta dónde los 
proyectos deben alcanzar y cuáles deberían ser los límites de trabajo; 3) elaborar una estimación de 
costos; y 4) determinar la metodología para seguir adelante. Como bien decía el señor Diputado, en 
algunas de esas actividades hay que hacer llamados a consultoría. Lo que sí es cierto es que si no 
conseguimos recursos extra Ministerio, los trabajos de consultoría deben ser imputados al presupuesto 
del Ministerio antes de llamar; por lo tanto, necesitamos tener disponibilidad económica, lo que en el 
año 2002 no teníamos, y tampoco tenemos en el 2003. 


SEÑOR LEGLISE.- Sin duda que el señor Ministro ha sido muy exhaustivo en todo el informe, pero 
no estuvimos presentes en el momento en que se habló del tema. Al Partido Nacional le preocupa lo que 
fue la venta de la playa de contenedores y los fondos de esa venta. Sabemos que hay muchas obras que 
no se han empezado y no conocemos su situación actual. Puede que el señor Ministro haya informado a 
la Comisión respectiva, pero como ahora tenemos la oportunidad de preguntárselo lo queremos hacer. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Esta tarde vamos a recibir a la ANEP, a la que también podemos hacer 
extensiva esta misma pregunta, porque está bien al tanto de los avances de las obras y, 
fundamentalmente, de cómo se destrabaron las dificultades en 2003. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- La situación es muy sencilla. Se 
procedió a integrar el precio. Se había integrado un 20% de entrada y el 80% siguiente en el plazo que 
estaba previsto. De los US$ 17:100.000 se descontaron los gastos que tenía la Corporación, que creo 
que eran US$ 34.000, lo que determinó una suma de US$ 17:066.000 que fueron depositados en una 
cuenta en el Banco Hipotecario del Uruguay en primera instancia. Fueron depositados a plazo fijo, en 
virtud de la voluntad del CODICEN, que nos la ha manifestado, de obtener un interés que le 
permitiera multiplicar el recurso. La verdad es que ese es un tema entre la Corporación Nacional para 
el Desarrollo y el CODICEN. 


Puesto ese dinero a plazo fijo, viene la reprogramación del mes de julio y esos dineros quedan parados. En el 
ínterin, desde que se hace la venta de las acciones hasta el mes de julio, empieza toda una gestión por parte 
del CODICEN vinculada a la determinación de quiénes eran los beneficiarios, que concluyó en aquella lista 
que todos los legisladores tienen, en la que figuran los locales de enseñanza que se iban a atender. A partir de 
allí empieza la etapa proyectiva para determinar la tarea concreta, a fin de transformarla en un pliego de 
condiciones o en términos de referencia, ya sea porque se va a hacer por convenio con los padres de los 
alumnos, por administración directa con la Dirección Nacional de Arquitectura o por licitación y contrato. 
Eso es lo que se va consumiendo, el tiempo que va hasta el mes de julio. En ese ínterin se van firmando 


convenios en varios departamentos, los que tuvieron arquitectos regionales más dinámicos, los que nos 
marcaron como prioridades de la enseñanza las obras que hacía la Dirección Nacional de Arquitectura, hasta 
que llegó la reprogramación de depósitos. 


A partir de allí quedó inmovilizado, salvo lo que correspondía a intereses, que era una fracción muy menor de 
ese volumen. Eso quedó hasta que se realizó un convenio entre el Ministerio de Economía y Finanzas, el 
CODICEN y el Ministerio de Transporte y Obras Públicas el 26 de diciembre que permitió que hubiera un 
camino de liberación de esos recursos. Se trata de una liberación progresiva, en la cual se prevé una 
liberación para atender las obras que se hacen por convenio con las Comisiones de Fomento. Por otro lado, se 
prevé un flujo de $ 12:000.000 o -como creo que dice el convenio- US$ 400.000, que es el que permite que la 
Dirección Nacional de Arquitectura siga con sus obras. Esos US$ 400.000, grosso modo, significan 

$ 12:000.000 mensuales. Deberían haber venido hacia el Ministerio $ 12:000.000 mensuales, así como la 
cantidad correspondiente para obras por convenio con las Comisiones de Fomento. En cualquier caso, lo que 
parecía que estaba claro era que las obras por contrato iban a quedar hasta que estuviera definida una 
instancia posterior, es decir que los plazos de ejecución coincidieran con la cola del tema de la 
reprogramación, por una razón muy sencilla. No sé si me explico. Tenemos tres categorías. Esto que se 
convino aquí era para atender, fundamentalmente, las pequeñas obras y las de la Dirección Nacional de 
Arquitectura. La parte de obras por licitación -se habían licitado pocas y había habido algunos inconvenientes 
desde el punto de vista de la licitación- quedaron para atrás. No son muchas, estamos hablando de seis o 
siete. Pero tampoco se pudo cumplir con el programa que estaba previsto. Realmente, al Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas no llegaron los $ 12:000.000; hasta la fecha, en una tanda llegaron $ 8:000.000 y 
en otra más reciente $ 12:000.000, lo que totaliza $ 20:000.000 que nos permiten trabajar un poco. Pero está 
claro que estamos en una situación bastante difícil, porque uno programa y mantiene una plantilla de 800 
personas para atender $ 12:000.000 por mes de obra, y resulta que en vez de tener esa cantidad dispusimos de 
$ 20:000.000 en un semestre; de ahí el comentario de que conseguimos esos recursos para que la Dirección 
Nacional de Arquitectura pueda seguir y la gente conserva su trabajo o, de lo contrario, tendremos que decir a 
la gente que no tenemos trabajo y que tiene que ir al seguro de paro. Esta es la situación. 


Creo que sobre este tema debería hablar el CODICEN; nosotros somos los que ejecutamos lo que el 
CODICEN nos dice que hay que ejecutar. De todas formas, por el mérito que cabe de que uno le defienda la 
casa al otro, podemos decir que hubo cosas positivas. Por ejemplo, una cantidad de convenios se habían 
firmado el año pasado, en el período anterior a la reprogramación, y a las Comisiones no les había llegado el 
dinero; no había sido posible efectivizar el pago y se debían entre $ 11:000.00 y $ 12:000.000. Con lo que se 
fue liberando a lo largo del año en el marco del convenio con el Ministerio de Economía y Finanzas al que 
hacía referencia, en primer lugar, se pudo saldar lo que había de convenios viejos y, en segundo término, el 
CODICEN pudo generar una lista de convenios que, por un lado, constituían prioridades y, por otro, eran 
aquellas obras en las que se había logrado tener los proyectos o miniproyectos concluidos, como para poder 
convocar a esos pequeños llamados de precios o licitaciones que se hacen a nivel local. Esto permitió atender 
alrededor de $ 13:000.000 por ese concepto. 


Por otra parte, el Ministerio de Transporte y Obras Públicas recibió esas partidas de $ 8:000.000 y 

$ 12:000.000 a las que hacía referencia, que le permitieron atender otra cantidad de locales escolares. 
Esperemos que se pueda concretar regularmente el envío de la cantidad que estaba establecida para aumentar 
nuestro ritmo de ejecución y así cumplir con el objetivo de los 280 locales escolares ejecutados en 2004. 


Los señores Diputados advertirán que el objetivo era muy fácil de ser alcanzado cuando preveíamos contar 
con $ 12:000.000 por mes, pero hemos pasado un semestre con $ 20:000.000. Si de aquí a fin de año 
tuviéramos que ejecutar $ 24:000.000 por mes, probablemente nos encontraríamos con dificultades, porque 
nuestra empresa está dimensionada para atender un nivel de $ 12:000.000 mensuales. 


SEÑOR SILVEIRA.- Creo que asiste razón a quienes sostienen que deberemos profundizar con el 
CODICEN el tema de asignación de los recursos y el cronograma de las obras a realizar. De todos 
modos, si el señor Ministro no tiene inconveniente, nos gustaría que en el correr de estos días nos 
remitiera alguna información más o menos detallada acerca de cuáles son las obras en ejecución, qué 
avance tienen y por cuáles están esperando los recursos para empezar o continuar. Sabemos que en 
estos días han tenido bastante trabajo, pero suponemos que ahora podrán enviar la información a la 
brevedad. 


Por otra parte, planteo como reflexión que, más allá de que siempre entendimos que los dineros públicos 
escapaban a la reprogramación -es un tema para discutir con el Ministerio de Economía y Finanzas-, tenemos 
claro que en estos días ha quedado a disponibilidad el 25% de los fondos reprogramados, por lo que 
deberíamos estar contando con alrededor de US$ 4:000.000. Si bien es cierto que, por suerte, la mayoría de 
los ahorristas no ha retirado sus depósitos, nosotros estamos muy urgidos de hacerlo y pienso que el 
Ministerio de Economía y Finanzas debería obrar en consecuencia. Esta es una reflexión y tal vez una idea 
que trasmito al señor Ministro para ir a pelear el tema; se lo plantearemos a las autoridades de la ANEP 
cuando vengan a la Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La información que me dio recientemente el Presidente de la ANEP es que en 
estos momentos no tienen dificultades porque el Ministerio de Economía y Finanzas les está 
habilitando las partidas; se les dio una última partida de $ 12:000.000 y ahora se va a regularizar la 
situación. Los problemas fueron antes, pero ahora no tienen ninguna dificultad con esos dineros. De 
todos modos, se lo preguntaremos esta tarde al señor Presidente de la ANEP. 


SEÑOR URTAZÚ.- Voy a plantear dos temas relativos al departamento de Colonia, a los que el señor 
Ministro se refirió en su informe. 


En primer lugar, entre todas las obras que se están haciendo, el señor Ministro resaltó la importancia de las 
del puerto de Nueva Palmira. En este momento, desde allí está saliendo toda la producción agrícola del litoral 
del país; hay trabajo en exceso y se está demorando un poco, pero el puerto funciona a gran ritmo. Tal vez no 
sea resorte de este Ministerio, pero debo señalar que la preocupación que tiene toda esa zona, el 
departamento de Colonia y la gente que está exportando por esa salida, tiene que ver con el Canal Martín 
García. Si el Estado uruguayo y el argentino no pagan los cánones correspondientes, dejará de ser atendido, 
no se realizará el dragado correspondiente y será prácticamente inútil todo lo que se está haciendo en el 
puerto de Nueva Palmira. No sé si el señor Ministro tiene alguna información al respecto. 


La otra pregunta tiene que ver con la gran demora en las reparaciones que se están haciendo en la Ruta N? 1, 
de Riachuelo hasta Colonia, que es la principal entrada de turistas al país. Dijeron que se haría pavimento 
nuevo, pero se están haciendo reparaciones en diferentes paños, y lo que llama la atención es la demora. Yo 
vengo continuamente por la Ruta N* 1 y, cuando se está reparando, se hace el desvío en la misma carretera - 
los funcionarios van parando los coches para que pasen unos y otros-, pero en aquel lugar se hace el desvío 
por un camino que es desastroso; los días de lluvia no se puede circular y en los de clima normal se llena de 
tierra. Damos una mala imagen a los argentinos que entran por la Ruta N* 1 y por Colonia, debido al estado 
de ese camino y a la demora en las reparaciones. De Riachuelo a la entrada de Puerto de Yates demoraron 
muchísimo y se hicieron sólo unas pequeñas reparaciones. Ahora se hace un desvío desde la primera entrada 
a Riachuelo a la primera entrada del aeropuerto, lo que ha provocado que muchos coches hayan roto sus 
parabrisas y mi temor es que en los días de lluvia, en cualquier momento se produzca un accidente. 


Nuestra inquietud es la de que se agilicen las obras -en otros lugares han trabajado más rápido- que no sé si 
son efectuadas por el Ministerio o por la megaconcesión. Es lastimosa la demora en efectuar esas 
reparaciones y la prensa del departamento de Colonia está que trina por ello. 


Gracias, señor Presidente. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Con relación al canal de Martín 
García, este tema lo maneja la Comisión Administradora del Río de la Plata. Estoy al tanto de la 
situación de dificultad en cuanto al pago de las cuotas, fundamentalmente del lado de Aargentina -que 
ya venía de una situación compleja en esa materia-, como también de las dificultades de pago del lado 
uruguayo. Tengo entendido que este tema ya estaría en vías de resolverse. 


Martín García hoy está siendo utilizado para la entrada -como tradicionalmente lo fue-, y para ello la 
profundidad no es un elemento tan determinante porque, en general, son barcos en lastre. Y como Argentina 
profundizó un metro más su canal del Paraná de las Palmas resulta que si se sale vía Paraná de las Palmas y 
Emilio Mitre hay posibilidad de llevar 4.500 toneladas más. Entonces, a pesar de que tenemos los canales de 
Martín García están yendo hacia San Pedro y bajando por Paraná de las Palmas, Emilio Mitre y el Río de la 
Plata. Eso no quiere decir que yo no crea que hay que mantener Martín García; lo que se estaría demostrando 


es que habría que bajar un metro más allí, para que tenga las mismas condiciones que tiene el otro canal. 
Inclusive, cuando se planteó todo este tema se estableció que deberían haber condiciones iguales de 
operación en uno y otro canal de tal forma que ninguno se privilegiara sobre el otro. Me parece que no hay 
que preocuparse, esto va a estar atendido. 


En lo que refiere al tema de fondo de Nueva Palmira ésta tiene, en corto plazo, un destino extraordinario. Ya 
lo tuvo en el pasado, y también con esta última cosecha. Palmira tiene dos roles: el de servicio a la 
producción nacional y el de servicio a la producción regional. 


El rol de servicio a la producción nacional estaba reducido por efecto, fundamentalmente, de los precios 
agrícolas y el costo que tenía este tipo de producción en el país. Por un lado, el costo bajó o se mantuvo en 
pesos y, por otro, los productos aumentaron su precio en dólares, -además, valen dólares-, y está claro que 
este año hubo una cosecha de girasol, de soja, etcétera, como hacía muchos años no se veía. Seguramente 
esto va a estimular a que el año próximo pueda haber algo similar. Al mini boom del 2003 se va a agregar 
otro episodio y todo hace pensar que será del mismo tipo o todavía mayor. Además, a esta situación se está 
incorporando la emigración de los plantadores argentinos que han venido al territorio uruguayo muchos a 
sustituir a plantadores uruguayos y otros a colonizar tierras que tenían otros usos de tipo pecuario y 
transformarlo a usos agrícolas. 


Por lo tanto, el año que viene en cuanto a ese mercado que es Nueva Palmira sirviendo al mercado del 
Uruguay, creo que va a haber un aumento de demanda muy significativo. 


El segundo rol de Palmira, quizás el más importante, es el de servicio de tránsito. El tránsito de soja - 
fundamentalmente- que viene desde Bolivia, Matto Grosso y Paraguay normalmente se dividía en dos 
corrientes: una parte iba hacia los puertos de Argentina -la zona de Rosario, particularmente a la Terminal 6 
que era tal vez una de las más importantes terminales del Río- y otra venía a Palmira. Con el aumento de 
precios y con el impuesto a las exportaciones de Argentina, la movilización de carga hacia Nueva Palmira ha 
aumentado enormemente. En este momento tenemos planteados tres proyectos de inversión portuarios en 
Palmira. Ahora claro, si pasamos de tener un Puerto con dos terminales portuarias como hay hoy, la terminal 
pública y la de navíos, a tener cinco terminales portuarias, no solamente debemos pensar en eltema del río 
sino también en algunas otras cosas vinculadas, por ejemplo, a las vías de acceso y al ordenamiento territorial 
de Nueva Palmira. La verdad es que quisiera que a todo el país le pasara lo que a Nueva Palmira en este 
momento. 


Con relación a las reparaciones de Ruta 1, la reflexión que hace el señor Diputado es el motivo que nos llevó 
a que hiciéramos la doble vía. No es que la doble vía de Ruta 1 se justifique por el tránsito que tiene, pero si 
no se hacen las obras en paralelo, este trabajo interferiría con el tránsito. Por eso está proyectada la doble vía, 
para no interferir con el tránsito, para evitar el problema que el señor Diputado evidencia cuando se trabaja 
en el caso de este tramo en el mismo lugar por donde se tiene que circular. Cuando hay desvíos se los utiliza, 
pero son caminos vecinales que normalmente no tienen las mismas condiciones que una ruta, y tal vez la 
Intendencia no los tenga en condiciones. Además, esos caminos no están previstos para que pase el tránsito 
pesado. Afortunadamente, tenemos un plan de caminería rural por el cual asistimos a la Intendencia de 
Colonia y esta lo puede aplicar para el mantenimiento de esa vía. 


Ese trabajo que se está haciendo es imprescindible porque por arriba de eso va una carpeta asfáltica. Por lo 
tanto, o le ponemos un soporte homogéneo al piso donde va a ir la carpeta asfáltica o, de lo contrario, va a 
durar lo que un lirio. Entonces, la reparación de lo que hay debajo busca lograr que la que construyamos 
ahora dure apenas la mitad de lo que duró ésta, que duró 70 años, por lo que espero que esta dure, por lo 
menos, 35. 


SEÑOR DOMÍNGUEZ.- Estaba recordando que el tono de la visita que nos hiciera el señor Ministro el año 
pasado se enmarcaba en las enormes dificultades que vivía el país. A esas dificultades debemos sumar todo lo 
que sucedió posteriormente y que el señor Ministro conoce. 


Dentro de este panorama, nos parece que no hay suficiente información, por ejemplo en lo que tiene que ver 
con la megaconcesión y el seguimiento de las Rutas N* 1, 2, 3, 5, 8, 9 y 11. En cuanto a la red de caminos 
secundarios, no parece que hubiera excesivas economías. Las vías secundarias prácticamente quedan dentro 
del rubro de lo que fueron la 21 y la 96. Nosotros observamos que el presupuesto es cien y está ejecutado 
cien. Sin embargo, hemos podido comprobar la lentitud pasmosa del avance de obra -más allá de que deba 


terminar en el año 2004-, teniendo en cuenta todo el movimiento que, como señalaba el señor Ministro, se da 
en la zona. Hay cosas que debemos empezar a ver globalmente, por todo lo que está sucediendo allí. 


Quiero leer ahora algunas palabras del señor Ministro pronunciadas el año pasado con respecto a la 
megaconcesión: "Si a eso agregamos que la megaconcesión requiere un subsidio del Estado, porque los 
números no llegan a cerrar, la ecuación económico financiera, como hemos expresado en otras oportunidades 
en que hemos concurrido aquí [...]". A esa situación que se vivía entonces, insisto, debemos agregar todo lo 
que ha ocurrido ahora. Seguimos subsidiando la megaconcesión para poder sostener la red principal. 
Sentimos como que empezamos a tener la razón del tema, pero eso tiene que ver con una discusión más de 
fondo, relacionada con el modelo económico, que no cabe abordar ahora. 


En lo que va del ejercicio tenemos un gasto aproximado de US$ 77:000.000. Nosotros vemos que nuestros 
principales gastos se han ido prácticamente en apoyar lo que en algún momento nos tiene que pagar la 
megaconcesión. Actualmente los Hernández y González y Ramón Álvarez están usufructuando nuestros 
dineros, con los cuales podríamos mantener nuestra red secundaria de caminos. Pero no ocurre así, más allá 
de que, ciertamente, no existe el tránsito necesario que permita sustentar estas obras. 


Estuvimos comprobando si las obras se están cumpliendo dentro de sus plazos, especialmente en la Ruta 
N* 2, y queremos que el señor Ministro y sus asesores nos ilustren en ese sentido. 


Siguiendo con el tema de la megaconcesión, quiero decir que es una situación preocupante el hecho de que 
hay empresas que no dan la cara a la población. Sigue siendo el Estado, a través del Ministerio de Transporte 
y Obras Públicas y de la Dirección Nacional de Vialidad, el protagonista directo de esta situación. Hay que 
pedir cuentas de todo lo que está pasando allí y eso es posible en la medida en que se pueda estar en el lugar 
adecuado. 


Esto nos muestra las dificultades de poner en marcha una filosofía de desarrollo de las obras del Estado en 
manos del sector privado. 


En lo que tiene que ver con el fenómeno fluviomarítimo, esto es, el funcionamiento de los puertos, el 
conflicto que se ha generado entre las empresas no ha tenido resultados muy buenos. Gracias a esa 
competencia tan esperada desde el punto de vista de la filosofía del Gobierno, los precios han bajado 
inclusive por debajo de los que rigen en la región, lo cual se ha notado en el aumento del tránsito de 
mercaderías. Con respecto al récord de movimientos que se han realizado, tanto en la terminal de 
contenedores como en el resto del Puerto de Montevideo, quiero aclarar que el 55% son de tránsito. Estos 
datos son conocidos por nuestros visitantes y sería interesante que se profundizara aún más. 


En lo que tiene que ver con Nueva Palmira, permanentemente hemos sostenido que no tiene absolutamente 
ningún techo, fundamentalmente ahora que la región empieza a tener su movilidad y la integración puede 
acrecentar el movimiento de la hidrovía Paraná. Por tanto, no nos llama en nada la atención el crecimiento 
del movimiento real que tiene este puerto, que además viene a aclarar un asunto importante. Este es un puerto 
que está dejando dividendos al Estado uruguayo. No podemos decir lo mismo del Puerto de Montevideo, 
cuyos operadores son privados. 


Indudablemente, sería Importante tener algunos números porcentuales del Puerto de Nueva Palmira que nos 
permitan comparar los movimientos que se realizan allí con los del Puerto de Montevideo. También vale la 
pena conocer cuál será la suerte del Puerto de Fray Bentos. Dentro de la filosofía reconocida de 
privatizaciones de este Gobierno, interesa mucho más que crezca M'Bopicuá, y su mención aparece por todos 
lados, pero yo quisiera saber cuál es la suerte del Puerto de Fray Bentos dentro del presupuesto que está 
planteado allí. Sabemos que la extensión que este puerto necesita es sumamente importante. Además, está por 
verse cuál será el puerto más competitivo en el lugar, aunque yo creo que ambos pueden trabajar. De todas 
maneras, insisto en que el Puerto de Fray Bentos necesita esa extensión, y así lo dejo planteado. 


Otro aspecto que nos interesa destacar tiene que ver con los gastos que ha tenido el Ministerio con relación a 
los dragados. Allí hemos constatado diversas situaciones. En realidad, no se tocó el tema, pero me gustaría 
que se hablara sobre la situación de los dragados, porque el reclamo de los trabajadores de la Administración 
Nacional de Puertos es que ellos pueden conseguir la realización del dragado de forma mucho más barata que 
haciéndolo por parte de esta empresa. Aquí se habló del canal de Martín García; esta empresa se está 
cobrando lo que le debemos con el trabajo que está haciendo aquí, por lo que puede bajar el precio. Este es 


realmente competitivo debido a que tiene que hacerlo esta empresa -que es la misma, aunque esa sociedad 
anónima tenga diversos nombres -, Riovia; es decir, esa empresa está cobrando precios competitivos porque 
viene a cobrarse lo que le debemos en el canal Martín García. Sería bueno tener una respuesta con respecto a 
este tema. 


Otra cuestión -pido disculpas por la rapidez, pero creo que debemos escuchar algún concepto de todos estos 
temas, que son variados, y que tienen que ver con el Ministerio de Transporte y Obras Públicas- tiene que ver 
con los US$ 17:000.000 de la terminal de contenedores destinados para la educación. Ya hemos escuchado 
una respuesta al respecto, y sabemos las dificultades que se tuvo con ese dinero en el marco de la situación 
que vivió el país, que pasó a corralito. No tendría por qué estar allí, pero es una de las tantas cosas que 
tenemos que soportar los uruguayos y no debemos justificarlo para nada; por el contrario, tenemos una dura 
crítica con relación a esto, porque se ha abierto una gran expectativa a la gente y es vergonzoso lo que se 
observa que está pasando con estos dineros. Ya está dada la respuesta sobre esto, pero quiero preguntar al 
señor Ministro cuál es la suerte también de algunas obras que tiene la Dirección de Arquitectura con relación 
a otros rubros dentro del CODICEN. Me refiero -un caso bastante emblemático para quien habla- al Liceo 
N? 4 de Paysandú, que tiene una obra a realizar por la Dirección de Arquitectura del Ministerio y, según 
Bonilla -textuales palabras-, no habría ningún problema para hacerla porque están los fondos para ello y sólo 
se esperaba que la Dirección de Arquitectura contestara rápidamente acerca de ella ya que resulta claramente 
necesaria. 


Con relación al transporte de carga, una vez instalado el órgano de control, que ha sido una de las cuestiones 
que más hemos discutido en estos tiempos, realmente, debemos reconocer que está funcionando. También 
debemos reconocer lo que ha costado la separación de un conjunto enorme de camioneros, medianos, 
pequeños o chicos; en realidad, no incluiría a los chicos, porque también tienen algunos serios problemas - 
que sería bueno comentarlo con el Director de Transporte- debido a que no quedan en un lado ni en otro. 
Quiero decir que se había notado que una de las dificultades mayores que se había tenido eran los 
inconvenientes para cumplir las condiciones que se dieron por parte del Banco de Previsión Social para que 
comiencen a funcionar una serie de acuerdos para que los camioneros pudieran pagar. Creo que ese fue uno 
de los grandes problemas. Hemos enfrentado muchas de las dificultades que tienen para integrarse al órgano 
de control por no encontrar las soluciones que el Banco de Previsión Social ya debió haber dado; quizá ya las 
dio y nosotros lo desconocemos. 


Por otro lado, también queremos decir algo con relación a AFE. Deseamos saber las concesiones que se van a 
librar allí; se habla de que ya se iban a instalar porque, necesariamente, deben comenzar a funcionar el año 
que viene. No obstante, queremos saber si ya están los pliegos y si esto está en funcionamiento. Queremos 
saber si se nos va a refrendar el hecho de que será el Ministerio de Transporte y Obras Públicas el que se hará 
cargo, por ley, del funcionamiento de las vías. Deseamos saber si los pliegos de la concesión a privados ya se 
pusieron en funcionamiento. 


Por último, queremos saber lo relacionado con la subasta del Aeropuerto de Carrasco, tema que no es 
conocido por nosotros, por lo que no lo hemos estudiado a fondo; si bien se habló de ello aquí, me parece que 
es insuficiente. Tenemos nuevamente la subasta porque tuvimos un fracaso anterior. Entonces, me gustaría 
profundizar sobre ese aspecto. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- El señor Diputado Domínguez me 
obliga a que traiga la Enciclopedia "Larousse"; ha tocado una cantidad de puntos muy importantes. 


En primer lugar, quiero decir con relación al concepto de la megaconcesión, que la semana pasada estuve en 
el Senado y me sorprendió la claridad con la cual el señor Senador Fernández Huidobro había entendido el 
concepto de la megaconcesión; tanto es así que, irónicamente, le decía que lo iba a invitar a la bancada del 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas. La megaconcesión es una arquitectura financiera que se hace para 
tratar de enfrentar de la mejor forma posible una demanda de la red vial en una coyuntura en la que hay 
pocos recursos provenientes del Estado, que son los que se incorporan como subsidios, al mismo tiempo que 
se cobra un precio, lo que viene por el lado de los peajes, a la vez que se puede conseguir un financiamiento 
que no ingresa por las cuentas públicas, dado que viene por la Corporación Nacional Para el Desarrollo o por 
la Corporación Vial del Uruguay -en este caso, ha venido a partir de la Corporación Andina de Fomento- y, 
con todo eso, se permite atender o paliar, en cierta medida -como expuse en mi presentación-, lo que han sido 
los recursos públicos, que no están, producto de la situación. Ese es el tema de la megaconcesión; no es otro. 


Es como si uno pensara, por ejemplo, que el señor Diputado Domínguez nos quisiera invitar a almorzar, pero 
tiene $ 50, que no le alcanzan. Entonces, ¿qué se le ocurre? Que cada uno pague una parte del precio de esa 
comida que va a haber, que sería lo natural. Entonces, juntamos entre todos -todos seríamos los que pagan 
peaje; Domínguez sería el Estado- y reunimos un volumen que nos permite atender un servicio que, en forma 
individual -Domínguez representando al Estado-, no se podría hacer. En otra época lo pudo hacer, cuando 
tenía muchos más ingresos; hoy no lo puede hacer. Ese es el asunto; la megaconcesión no abarca otro 
concepto. 


SEÑOR DOMÍNGUEZ.- Importante sería saber si la CAF realmente aportó los créditos de los 
organismos internacionales; es decir, si están, si existen hoy. Me parece clave conocer la respuesta. En 
realidad, comprendo el sistema, pero el problema es que esos fondos no existen, no los hemos visto; 
quizás me estoy equivocando. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Con relación a los créditos de la 
CAF ingresaron US$ 10:000.000 por concepto de crédito ya desembolsado y en el mes de setiembre se 
desembolsarán US$ 15:000.000 más. Estimamos que por concepto de peajes en el año ingresarán 
aproximadamente US$ 7:000.000, y el subsidio, que, de acuerdo con el contrato, se debía pagar, era de 
aproximadamente US$ 18:000.000; a su vez, deberían haber venido otros créditos que totalizaban 
aproximadamente US$ 70:000.000. La verdad es que hoy el subsidio no se llegó a pagar; esperamos 
que para setiembre u octubre la situación pueda estar regularizada. ¿Por qué no se pagó? Por 
dificultades de caja. Sin embargo, podemos estar haciendo obras. En este sentido -me gustaría 
concurrir a la Comisión que integra el señor Diputado para hablar extensamente sobre el asunto-, creo 
que hay dos números que me parecen muy significativos y que hoy podemos aseverar. Uno de ellos es 
que por cada $ 1 que se ha recaudado se han invertido $ 7. Es decir, que la megaconcesión, por cada $ 1 
que se recaudó, permitió invertir $ 7. Creo que este es un elemento muy importante teniendo en cuenta 
un concepto que se manejó muchas veces en el Parlamento, que refería a que el ideal sería que se 
hiciera toda la inversión antes de cobrar un peaje. En este caso, lo que está claro es que al cabo de 
cinco meses de ejecución, por cada $ 1 que se cobró por concepto de peaje se utilizaron $ 7 en obras. 
Otro aspecto que también me parece importante, como demostrativo de que la megaconcesión es un 
elemento de reactivación, es que por cada $ 1 que se cobró de peaje se pagó el mismo $ 1 de salarios 
directos. En definitiva, lo que hemos pedido al ciudadano ha sido transformado en una unidad de 
trabajo en la infraestructura vial. Creo que es un elemento importante, sobre todo teniendo en cuenta 
aquellos dos conceptos utilizados. Uno de ellos refería a que primero se hicieran las obras y después se 
cobrara peaje y el otro tenía que ver con el impacto que esto tenía sobre el empleo. En términos 
generales, el mes pasado había novecientas personas empleadas directas en la megaconcesión. Por lo 
tanto, si pensamos en una relación de tres indirectos por cada directo -que es un valor bastante 
general-, podremos observar que estamos hablando de alrededor de tres mil seiscientas personas. 


Con relación a la Ruta N* 21 puedo decir que se ejecutó en el año 2002 con cargo al presupuesto. Realmente, 
pensamos que íbamos a tener un refuerzo para poder atender esta Ruta en ese momento, pero no lo tuvimos. 
De todos modos, se ha venido ejecutando y actualmente estamos en proceso de incorporarla, por las 
dificultades del presupuesto -que no tenemos- en el esquema de la megaconcesión. ¿Por qué estamos 
haciendo eso? Porque vemos que en todo ese arco que es la Ruta N* 21 falta la terminación al sur de 
Carmelo, el tramo de Palmira a Dolores y la conclusión de la obra de Mercedes a Dolores. Por ello 
entendemos que deberíamos tratar de acelerar esta obra porque de aquí a seis o siete meses vamos a tener 
nuevamente una demanda de carga muy importante en toda esa zona. 


Con respecto al tema de los puertos puedo decir que la baja de los precios portuarios es algo bueno porque 
redunda en mayor competitividad y atractivo del Puerto de Montevideo. Las cargas en tránsito son buenas; 
me parece que el señor Diputado Domínguez hizo una mención valorativa en el sentido de que las cargas en 
tránsito no eran buenas, pero un contenedor en tránsito, si no hace más que cargarse y descargarse, le deja al 
Uruguay U$S 1.000. O sea que la carga en tránsito es buena y si, además, se consolida, se desconsolida y se 
hacen algunas operaciones de las que habilitan puerto libre, el contenedor en lugar de dejar USS 1.000 al país 
deja U$S 14.000. Por lo tanto, creo que es bueno y que debemos seguir aumentando los tránsitos. De esta 
manera seremos el lugar por donde se pasa para entrar o salir; es como tener la boletería de la región, y creo 
que eso es muy positivo. 


Por otra parte, el Puerto de Nueva Palmira deja dividendos al Estado uruguayo aunque no tantos. La verdad 
es que el Puerto de Nueva Palmira, como puerto público, no es el que genera los ingresos fuertes de la 
Administración Nacional de Puertos, en primer lugar, porque las tarifas en Nueva Palmira son mucho más 
bajas que las del Puerto de Montevideo; en segundo término, porque la cantidad de toneladas que se mueven 
por el Puerto de Nueva Palmira son mucho menores y, en tercer lugar, porque el régimen de concesión que 
tiene Terminales Graneleras Uruguayas determina que no se abone por una serie de conceptos que se pagan 
en otros lados. En realidad, la Administración Nacional de Puertos está sostenida por el Puerto de 
Montevideo, y este está sostenido, fundamentalmente, por dos conceptos: el uso de las infraestructuras, por 
un lado y, por otro, por algo que tendríamos que tender a bajar, que es el "ad valorem" sobre la importación. 
Es decir que a la importación se le cobra una tasa por el valor que tiene esa mercadería, particularmente, 
cuando se trata de bienes de capital o de materias primas para ser industrializadas y que no ingresan en 
sistema de admisión temporaria. Esos son los elementos que hoy penalizan la importación. Puedo 
comprender que se mantengan para otras cosas, pero en el caso de bienes de capital creo que habría que tratar 
de ir bajando progresivamente el "ad valorem" del Puerto de Montevideo. ¿Y bajarlo para qué? ¿Para que 
baje el costo público y, entonces, por otro lado tratemos de recuperarlo como costo privado y al final al 
usuario no lo beneficiamos en nada? No; para bajarle el costo portuario al usuario final, que es el que 
importa, exporta, realiza o procesa la operación. 


Con relación al Puerto de Fray Bentos quiero decir al señor Diputado Domínguez que está incorporado en el 
presupuesto; creo que no debe haber obra que esté incorporada en más lugares. De todos modos, como el 
presupuesto está acotado, la ampliación del Puerto de Fray Bentos también está incorporada en el marco de la 
megaconcesión. O sea que está previsto hacer una sesión de los derechos de contrato del Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas a favor de la Corporación Vial del Uruguay para encarar esta obra de 
ampliación. 


Por otra parte, en cuanto al tema de los dragados, la Administración Nacional de Puertos en los últimos 
tiempos ha realizado dos. Uno de ellos es el de los pie de muros. Creo que desde que me conozco y me 
llevaron por primera vez al Puerto siendo estudiante de ingeniería -antes había ido a pescar y a mirar los 
barcos- se hablaba de ese tema, ya que al pie de los muros el puerto siempre estaba semi enterrado. Se 
argumentaba que ese dragado se podía hacer con las dragas fijas de cangilones o con las dragas de grapos, 
que eran las que tenía la Administración Nacional de Puertos; todo era posible pero, la verdad, es que no se 
hacía. En consecuencia, se contaba con un canal de acceso con una determinada profundidad, pero al pie de 
los muros se tenía dos metros menos; es inútil tener un canal de acceso si no tenemos los pie de muros 
dragados adecuadamente. Para hacerlo se necesita cierta tecnología, y la única empresa que contaba con ella 
fue la que vino a hacer el trabajo, el cual consistía en inyectar aire a presión, remover el lodo y chuparlo, el 
que luego se cargaba en un barco que, a su vez, lo depositaba en un vertedero. Ese es uno de los dragados a 
los que se hace referencia. Nosotros estábamos en condiciones de hacer ese dragado y lo que está clarísimo 
es que se hizo en una forma extraordinariamente eficiente, reconocida por todo el mundo. Algunos lo 
pagamos nosotros y otros la propia TCP, en el caso de los dragados a pie de muro en la terminal de 
contenedores. 


El otro dragado es el del canal de acceso. La ANP nunca pudo tener el canal de acceso a la profundidad que 
la ley lo establecía, y lo establece desde el año 1907; nunca pudo tener el dragado a esa profundidad. Eso no 
solamente limita la posibilidad del Puerto sino que, además, implica costos a la navegación. Los barcos 
entraban arrastrando la panza y esto implica la remoción de capas que tienen los cascos que son para otro tipo 
de protección, y que son sumamente costosas. Cinco arrastradas de panza de barco tal vez implican 

US$ 2:000.000 o US$ 3:000.000. Por lo tanto, no tener la profundidad legal era un elemento muy importante. 
Inclusive, creo que nos salvamos de una cantidad de reclamaciones que podría haber tenido el Estado 
uruguayo por tener un mandato legal de una determinada profundidad y porque los barcos no pudieran calar 
la profundidad que se decía. 


Por otra parte, estamos profundizando el canal de acceso. Lo estamos llevando un metro más allá de lo que 
establecía la ley y estamos ampliando las soleras, o sea, el ancho del canal. No lo estamos haciendo para 
compensar a la empresa que está dragando el canal de Martín García, por más que la draga sea la misma; 
diría, más bien, que la empresa ha tenido un gran lío con sus socios en Martín García por traer esta draga al 
Puerto de Montevideo. La realidad es que se nos presenta la oportunidad de sacarle un metro de ventaja al 
Puerto de Buenos Aires. Este es un tema que no es menor y todo lo que hemos venido haciendo a lo largo del 
tiempo con la transformación portuaria, con la operación portuaria, con la seguridad, con los estándares de 


calidad dentro del Puerto acordados con los operadores, agentes, instituciones, etcétera, está dirigido a 
hacernos más convenientes que Buenos Aires. Eso ya nos ha llevado a resultados. Hamburg Siid había dejado 
de venir a Uruguay como escala y vuelve al país no solamente como escala sino como centro de su escala en 
el Río de la Plata. Lo mismo sucedió con Maersk y también con Kosco, que viene comprometiéndose para el 
año que viene a duplicar la cantidad de contenedores en el Puerto de Montevideo, y podríamos seguir la lista. 


Creo que el dragado es muy importante. Esto no quiere decir que las dragas de la ANP y el personal que 
trabaja en dragado vayan a dejar de participar en las actividades. Lo que está seguro es que sigue habiendo 
actividades para las dragas de la ANP, en particular las unidades que hoy en día están afectadas al dragado del 
canal de acceso al muelle de La Teja. Esa es una de las tareas fundamentales que tiene. Además, tienen tareas 
de mantenimiento dentro y fuera de la rada portuaria. 


Con relación al Liceo N* 4 de Paysandú, tuvimos una solicitud en primer lugar de un peritaje y, en segundo 

término, de una estimación de costos, que creo que fue remitida al CODICEN. Esto no tiene que ver con lo 

de la terminal de contenedores y si el CODICEN está de acuerdo, hacemos la obra; para eso nos deposita el 
dinero y nos ponemos a trabajar, que otra cosa no queremos. Así que si las autoridades del CODICEN van a 
venir por acá, les pueden hacer la misma pregunta y les pueden decir que manden el dinero al Ministro, que 
está en las gateras para empezar a trabajar. 


Con relación al transporte de carga, creo que todos los que tienen camiones se han ido aviniendo y dando 
cuenta de lo bueno que es la formalidad. Tenemos algunas situaciones coyunturales, por ejemplo, con la caña 
de azúcar en el norte del país, y hemos tenido algunos problemas con pequeños propietarios, pero creo que se 
han ido superando en un camino sano. En verdad, siento que el transporte está caminando por donde debe 
caminar la sociedad, que es el camino del respeto, de la formalidad, no el de la informalidad: informalidad 
del comercio, informalidad del asentamiento urbano, etcétera. A veces no hay más remedio, pero el camino es 
un camino de formalidad, de respeto a los derechos, no fundirse trabajando, de defender su trabajo, de 
elementos que son básicos. Creo que hemos sido pioneros en ese tema. 


En cuanto a los aportes al BPS, es un tema difícil para muchos en su camino de formalización, pero tampoco 
estamos pidiendo a la gente que se formalice de hoy para mañana. Sabemos que es un proceso y en la medida 
en que se inscriba en el Banco de Previsión Social y en la Dirección General Impositiva, que tenga una 
aptitud vehicular, que se haya registrado, me parece que vamos en el camino correcto. 


Con relación a AFE, quiero aclarar que la operación está desregulada. Es como en el caso de los camiones: 
cualquier empresa que tenga los tamaños debidos para circular por las rutas nacionales puede venir a operar. 
Tendrá que cumplir ciertas restricciones de acceso en cuanto a capacidad económico financiera, idoneidad 
técnica, etcétera, que forman parte del marco regulatorio de un decreto reglamentario del artículo 150, que 
seguramente se dará a publicidad próximamente. Estamos hablando de concesión en relación con la 
rehabilitación de la vía férrea; o sea, tratar de hacer en un pequeño período el mejoramiento de la vía de tal 
forma que la operación pueda ser más eficiente y que eso se vaya repagando con las cuotas que la ley previó 
a lo largo del tiempo. Yo diría que más que una concesión sería más correcto llamarla una obra financiada. 


Con respecto a la subasta del Aeropuerto, encantado de conversar pero entiendo que es competencia de otra 
Cartera. Creo que no hay que tomar como un fracaso la subasta anterior. Nos habría gustado que hubiera sido 
exitosa, que hubiera habido oferentes, pero hay que tomarlo como una prueba de mercado. ¿Por qué no hubo 
oferentes? Resulta que se planteaba una base que se venía a constituir de entrada importante con algunos 
riesgos y en el marco de una concesión que no era un negocio tan espectacular, porque si lo fuera estoy 
seguro de que habría existido interesados. Creo que eso habla bien de lo que ha hecho el grupo técnico que ha 
trabajado en el Aeropuerto, porque cuando uno va y hace la prueba del mercado y no hay interesados, quiere 
decir que ese grupo técnico estuvo diseñando un negocio concesional que estaba en el límite de la 
rentabilidad o por debajo. No estuvo diseñando un negocio espectacular para que hubiera muchísimos 
interesados, en una de esas en desmedro de los intereses, ingresos o servicios que se prestaran a los usuarios. 


Es decir que lejos de considerar eso como un elemento negativo, creo que es un elemento positivo; hubo una 
prueba de mercado, y este dijo que en esas condiciones, no había oferentes. Así que hoy estamos teniendo la 
retroalimentación de estar haciendo esos ajustes, y la verdad es que me parece que se han mejorado las 
condiciones concesionales, sin detrimento de los servicios a los usuarios, ni de los ingresos que están 
previstos para el Estado dentro de la concesión, sea por vía de canon o por vía de precios. Creo que esa es la 


demostración de que una misma configuración, haciendo algunos cambios, puede pasar de ser un elemento 
no atractivo para algunos a ser atractivo para todos. 


No quiero extenderme en este tema, que corresponde al Ministerio de Defensa Nacional, con el que 
simplemente trabajamos en esto, y no es que quiera evadir ninguna responsabilidad. 


Además, hoy se le hace un homenaje a un pilar del transporte, como lo es el periodista Emilio Cazalá, quien 

cumple sesenta años de actividad y el mes que viene cumplirá ochenta años de edad, y sigue fotografiando el 
mundo con su cámara e ilustrándonos todos los lunes. Por lo tanto, pediría brevedad en la discusión, a fin de 

concurrir a ese homenaje, que es a la hora 12 y 30. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa solicita a los señores Diputados que sean lo más breve posible. 


SEÑOR PONCE DE LEÓN.- Lo seremos, porque también tenemos interés en concurrir a ese 
homenaje. 


Aquí hay dos temas diferentes. Uno tiene que ver con la inversión pública y con lo que el propio Ministro 
decía en cuanto a que hemos vivido un año dramático para el país, y particularmente para el Ministerio, con 
una caída fortísima de la inversión. Diría que en este tema vamos a estar de alguna forma del lado del 
Ministerio defendiendo -como lo hemos hecho ante el Ministro de Economía y Finanzas y otras autoridades- 
la importancia de mantener y empujar la inversión pública en un momento de baja, como se ha hecho en 
tantos otros países y lugares. El Ministro decia que AFE cayó porque cayó el cemento; está todo ligado: cae 
el cemento, cae el transporte, etcétera. 


La pregunta a hacerse es cuál es el rol del Ministerio en un año en el cual los recursos cayeron más de un 
30% en valores reales por debajo de lo que venía siendo el promedio. Reconozco que a este Ministerio uno le 
hace exigencias especiales, porque es de una enorme potencia; hay otros Ministerios más nuevos o que toman 
aspectos más parciales, pero este tiene una enorme potencia técnica -que tal vez sea la más importante de las 
potencias- y una historia relevante. En un momento de baja, uno aprecia que hay dos elementos a tener en 
cuenta: uno es aguzar la imaginación para saber cómo administrar las cosas y otro implica preparar 
proyectos, porque supongo que todos confiamos en que, inexorablemente, de esta baja vamos a salir y que, 
por tanto, volveremos a tener mejor capacidad de inversión. El Ministro sabe mejor que nosotros que si en un 
momento de baja se intenta contratar obras, sin duda se consiguen buenos precios; asimismo, es un momento 
muy malo para vender, para concesionar, es decir para realizar aquellas acciones en las cuales quien viene 
tiene que cobrarse él, y creo que eso habría que incorporarlo a lo que el Ministro decía sobre el Aeropuerto. 


Entonces, hay un tema de orden general respecto al cual -reitero- nos paramos del lado del Ministerio, porque 
hay que ampliarle los recursos; pero hay otro que refiere al propio Ministerio y hace al esfuerzo por 
aprovechar lo que se tiene. En otras oportunidades el Ministro ha traído muy buena información sobre los 
proyectos que estaban en marcha y los que vendrían; estos tomos presupuestales son muy poco felices para 
ver los elementos físicos que, en un Ministerio como este, son absolutamente claves. Nos resultaría muy 
importante tener una lista de los proyectos que están prontos en las distintas áreas, porque por más que este 
Ministerio tenga un fuerte acento vial, abarca otros aspectos. En algunos casos lo vial está imbricado con 
muchas otras cosas y, además, este Ministerio abarca otras muchas áreas muy importantes, de algunas de las 
cuales se venía hablando. 


¿Por qué ponemos el acento en esto? Tal vez, condicionados por la respuesta a la referencia a los 

artículos 124 y_125 de la ley de Presupuesto. En definitiva ese es un tema que los Diputados conocemos bien; 
lo conocemos desde su gestación y sabemos lo que significa. Y conste que estoy hablando de un 
departamento que no es el mío -lo saben el señor Ministro y quienes aquí están-, pero se trata de un proyecto 
que tiene que ver con mucha gente, que incluye mucho trabajo y no implica gastos, y quiero decir que lo que 
ha avanzado el Ministerio en ese sentido verdaderamente me deja absolutamente insatisfecho. Entonces, es 
inevitable que uno haga una analogía al ver que en esto que conocemos, que hemos visto nacer y empujar, 
que lo estamos discutiendo desde hace tres años y que se aprueba el año pasado, lo que se ha avanzando es 
poco. En esto no hay ningún problema legal de por medio; es claro que la nueva ley tiene una vigencia firme 
en relación a las leyes anteriores. Por tanto, no hay un tema legal; sí hay que coordinar, empujar y realizar 
mucho esfuerzo, yo diría que mucho esfuerzo técnico antes de poder empezar a gastar y, sobre todo, antes de 
comenzar a gastar en forma significativa. 


Comprendo que tuvimos un año con dificultades -creo que todos lo comprendemos- pero de alguna manera lo 
que uno le dice al Ministerio es: "Señores, la inversión cayó, pero todos confiamos en que va a volver a subir 
y hay que tener proyectos prontos sobre muy diversos temas, porque la descentralización regional del país, 
por ejemplo -tema clave-, va requerir de muchas obras del propio Ministerio y de la combinación 
indispensable de esta Cartera con otras a raíz de otros temas que no es hoy el momento de abordar". 


Hago esta reflexión de carácter general, porque me pliego a lo que planteaba el Ministro. 


SEÑOR LEGLISE.- En el contexto de lo que planteaba el señor Diputado Ponce de León, me surge 
una interrogante. 


De acuerdo con los cuadros 14 y 15, surge que los porcentajes promedio de modificación que existen sobre 
los créditos originales -siempre nos estamos refiriendo a inversiones del Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas-, es decir la caída que tiene la inversión de esta Cartera, es superior a la caída o al promedio que 
tienen los demás Incisos. También nos surge del análisis comparativo de los ejercicios 2000 y 2001, en el 
cuadro 39 relativo a la ejecución de gastos de inversión, que esa caída, que en el Ministerio fue del 34.25%, 
ha pasado a ser del 31.96%. O sea que en este caso la caída en el Ministerio también es mayor al promedio 
del resto de los Incisos. Entendemos que debe haber una explicación muy sencilla y nos gustaría conocerla. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Efectivamente, es así. El asunto es 
que la variable de ajuste al momento del recorte es la inversión y no el gasto. Normalmente el gasto 
está integrado por un elemento "inelástico" que es la planilla de funcionarios, más el funcionamiento 
cotidiano. Si miran los cuadros, los Incisos que sufren el recorte son dos: el Ministerio de Transporte y 
Obras Públicas -que es el que tiene mayor presupuesto de inversiones- y el Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente; estos son los dos que tienen un alto componente de 
inversiones y un bajo componente de funcionamiento. 


Esto hace al viejo y muy discutible tema en cuanto a si debe ser así o no; pensar que no se debe reducir la 
inversión parece lógico, porque si uno quiere tener un porvenir mejor, no va a reducirla; pero, por otro lado, 
uno piensa que tiene que atender lo de hoy y la inversión puede esperar, no así el pago de los sueldos y las 
pensiones. 


Creo que "ni tanto ni tan calvo", sobre todo cuando sabemos que cada tanto tiempo aparece un período de 
inversiones relegadas; entonces, algo que debería ser una circunstancia puntual, se empieza a transformar. 
Hay que tener en cuenta que esto pasa en todos lados; le ocurre al Gobierno Nacional, al Departamental de 
Montevideo, que tiene los mismos problemas, y al resto de las Intendencias. En escenarios de disminución de 
presupuestos totales, el presupuesto rígido se va comiendo cada vez mayor porcentaje y, por lo tanto, el 
remanente para inversiones es poco. 


SEÑOR LEGLISE.- Por supuesto que eso nos queda claro. Bien decía el señor Ministro que los dos 
Incisos en los que la inversión es más fuerte son el Ministerio de Transporte y Obras Públicas, que se 
lleva el 32.53% del total de la inversión, y en el de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente, al que le corresponde el 16.57%. El problema es que la caída en el Ministerio de Transporte 
y Obras Públicas fue del 26.09%, mientras que en el de Vivienda fue del 14%. A eso apunta la 
pregunta. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Correspondería que sobre esos 
estudios comparativos hablara la OPP. Pienso que la diferencia entre los dos conceptos debe estar en 
que allí debe estar computado el Fondo Nacional de Viviendas; por lo tanto, el mayor castigo que 
puede aparentar que haya tenido el Ministerio de Transporte y Obras Públicas respecto al de 
Vivienda,Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente tiene que ver con que el FINTOP permite otras 
flexibilidades que no posibilita el Fondo Nacional de Viviendas en cuanto al destino de los recursos. 


SEÑOR AMORÍN BATLLE.- Creo que en este aspecto el señor Diputado Leglise puede colaborar con 
entusiasmo, ya que durante el Ejercicio 2002 fue Subsecretario de Vivienda. Ordenamiento Territorial 
y Medio Ambiente. 


SEÑOR BARÁIBAR.-- Mi inquietud se refiere al estado de situación del puente Colonia-Buenos Aires. 


En el período de Gobierno del ex Presidente Duhalde hubo algunas declaraciones y algunos encuentros que 
ponían de manifiesto una disposición a aprobar el Tratado. Creo que el Presidente Kirchner también reafirmó 
la voluntad de hacerlo. Sabemos que la aprobación del Tratado por parte del Congreso argentino es un 
capítulo importante, sobre todo sabiendo que esta demora, aparte de la situación de crisis que ha vivido 
Argentina, también está relacionada con el hecho de que hay sectores que se oponen a la concreción de la 
obra, que tiene mucha influencia, sobre todo en las provincias del litoral del río Uruguay. Pero parecería que 
se va abriendo camino. 


Hace pocos días leímos en el diario "Clarín" una nota bastante extensa referida al puente. Me da la impresión 
de que era una nota en la que se hacía conocer esa iniciativa, pero con una posición más bien contraria al 
puente; si bien informaba y mostraba muchas gráficas, se ponía el acento en los gastos que ha tenido 
Argentina con relación a la preparación de la eventual realización del puente; si no me equivoco, hablaban de 
US$ 25:000.000 al año 1992. 


También ha habido algún comentario sobre los gastos que han insumido las tareas de preparación del 
Tratado, todos los estudios que tuvimos oportunidad de conocer en la Cámara de Diputados, creo que en el 
año 1999, cuando se discutió en presencia del señor Ministro y de jerarcas de otras Carteras vinculadas al 
tema. Si bien no lo considero un tema central -sabemos que a veces se asigna a esos aspectos una importancia 
desmesurada-, considero que es bueno tener información sobre los gastos de la Comisión que preside, si no 
me equivoco, el ingeniero Serrato; la información puede ser brindada ahora o ser enviada después. 


Otra cosa que me interesa es la siguiente. Cuando discutimos el Tratado en la Cámara de Diputados -también 
se hizo en el Senado- surgieron determinadas críticas -sabemos que en Colonia hay sectores opuestos al 
proyecto-, con argumentos de significación desde el punto de vista técnico. Habida cuenta del tiempo 
transcurrido y ante la posibilidad de que el llamado a interesados se pueda concretar, queremos saber si en 
estos años se ha hecho o se ha programado hacer algo en relación a algunos puntos. Recuerdo que se habló, 
por ejemplo, de las obras que requieren las cabeceras del puente, del impacto ambiental, del flujo de tráfico, 
de la ubicación de la cabecera del puente -importa saber si es la más apropiada, porque ha habido objeciones 
en ese sentido- y la afectación de la navegabilidad. Respecto a todos estos puntos se plantearon objeciones. 


Quisiera saber si en ese sentido se han hecho estudios de profundización, avances técnicos; si no se han 
hecho, importa saber sin tienen pensado algo, habida cuenta de que la aprobación del tratado es 
esencialmente un acto político, cuya concreción es mucho más rápida que poner una obra de esta dimensión 
en funcionamiento. Dada la significación de esta obra, me parece que sería buena cosa anticiparse en todo lo 
que se pueda, naturalmente teniendo presente las limitaciones de recursos que hay. Entiendo que hay 
cuestiones en las que se puede avanzar para que, en caso de que el tratado se concrete, las etapas que vienen 
luego de su aprobación se concreten en plazos adecuados. La posición que tuve en aquel momento la resumí 
y si bien votamos en contra del Tratado, en mi exposición en minoría en la Cámara de Diputados manifesté 
que entendía que el puente era conveniente aunque tenía serias observaciones al contenido del Tratado, tal 
como figura en la versión taquigráfica. Obviamente, el Tratado no se ha modificado ni estamos planteando 
hacerlo; si llegara el momento de abordar ese tema, lo haremos. Pero ahora queremos manifestar que se debe 
tener en cuenta la crisis que hemos vivido -estamos hablando de los años 1998 y 1999-, por lo que realizar 
una obra de esa magnitud comprende muchos elementos importantes desde el punto de vista económico, 
habida cuenta de la alteración que ha habido en la filosofía turística -no sé si la palabra filosofía no le queda 
grande a la reflexión-, fruto de las dificultades que está viviendo Argentina, donde se ha producido un énfasis 
en cuanto al turismo interno y no tanto a la salida hacia el exterior. Por tanto, la instalación del puente podría 
generar un flujo que se desparrame, es decir, que a través del puente el turismo "interno" -entre comillas- no 
solo abarque el territorio argentino sino la zona de Uruguay, habida cuenta de las facilidades que genera para 
ese turismo de fin de semana y sobre todo fuera de temporada, que es un rubro cada vez más importante para 
que la industria turística tenga posibilidades de mantenerse durante todo el año. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- El presupuesto total de la Comisión 
encargada del tema del puente Colonia-Buenos Aires es de $ 2:500.000 anuales, menos de US$ 100.000. 
En determinado momento, cuando se realizaron los estudios de consultoría, había un contrato 
importante que llegó a tener varios millones de dólares que se compartían con Argentina. Estamos 
hablando de los años 1993 a 1996. Luego de que el Tratado se firmó entre los dos Presidentes vino la 


instancia parlamentaria y la Comisión siguió trabajando y ha avanzado, tanto en el tema de las obras 
en cabeceras de puentes, en el de impacto ambiental, en el de la Ruta N”* 1 vieja y en algunas cosas que 
ya estaban formando parte de la obra futura. En el marco de la megaconcesión estamos licitando un 
tramo de doble vía hacia Colonia, que en los años venideros va a llegar a tener tramos hacia esa ciudad 
hasta conformar la doble vía, va a servir si se hace el puente. El puente no se hace por esa razón, sino 
por lo que decía antes al señor Diputado: arreglar la Ruta N” 1, con la gente pasando iba a costar 
muchísimo más caro desde el punto de vista económico y ocasionaría más dolores de cabeza que hacer 
una vía paralela, sobre todo en un lugar que no había restricciones. 


Se ha ido trabajando sobre todos esos temas, a los cuales se pasó revista, ya que habían quedado en aquella 
especie de adenda, a fin de mejorarlos. Estoy encantado de trasmitir al ingeniero Serrato que les haga llegar 
los documentos disponibles. 


SEÑOR BARÁIBAR.- ¿Qué me puede decir sobre la factibilidad de que el Tratado finalmente se 
apruebe en el Congreso argentino? 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Si uno hablara por lo que le han 
comentado, parecería que se fuera a aprobar el mes que viene, pero hace como dos años que tenemos la 
misma percepción, primero porque el Presidente era Menem, después De la Rúa y luego Duhalde, pero 
el asunto no se aprobó. Sabemos que en el Senado hay distintas cuestiones, porque el tema no es el 
puente, sino que este paga los platos rotos de otros orígenes. El puente se identifica como un tema de 
centralismo porteño y los Senadores de la Mesopotamia tienen su apreciación negativa porque 
consideran que los desplazan en su relación con Uruguay, ya que ellos tienen su conexión y, según su 
parecer, esta vendría a ser una conexión alternativa. Por otro lado están los Senadores vinculados a las 
provincias de Salta, de Catamarca, de San Juan, que también están en contra, pero no por 
conveniencia sino por un tema de imagen, a pesar de que deberían pensar al revés. Deberían pensar 
que tratándose de una obra a realizarse en la provincia de Buenos Aires, con financiamiento del sector 
privado, eso liberaría recursos públicos para atender esas provincias en donde es muy difícil conseguir 
la viabilidad de un proyecto. Lo que sí nos consta es que nuestro Embajador en Buenos Aires ha estado 
haciendo ingentes esfuerzos y gestiones con todas las bancadas parlamentarias para lograr la 
aprobación de este Tratado, de la misma forma que se ha hecho a nivel de las reuniones bilaterales 
entre los dos países. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- El señor Ministro planteó el impacto en las concesiones por la situación 
económica del país. Quisiera saber si el Ministerio de Transporte y Obras Públicas no se planteó la 
posibilidad de hacer algo similar a lo que se hizo en el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente en cuanto a las concesiones, que negoció con todas las empresas una 
pesificación de las obras. ¿El Ministerio no se ha planteado alguna estrategia de ese tipo para abordar 
el tema? 


Por otro lado, quiero hacer un llamado de atención. El que pasa por otro lado y no paga el peaje no evade, 
elige otro camino, porque tiene derecho a hacerlo. Eso ha traído un problema, que es la enorme circulación 
por otros lugares. Además, se han trasladado algunos servicios ambulantes que hay en las rutas; es como un 
eje que se desvía. Esto es clarísimo en la Ruta N” 11. Hay un recorte en la red vial secundaria que no sé de 
qué monto es y como las redes departamentales están en el suelo, porque las Intendencias están fundidas, veo 
un panorama un poco difícil en ese plano. 


Por otra parte, quisiera saber por dónde empieza la rehabilitación de la red ferroviaria. ¿Cuál es la prioridad? 


Por último, quiero hacer una pregunta puntual. En cuanto a la obra que terminó el Ministerio, vinculada al 
PIAI, donde debe haber hecho un módulo evolutivo para realojo, quisiera saber cuál fue el costo del metro 
cuadrado. Me interesaría contar con ese dato porque estoy haciendo un seguimiento al tema de la 
construcción habitacional por parte del Estado. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Con relación a las concesiones 
hemos tenido una conducta muy clara: hemos mantenido y respetado los términos contractuales y las 
fórmulas de ajuste, no hemos hecho negociaciones por cuestiones de moneda. Lo que hoy en día hay 


son reclamos de parte de empresas que esgrimen que las condiciones de la moneda han determinado 
ciertos perjuicios, lo que deberán probar y será motivo de un fallo judicial, de un arbitraje o de un 
acuerdo de partes, si son elementos que los cocontratantes comparten. Pero no hemos planteado el 
tema de la pesificación, en primer lugar, porque nuestros contratos son todos en pesos. Nosotros 
teníamos algún contrato atípico porque por el tipo de prestación era natural que fuera en dólares, pero 
reitero que nuestros contratos son en moneda nacional, con ajuste paramétrico o de unidad 
reajustable. 


Con relación al tema de los peajes, tiene razón la señora Diputada: ellos no evaden, lo que están haciendo es 
elegir una ruta por la que no pagan. Pero le voy a decir otra cosa: cuando retornan a Montevideo usan la ruta 
que está concesionada, y tampoco pagan, porque no les cobran. Uno se pregunta si eso es razonable, si no lo 
sería más, por ejemplo, establecer -como dice el contrato- el cobro en doble sentido: la mitad en un sentido y 
la mitad en el otro. Entonces, el que tratara de eludir, tendría que hacerlo a la ida y a la vuelta. Eso parecería 
bastante razonable. 


También puede ser razonable -aprovecho la circunstancia para mencionarlo- ir graduando el primer peaje de 
El Pinar en virtud de lo que ha crecido la población que hay entre esa zona y Parque del Plata; tal vez se 
podría instalar un segundo peaje que cobrara la mitad de la mitad, tratando de respetar el criterio de que cada 
uno pague por lo que usa. En definitiva, quien pase el primer peaje y vaya a Parque del Plata, pagará, por 
ejemplo, $ 22; quien vaya de Parque del Plata hacia adelante pagará $ 44, y en el retorno pagarán los dos 
peajes. De este modo, quien viva entre El Pinar y Parque del Plata pagará menos y el otro no pagará más de 
lo que paga hoy. Creo que son estrategias de peaje que dan para pensar. 


En cuanto a la rehabilitación ferroviaria, le puedo decir que ya la empezamos. AFE ya la venía llevando 
adelante lentamente -sobre todo en el eje de la Ruta N* 5- y había llegado hasta Pintado. La vía a Minas está 
en buenas condiciones y reitero que la de la Ruta N* 5, que es la segunda más importante, se venía 
rehabilitando hasta Pintado y nosotros seguimos hacia el norte. Esperamos que en la ruta vía Rivera se 
puedan hacer dos minilicitaciones, para lo que convocaremos en los próximos sesenta días, a fin de tener 
precios de mercado. Después, en la concesión para rehabilitación de vías, seguramente la primera meta será 
concluir la vía hacia Rivera, que entre las que están operativas es la que tiene más carga. Además, de ahí 
también salen rieles que se reubicarían en la rehabilitación del ramal a Río Branco y a Fray Bentos y Salto. 


Aquí hay varias actividades simultáneas; esta es una, pero hay otras vinculadas con todo lo que es seguridad 
y tránsito en el área metropolitana. Montevideo tiene 32 pasos a nivel y la forma de funcionamiento actual, 
con dos personas sobre la locomotora, una de las cuales es un banderillero que baja y señala el cruce de vía, 
realmente es hija de una circunstancia específica, pero no puede seguir; cuando el tren se aproxima al cruce a 
nivel tiene que producirse el cierre de barreras. Esta es una prioridad. 


Otra prioridad es el acondicionamiento de puentes para las cargas actuales. Hay que recordar que todos los 
puentes que tenemos son de la época de los ingleses y que han tenido pocos trabajos de mantenimiento. Por 
ello, se requiere, por un lado, hacer un reacondicionamiento y, por otro, reforzarlos para pasar del eje de 14 
toneladas a 22 toneladas, y del de 20 toneladas a 22 toneladas, que es el tonelaje de las locomotoras que se 
fabrican actualmente. Si no obramos así, en un tiempo, cuando tengamos una vía férrea rehabilitada y 
vayamos a buscar locomotoras de ese tonelaje, puede ser que nos encontremos con que en el mundo no hay 
más. 


En cuanto al costo, no lo recuerdo en este momento pero encantado se lo hago llegar. 
En el caso de ese barrio hubo un solo realojo; por lo tanto, el dato es bastante poco demostrativo del precio. 
En el asentamiento había un solo rancho de lata y, por ende, se hizo solo una casita; el precio de una 


construcción con relación al precio de un programa de 300 viviendas me parece que no es extrapolable pero 
se lo hago llegar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia del señor Ministro de Transporte y Obras Públicas 
y de todos los jerarcas que lo acompañan. 


La Comisión pasa a intermedio. 


(Es la hora 13 y 2) 


SEÑOR PRESIDENTE (Gabriel Pais).- Continúa la sesión. 
(Es la hora 15 y 39) 


La Comisión de Presupuestos integrada con la de Hacienda da la bienvenida a las autoridades de 
la Administración Nacional de Educación Pública. 


El motivo de la convocatoria es tratar el proyecto de Rendición de Cuentas y Balance de Ejecución 
Presupuestal del Ejercicio 2002. 


SEÑOR BONILLA.- Agradecemos la invitación de esta Comisión en nombre del Consejo Directivo 
Central, de los Consejos Desconcentrados y de la educación pública del país en general. 


Señores legisladores: durante el año 2002, la ANEP ejecutó acciones por un total de $ 7.203:000.000, lo que 
significó un incremento con respecto al monto ejecutado durante el ejercicio 2001 de alrededor del 4%. El 
81% de esta ejecución corresponde a gastos en sueldos, el 13% a gastos de funcionamiento, y el 6% tiene que 
ver con inversiones. 


Conviene destacar que a pesar de las grandes dificultades económicas y financieras del país durante el 
ejercicio que hoy analizamos y su natural correlato en las limitaciones presupuestales por todos conocidas, la 
educación nacional pudo mantener una tasa de inversión significativa. Nos animaríamos a afirmar que son 
pocos los sectores de la actividad nacional que lograron destinar el 6% de su presupuesto a inversión durante 
el año 2002, puesto que una de las características de la coyuntura fue, precisamente, una fuerte contracción 
de la inversión, tanto pública como privada, durante ese período. 


En el año 2002, si bien no se llevó a cabo toda la inversión deseada por las autoridades, la ANEP concretó 
obras por un total de aproximadamente $ 423:000.000, de los cuales el 24% proviene de Rentas Generales y 
de recursos propios, y el 76% restante lo hace por endeudamiento externo. 


Desde el punto de vista de la estructura de este financiamiento general del gasto educativo correspondiente al 
año 2002, debemos señalar que el 88% fue financiado por Rentas Generales, el 9% en base a fondos de libre 
disponibilidad -proventos, herencias, donaciones, etcétera- y el 3% se sustentó en el endeudamiento externo. 


En términos generales, parece apropiado concluir, tomando en consideración ambos datos -por un lado, la 
estructura del gasto y, por otro, la estructura de su financiamiento-, que a pesar de la crisis que golpeó al país, 
en especial en el segundo semestre de 2002, el Estado uruguayo fue capaz, no solo de mantener sino también 
de conseguir la expansión de su aparato educativo. Esto fue posible gracias a una combinación de factores 
que actuaron con distinto énfasis. En primer lugar, un proceso de racionalización del gasto que ANEP inició a 
mediados del año 2000, cuando comenzó esta gestión; en segundo término, el mantenimiento del flujo de 
fondos provenientes del endeudamiento internacional que, siendo recursos en moneda fuerte, de alguna 
manera multiplicaron la capacidad de compra y resultaron ser más productivos de lo que inicialmente 
teníamos planeado. Por último, me parece importante señalar que todo esto fue posible también por el apoyo 
que la educación tuvo desde el Ministerio de Economía y Finanzas. 


Es esencialmente basado en esta constatación que el Consejo Directivo Central tomó la decisión de enviar al 
Poder Legislativo esta Rendición de Cuentas sin incrementos en el gasto. Por un lado, la conciencia de que la 
situación económica del país nos imponía ciertas restricciones presupuestales y, por otro, ante la certeza de 
que no solo el mantenimiento sino también la expansión del sistema educativo disponía y dispone de un 
financiamiento razonable, nos convencimos de que este debía ser el camino a seguir. 


No obstante, subsiste un tema que el Consejo Directivo Central consideró como una cuestión presupuestal no 
resuelta, y es el que tiene que ver con la necesidad de financiar la cuota mutual o la cobertura de salud para el 
personal docente y no docente perteneciente al CODICEN, a Secundaria y a Educación Técnica. En la 
medida en que por la vía legal, como los señores legisladores recordarán, el Poder Legislativo otorgó este 


beneficio a los funcionarios dependientes de Primaria, existe en el seno de la ANEP una diferencia en el 
régimen laboral y en los beneficios que lo acompañan que, a nuestros ojos, no se justifica. 


A propósito de este tema, el Consejo Directivo Central decidió oportunamente dirigirse al Ministerio de 
Economía y Finanzas, por Nota 60, de 13 de junio de 2003, a efectos de plantear esta aspiración. El señor 
Ministro de Economía y Finanzas manifestó a esta Presidencia, y a través de ella al Consejo, por nota de 30 
de junio del corriente año, que estaba a disposición para estudiar qué posibilidades de financiación podían 
identificarse para continuar ampliando la mencionada cobertura a otros sectores de la ANEP, y solicitó, 
igualmente, que se iniciaran los trabajos de presupuestación de la medida para tratar de implementarla. En la 
actualidad comenzaron las conversaciones con el Ministerio de Economía y Finanzas para dar una solución a 
esta cuestión. 


En este marco, diría que la importancia del adecuado manejo financiero de los recursos disponibles durante el 
Ejercicio 2002 queda claramente demostrado -en todo caso, puede ser visto con nitidez- si recordamos el 
indicador más genérico de desempeño de educación en materia de cobertura educativa: durante el período 
2000-2002 el sistema educativo público creció un 5,7%, lo que equivale a un 2,8% de promedio anual, lo 
cual está muy por encima de la tasa de crecimiento poblacional, que es del 0,8%. Es decir que el número de 
alumnos creció en un porcentaje mayor al de los niños que nacen; quiere decir que nuestro sistema educativo 
crece también en calidad. Esto implica, por ejemplo, que pasamos de una matrícula de 683.225 alumnos en el 
año 2000 a los 722.300 que tuvimos en el 2002. Es decir que hubo casi 40.000 nuevos alumnos en dos años. 


Diría, teniendo en cuenta una perspectiva general, que el incremento que se produjo en estos dos años se 
explica por cuatro procesos fundamentales. El primero de ellos es un incremento modesto en la matrícula de 
educación inicial; el segundo, un crecimiento de la matrícula del Ciclo Básico, fundamentalmente en el 
período 2000-2001; el tercero, un importante crecimiento de la matrícula de bachillerato y, por último, un 
importante crecimiento en la matrícula de formación docente. 


Aunque en todos los subsistemas constatamos crecimiento, creo que es interesante hacer el análisis del 
crecimiento según los diferentes subsistemas y las diferentes ofertas que estos tienen para con la población. 
En tal sentido diría que en lo que hace a la educación inicial, el crecimiento acelerado que este segmento de 
la oferta educativa logró en el período 1995-2000 comienza obviamente a enlentecerse, puesto que el tramo 
de edad de cuatro y cinco años alcanza en cobertura niveles superiores al 90%. Recordamos a los señores 
legisladores que a fines del año pasado la ANEP envió una comunicación diciendo que técnicamente el tramo 
de edad de los niños de cuatro y cinco años estaba en condiciones de ser cubierto a partir de 2003 de manera 
universal. Por lo tanto, sin tener hoy cifras definitivas, estamos muy cerca del 100%; si no estamos en ese 
porcentaje, habría que analizar la situación cuando tengamos las cifras depuradas a nivel de los cinco años. 


Con respecto a la cobertura para los niños de cinco años tenemos una mejora: en 2000 había un 71% y en 
2002 hubo un 73,1% de cobertura para los niños de cuatro años. Es por ello que hablamos de un crecimiento 
relativamente lento, puesto que se está llegando al final del grupo de edad de cuatro y cinco años. 
Obviamente, los más difíciles de integrar, son los que están entrando ahora al sistema. 


Hay razones para creer -este es un tema que hace tiempo se preguntó en el país- que parte del crecimiento 
público en este sector de la educación tiene que ver con un relativo transvasamiento de la educación privada a 
la pública. 


En lo que hace a la Educación Primaria, la matrícula de 2002 alcanzó casi los 405.000 alumnos; esto indica 
un crecimiento marginal asociado básicamente al incremento del ciclo inicial -porque se contabiliza como 
tal- y a un mejoramiento -en mi opinión relativamente modesto- de la retención del subsistema con respecto a 
años anteriores. 


En lo referente a la educación media, es donde constatamos uno de los mayores dinamismos para el sistema. 
Es por ello que me gustaría tratar la educación media en sus dos ciclos por separado: primero y segundo 
ciclo. 


En el primer ciclo de educación media, la matrícula alcanza a 142.500 jóvenes. Podemos adicionar las 
diferentes ofertas del sistema -que son varias-, entre ellas el Ciclo Básico de Secundaria y el Ciclo Básico de 
UTU, la experiencia de séptimo, octavo y noveno -que funciona en las escuelas rurales- y algunas otras 
pequeñas ofertas que están en el Consejo de Educación Técnico-Profesional. Esto significa que unos 12.300 


nuevos alumnos -comparado con el 2001- ingresaron al primer ciclo de enseñanza media, lo que revela una 
tasa de crecimiento anual para el bienio superior al 9%. En nuestra opinión, la mejora de la matrícula del 
primer ciclo responde esencialmente a una mayor eficiencia del sistema público que, a su vez, responde a dos 
variables. Por un lado, hubo una fuerte ampliación de la oferta de la ANEP por vía de la apertura de nuevos 
establecimientos -que se abren fundamentalmente en el interior, aunque hay también en Montevideo- y 
ampliaciones y remodelaciones de establecimientos ya existentes. Además, el incremento de la matrícula 
también responde a una mejoría en la retención de los alumnos derivada de la aplicación de nuevos planes. 


Resulta de interés el análisis pormenorizado del comportamiento de la matrícula de este primer ciclo por tipo 
de oferta. La oferta más dinámica se verifica en el primer ciclo de enseñanza media dependiente de 
Enseñanza Secundaria, donde el crecimiento es del orden del 4,4%. Pero la oferta de enseñanza media de 
primer ciclo dependiente del Consejo de Educación Técnico Profesional no se queda en zaga, porque también 
crece con guarismos significativos. En el período 2002 su crecimiento fue del orden del 3,2%. 


Una mención especial creo que merece el crecimiento de la experiencia de séptimo, octavo y noveno, que es 
la que registra el mayor crecimiento de todo el sistema: 53,4%. Pero cabe señalar que este crecimiento, este 
guarismo debe ser relativizado, pues en su punto de partida esta experiencia tuvo una matrícula muy pequeña, 
y eso es lo que en buena medida explica esta velocidad de crecimiento. Si bien esta característica debe 
hacernos relativizar la virulencia de su dinamismo cuantitativo, también debe indicarnos algo sobre sus 
potencialidades. Es probable que en esta experiencia, que combina locales y personal de Educación Primaria, 
de Enseñanza Secundaria y del Consejo de Educación Técnico Profesional, se pueda buscar cómo resolver la 
difícil cuestión de la expansión del primer ciclo de enseñanza media entre la población dispersa del medio 
rural. 


En lo referente al segundo ciclo de enseñanza media, debo decir que también este se caracteriza por 
incrementos de matrícula muy significativos. En términos generales, el incremento de la matrícula responde, 
por un lado, a la mayor tasa de egreso del primer ciclo y, por otro, a las mejoras de infraestructura que 
señalásemos anteriormente para el primer ciclo. 


En lo que hace al bachillerato de Secundaria, la tasa de crecimiento promedial anual en el bienio trepa hasta 
el 9,2%, alcanzando un total de 108.000 alumnos. En los bachilleratos tecnológicos, la matrícula llega hoy 
casi a los 10.000 alumnos, lo que significa un crecimiento promedio del 46,7%. Al inicio de esta gestión, 
durante el año 2000, la matrícula de bachillerato tecnológico era de 5.142 alumnos. Quiere decir que esta 
matrícula se ha duplicado en dos años. 


Si tomamos en cuenta de manera acumulada el comportamiento de la matrícula de enseñanza media, 
debemos concluir que en este bienio su crecimiento se ha logrado acelerar fuertemente. Enseñanza 
Secundaria, en su conjunto, creció un 6,6% anual entre 2000 y 2002, mientras creció en 4,3% durante el 
quinquenio anterior. El Consejo de Educación Técnico Profesional, que no había visto crecer su matrícula 
desde el quinquenio anterior, registra un crecimiento del 4,48% anual -casi 4,5%- entre 2000 y 2002. Ello 
significa que entre el Consejo de Educación Secundaria y el Consejo de Educación Técnico Profesional la 
matrícula de media alcanza a 300.000 alumnos. Esta cifra constituye, en nuestra opinión, un hito significativo 
en el desarrollo de nuestra educación pública. Su sola comparación con los 400.000 alumnos de educación 
inicial y primaria -donde ya todos sabemos que se ha logrado la universalización, por lo menos en Primaria- 
indica que la enseñanza media uruguaya se encamina en su conjunto y firmemente hacia la universalización. 
El examen del crecimiento de la matrícula de los tres subsistemas de la ANEP permite pensar que Uruguay 
está próximo a universalizar el ciclo de once años de educación para la franja etaria de cuatro a quince años. 
Este es un objetivo significativo e importante en la historia de la educación del país. 


En base a estas cifras y tendencias, creemos que puede fijarse el objetivo de apuntar a la universalización de 
la educación media superior en un plazo tentativo de diez años, cubriendo así la universalización del tramo 
también entre quince y dieciocho. 


En suma: en estos tres años -porque en gran medida el proceso continúa en el año en curso y se acentúa- el 
sistema de enseñanza pública del país ha sorteado el desafío de aumentar significativamente el acceso a los 
distintos niveles de educación, manteniendo y mejorando las tasas de retención y egreso del sistema. 


Por otra parte, también es necesario mencionar lo acontecido y ejecutado en formación docente. Voy a ser 
muy breve porque quisiera ser ecuánime en la distribución de nuestro tiempo. 


En materia de formación docente, se registró un muy fuerte incremento de la matrícula. Prácticamente, entre 
2001 y 2002, tenemos un 23.3%. En formación docente para Primaria, es decir la formación de maestros, por 
ejemplo, la tasa trepa hasta 28.7% si la calculamos en el lapso 2000-2002. En la formación docente para la 
Enseñanza Media, estamos arañando los 12.000 alumnos. Además, cabe destacar el desarrollo de la nueva 
modalidad de la formación inicial de profesores a tiempo completo en todo el país en los diferentes centros, 
que alcanza a los 1.960 alumnos. Es decir que son más de 16.000 alumnos los que cursan hoy las distintas 
modalidades de formación docente. 


Pasaría a hacer el análisis de algunos programas significativos que hacen al contenido, tratando de respetar el 
tiempo que me concedió el señor Presidente. Voy a mencionar lo que pueden ser programas significativos por 
su volumen y escala o por sus contenidos y potencialidad innovadora. 


En cuanto al apoyo a educación inicial y primaria, cabe señalar la importancia del programa de mejoramiento 
de la calidad de la Enseñanza Primaria -MECAEP-, que todos conocemos mejor con el nombre de escuelas 
de tiempo completo. 


Los objetivos generales del proyecto apuntan a alcanzar una mayor cobertura y una mayor calidad de la 
educación preescolar y primaria para niños de hasta 11 años. También se busca consolidar la equidad social 
apuntando a expandir este nuevo modelo pedagógico de enseñanza, de escuela de tiempo completo, para la 
población de contextos socio-culturales más desfavorecidos. Tiene también como objetivos específicos 
universalizar la educación preescolar para niños de cuatro y cinco años -estamos cumpliendo para los de 
cinco- y mejorar la calidad de la educación primaria para los grados de 1* a 6%, por lo que implementa 
programas compensatorios en las escuelas, no solo de tiempo completo sino también en otras que tienen un 
contexto socio-cultural crítico. 


Un programa de estas características tiene como uno de sus primeros requisitos un fortalecimiento 
significativo de la infraestructura y para ello nos gustaría dar cuenta de que durante el año 2002 se habilitaron 
y se pusieron en funcionamiento 35 nuevas aulas para tiempo completo y se construyeron 65 más. 
Obviamente que las aulas exigen un esfuerzo complementario y eso significó que, desde el punto de vista del 
equipamiento mobiliario y material didáctico, se equipararan todas las bibliotecas docentes en más de 90 
escuelas de tiempo completo y se adquirieran libros de apoyo para 162 establecimientos de educación inicial. 
Además, se capacitaron 732 docentes en el nuevo modelo pedagógico y 1.118 inspectores, directores y 
maestros para el nuevo currículum de la educación inicial. 


Por otra parte, se continúa desarrollando una serie importante de actividades entre las que solo mencionaré al 
pasar el Programa "Escuela, Familia, Comunidad" y la preparación de la puesta en operación del nuevo 
proyecto MECAEP III que, en puridad, empieza a funcionar este año. 


A nivel de la enseñanza media y también de formación docente, se destacan las acciones llevadas adelante 
por el programa MEMFOD, Mejoramiento de la Educación Media y Formación Docente. 


En una primera fase, diría que el programa tiene dos objetivos sustanciales. En primer lugar, consolidar la 
universalización del ciclo básico de la educación media, completando esos once años de educación 
obligatoria a los que hice referencia anteriormente y, en segundo término, transformar el ciclo de educación 
media, generando las bases para su reforma institucional y curricular a los efectos de lograr una educación 
más pertinente a la necesidad de los jóvenes, los requerimientos de la ciudadanía y del mundo del trabajo en 
el siglo que corre 


Estos dos primeros grandes objetivos requieren, al igual que el MECAFP, en primer término, una fuerte 
inversión en infraestructura. En ese sentido, el programa MEMFOD llevó adelante en el año 2002 la 
construcción de siete nuevos liceos, tres nuevas escuelas técnicas y dieciocho espacios deportivos destinados 
a estos centros. Igualmente, realizó la ampliación y adecuación de dieciséis liceos, una escuela técnica y un 
espacio deportivo. Está a disposición de los señores Diputados la lista a la que no voy a dar lectura porque 
sería un poco tedioso. 


Los dos grandes objetivos del programa MEMFOD requirieron del desarrollo correlativo de un conjunto de 
actividades paralelas; no se trata solo de construir, sino que se arrastra una serie de tareas que, a veces, son 
fundamentales para que un proyecto de transformación, por ejemplo como el de bachillerato, pueda llevarse a 
cabo. 


Empezando por el tema del primer ciclo, el programa se encargó de realizar una serie de estudios en 
profundidad sobre los desempeños y las características de cómo se estaba desarrollando el Ciclo Básico del 
Plan 96, fundamentalmente. Se realizaron varios estudios: un censo de formación profesional, un estudio de 
desempeño de la experiencia de 7”, 8” y 9, un estudio sobre la eficacia y los resultados del Plan 96, un 
trabajo de evaluación sobre las pruebas de aprendizaje de 7”, 8” y 9%, pruebas de pilotaje sobre la evaluación 
de aprendizaje del área de inglés, la evaluación de los proyectos PREL, etcétera. Paso unas cuantas 
actividades que me parece que sería tedioso enumerar. 


Además, se realizaron actividades de capacitación y de actualización que involucraron a más de 1.000 
docentes. 


En lo que hace al segundo gran objetivo del proyecto MEMFOD, cabe destacar el inicio del desarrollo de las 
tareas relativas a la reforma de la enseñanza media superior. Durante el año 2002, se constituyó la Secretaría 
Técnica y una comisión para la transformación de la educación media superior y se desarrolló la propuesta de 
diseño curricular, totalmente novedosa en lo que hace al bachillerato de Secundaria y que introduce algunos 
ajustes en la currícula de los bachilleratos tecnológicos. 


Al igual que lo sucedido en el objetivo anterior, este desarrollo requirió una serie de múltiples trabajos de 
estudio e investigación, entre los que cabe mencionar, por ejemplo, un cuidadoso seguimiento de los alumnos 
egresados del Bachillerato Tecnológico, un estudio sobre las demandas sociales hacia la educación media 
superior, un estudio sobre jóvenes, educación y trabajo y la inserción laboral de los jóvenes que han 
abandonado sus estudios, una consulta nacional a estudiantes de educación media superior, señalando así los 
más significativos. 


Además, el programa contiene otros dos grandes objetivos a los cuales me voy a referir muy brevemente. El 
primero es el fortalecimiento del sistema de formación docente y el segundo es el componente de 
modernización de la gestión de la ANEP. En estos dos grandes componentes, también cabe destacar las 
acciones de capacitación, de equipamiento, de estudio y de diseño. 


Haré algunos señalamientos breves. La capacitación de 2.400 docentes para el manejo de la conectividad 
educativa en los centros de formación docente; la instalación de un nuevo "software" de gestión para todos 
los institutos de formación docente del país; el diseño de una nueva modalidad de titulación de profesores de 
carácter semipresencial; la implementación de centros de recursos y aprendizaje; un plan de desarrollo de la 
informatización de la información de toda la ANEP y de la mejora de la gestión administrativa del ente. 


En ese punto, que es muy importante, queremos destacar que en el año 2002 se realizaron las tareas 
preparatorias para la instalación de una auditoría interna dentro de la Administración Nacional de la 
Educación Pública. Al día de hoy dicha auditoría interna está funcionando hace dos meses y medio. 


No quisiera dejar de mencionar que también hay un tercer programa internacional, el Programa de 
Fortalecimiento de Artes y Artesanías y Oficios del Uruguay, financiado por la Unión Europea, que está 
empezando a funcionar en el departamento de Artigas y en un local a definir en Montevideo. 


Dentro de las actividades que se realizan en el marco del CODICEN se ha ido fortaleciendo la actividad de 
investigación y evaluación de la tarea educativa que lleva adelante la educación pública nacional; el año 2002 
fue un año estratégico para ello. Es prueba de ello la generación de documentos, como el de los docentes y 
los desafíos de la profesionalización, la formación docente en cifras, la revisión del primer informe sobre 
secretarías escolares y el primer informe sobre asistencia de los preescolares. 


En materia de evaluación de aprendizaje se iniciaron los siguientes proyectos: evaluación de aprendizaje en 
lengua y matemáticas en 6” año de Primaria, evaluación en el primer nivel de escolaridad primaria, 
evaluación internacional de estudiantes del programa Pisa y una serie de programas que están constituyendo 
lo que será en el futuro -así lo esperamos- el sistema de evaluación de nuestra educación pública en el marco 
de ANEP. 


Quiero señalar también la creación de una página "web" en la cual se establecieron los indicadores 
seleccionados para poder establecer en el futuro un seguimiento cotidiano del desempeño del sistema 
educativo. 


Hay otras actividades significativas dentro de las distintas gerencias que apoyan la gestión de la ANEP; me 
gustaría nombrar el grupo de mejoramiento de la matemática -que fue uno de los primeros grupos designados 
por este CODICEN y que ya tiene una abundante lista de actividades realizadas-, el programa del 
bilingúismo que se ha llevado adelante en el marco del programa de tiempo completo y en coordinación con 
Primaria. Este es un programa en el que se imparte inglés por inmersión parcial y que funcionó en quince 
escuelas en el año 2002, iniciándose la capacitación de noventa y seis maestros para completar los cincuenta 
y cuatro grupos que funcionan actualmente en las veintiséis escuelas que están operando en inglés en el año 
2003. 


Existe también un proyecto con sistema de inmersión dual en portugués. 


También quiero señalar la existencia de un programa de educación a distancia en materia de informática 
educativa, que ha ido construyendo -para ser muy breve- el conjunto de las tareas preparatorias para poder 
lograr el portal, las páginas "web" requeridas para trabajar a distancia con actividad docente. Se impartieron 
muchos cursos de internet educativa, tanto para docentes de ANEP como para estudiantes de formación 
docente. Hay desarrollo de estrategia de "e-learning"; hay cursos de habla virtual para escuelas de práctica; 
hay todo un desarrollo de lo que tendrá que ser en el futuro la educación uruguaya para parecerse a la 
educación de los países desarrollados, una educación donde las nuevas tecnologías tengan un lugar 
preponderante. 


También me gustaría señalar a grandes rasgos -pido disculpas si cometo alguna injusticia- que en el año 2002 
se dio un importante desarrollo de programas como el de educación en valores, que fue concebido con el 
propósito de reafirmar el trabajo tradicional de la enseñanza pública en esta área. Se trata de un equipo 
técnico integrado por veinte docentes que atienden a treinta y ocho centros educativos e involucran a 
ochocientos docentes. 


Señalo igualmente la experiencia que estamos expandiendo este año que, en nuestra opinión, significa un 
cambio cualitativo en la relación entre el alumno y el centro. Esa experiencia fue bautizada con el nombre de 
"el programa limpiamente", que tiene que ver con procurar la contribución de los alumnos en el manejo de la 
higiene de los centros educativos. De esa manera se promueve el compromiso de los estudiantes con el centro 
educativo y muchas veces disminuyen los niveles de deserción. Esta experiencia se realizó en un número 
acotado de centros en el año 2002, en Secundaria, en los liceos N* 6, 9, 11, 27, 58 y Médanos de Solymar. 
Esto se hace a través de un sistema de becarios, en el cual los alumnos pertenecientes al liceo y seleccionados 
por su desempeño académico tienen derecho a acceder a las becas. 


También es importante señalar que durante el año 2002, un poco a la espera de que el programa se pusiese en 
marcha, la ANEP se constituyó en uno de los ejecutores del programa integral de infancia, adolescencia y 
familia en riesgo, que depende de la Secretaría de la Presidencia de la República. Durante el 2002 se llevó 
adelante una experiencia piloto con el objetivo de determinar acciones y políticas para la constitución de la 
ANEP, sobre todo, de la ANEP - CEP como una unidad ejecutora de ese programa. Esta experiencia piloto 
afectó a diez escuelas insertas en contextos críticos y sirvió para adelantar la puesta en marcha del programa 
que se está realizando por estos días. 


También quiero señalar como programa significativo el convenio de conectividad educativa, que combina los 
recursos de la Presidencia de la República, ANTEL y ANEP y que tiene tres componentes. Uno de ellos es la 
constitución de un portal en el cual en el año 2002 estuvieron conectados ciento treinta y siete centros 
educativos; hoy ya están conectados trescientos sesenta y dos centros y esperamos terminar el año con 
quinientos centros conectados en red para que puedan trabajar "on-line". Se desarrolló una primera versión 
del portal y, actualmente, está saliendo una segunda versión del portal que permite el acceso a cursos de uso 
educativo apoyados con solo tres instancias presenciales. En el año 2002 esto exigió la capacitación en 
materia de tecnología de siete mil docentes para todo el país, por lo menos en el curso básico de manejo de 
internet y PC, y seiscientos cincuenta en el uso de tecnologías educativas o tecnologías aplicadas 
específicamente a la educación. 


En lo que hace al Consejo de Educación Primaria, obviamente nos hemos referido ya a todos los subsistemas 
a partir de la perspectiva de la matrícula. 


Hay algunas peculiaridades que me gustaría nombrar para cada uno de los desconcentrados. Las principales 
acciones que desarrolla Primaria en materia de educación son las siguientes: universalizar la educación inicial 


para niños de cuatro y cinco años, ampliar la cobertura en tiempo completo, el programa de alimentación 
escolar -que en nuestra opinión merece particular mención-, el programa de educación bilingije que se 
desarrolla con mucho vigor y constituye una innovación importante en el país, el programa del vínculo 
familia-escuela-comunidad, el programa "Todos los niños pueden aprender". Estoy mencionando solo los 
altamente significativos. 


Voy a detenerme un segundo en el programa de alimentación escolar. Quiero señalar que en 2002 la cobertura 
llegó a ser de 212.297 niños de los 405.000 de Primaria, lo cual con respecto al año anterior significó un 
aumento de casi 8.000 niños y representa el 52.4% de la matrícula de Primaria. Es decir que el país está 
proporcionando el alimento a más de la mitad de los niños que atiende Enseñanza Primaria. 


En lo que hace al Consejo de Educación Secundaria ya señalamos algunas peculiaridades de su matrícula y, 
sobre todo, el fuerte crecimiento. Es evidente que la dinámica poblacional y la dinámica educativa hacen que 
el crecimiento de Primaria tienda a detenerse mientras que hoy el país está a la vera de una revolución, como 
es tener el mismo, o -quizás dentro de unos años- mayor número de estudiantes en enseñanza media que en 
enseñanza primaria. Este crecimiento marca fuertemente la gestión del Consejo de Educación Secundaria. 
Quiero dejar bien claro que nos sorprende agradablemente el fuerte crecimiento de los bachilleratos, en 
Montevideo y en el interior del país, donde trabajamos para construir liceos en lugares donde hace cinco años 
era insospechada la posibilidad de instalarlos. 


En lo que hace al Consejo de Educación Técnico Profesional, ya señalamos que hubo un período de 
detención del crecimiento de la matrícula hasta el año 2000 y que a partir de esa fecha creció de manera 
importante, en particular, en los bachilleratos tecnológicos y de formación técnico superior. El Consejo de 
Educación Técnico Profesional ha ampliado su oferta -en muchos sentidos la ha racionalizado- y ha recibido 
una reestructura relativamente importante de sus aparatos de gestión, y creo que se están viendo los 
resultados; basta señalar aquellas cifras que mencioné al principio de 50% de crecimiento en los 
Bachilleratos Tecnológicos. 


También está creciendo la formación profesional superior. Es decir que, en términos generales, la educación 
técnico profesional ha retomado el paso. Sin embargo, no podemos dejar de señalar que, en nuestra opinión, 
seguimos dirigiendo un porcentaje de la matrícula demasiado alto hacia la enseñanza secundaria tradicional y 
nos gustaría ver crecer más rápidamente la enseñanza tecnológica; pero ahí entran en juego, más allá de las 
voluntades de la autoridad educativa, desde recursos hasta inercias culturales que son importantes en nuestro 
país y que no siempre permiten lograr ese objetivo. 


En muy breve resumen, debo decir que en opinión de las autoridades educativas, el Ejercicio 2002 resultó ser 
de tránsito difícil. Las restricciones presupuestales no detuvieron la marcha del organismo ni impidieron el 
crecimiento y la expansión. Debemos señalar que eso se debió, en gran medida, a los permanentes refuerzos 
de rubro, que no provenían del cupo. Hubo refuerzos de rubro excepcionales que el Ministerio de Economía 
y Finanzas supo poner a disposición de la educación en los momentos oportunos. 


Como una nota de optimismo quiero decirles que en este año el desempeño del gasto es mucho más holgado - 
sin decir que estemos sobrados de recursos- que en el Ejercicio pasado y que el flujo de recursos desde el 
Ministerio de Economía y Finanzas hacia nosotros, sin ser el ideal, nos está permitiendo llevar adelante la 
gestión con mucho menos sobresaltos que durante el año 2002. 


Me quedaría por aquí en mi exposición. En cuanto a dudas, incógnitas o inquietudes de los señores 
legisladores, podemos evacuarlas por la vía de las preguntas, tanto a la Presidencia como a todo los 
integrantes del Consejo y de los equipos técnicos, que están a su disposición. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la exposición que ha realizado el licenciado Bonilla y su ajuste 
al tiempo, en virtud de que más tarde tenemos otra sesión. 


SEÑOR LEGLISE.- Nos congratulamos por el informe que ha realizado el Presidente del CODICEN y 
por el crecimiento notable de la matrícula en este período. También nos parece muy bueno el servicio 
de alimentación que se brinda, especialmente, en Primaria. 


Quizá, el tema que más nos preocupe sea el crecimiento en la matrícula de formación docente, porque 
creemos -hemos tenido ese problema- que muchas veces se trata de personas que no cumplen con los 
requisitos de edad; vemos que son mayores que se presentan a estudiar, fruto, tal vez, de la mayor 
desocupación que está viviendo el país. 


También nos damos cuenta de que el comportamiento que ha tenido la Administración Nacional de 
Educación Pública condice prácticamente con el de todos los Incisos del Poder Ejecutivo y con el de los 
organismos comprendidos en el artículo 220 de la Constitución, en cuanto a los de gastos de funcionamiento 
e inversiones; es decir que se han movido en el promedio de los guarismos que tuvo el resto del Estado. 


Queremos dejar una constancia. Fue el Partido Nacional el que tuvo la iniciativa de la norma que permitió 
brindar cobertura médica a los maestros. Desde aquí intentaremos -esperamos una negociación con el Poder 
Ejecutivo-, al igual que nuestros Directores en el CODICEN, que esta norma llegue a Secundaria y a UTU. 


Por otra parte, queremos formular una pregunta al Presidente del CODICEN. Hoy, en horas de la mañana, 
estuvo presente en esta Comisión el señor Ministro de Transporte y Obras Públicas. Con él analizamos qué 
estaba pasando con los fondos provenientes de la venta de la playa de contenedores. Conocemos el acuerdo 
surgido el 26 de diciembre del año pasado. También sabemos que en este primer semestre los aportes hechos 
por el Ministerio de Economía y Finanzas alcanzan a los $ 20:000.000. Es decir que, en definitiva, no se ha 
cumplido con rigurosidad con los aportes de US$ 400.000 mensuales -aproximadamente $ 12:000.000- 
previstos en ese convenio. Por eso nos preocupan esta situación, los convenios firmados y las obras a realizar. 


Entonces, considerando las manifestaciones finales del señor Presidente en cuanto a que ha mejorado la 
situación financiera del CODICEN, queremos saber en qué situación estarían estos dineros y el convenio, o 
bien si sigue existiendo algún tipo de problemas al respecto. 


SEÑOR BONILLA.- Concuerdo con el señor Diputado Leglise en que es posible que haya una 
correlación entre el crecimiento de la matrícula en formación docente y algunas peculiaridades que 
están sucediendo en el mercado de trabajo; no descartamos que esa hipótesis sea así. Sin embargo, 
también es cierto que en algunos lugares quienes se inscriben no siempre son gente de edad o que 
podría estar abiertamente en el mercado de trabajo, que hace una opción, quizá razonable. 


Tal vez habría una discrepancia, aunque no tengo modo de probarla. El señor Diputado ha dicho que nuestros 
guarismos están en línea con los de los otros Incisos y Unidades Ejecutoras que se han presentado en esta 
Comisión; obviamente, él tiene la ventaja de haber visto varios y yo solo he visto el mío. Pero vuelvo a mis 
palabras del comienzo: no creo que haya muchos Incisos del país que destinen el 6% de su presupuesto a 
inversión pura. Me parece que esa es una especificidad de la educación, que debe ser rescatada. También 
tenemos otro elemento que no creemos que se dé en todos los casos, aunque posiblemente en muchos así sea. 
Si bien en lo que hace a la entrega regular de recursos el Ministerio de Economía y Finanzas ha estado por 
debajo de los créditos presupuestales aprobados, debemos decir que por la vía del refuerzo de rubros 
prácticamente ha equilibrado las carencias que venían por el lado del duodécimo. Por lo tanto, tampoco creo 
que esta situación sea generalizada en el conjunto de los organismos del Estado. No descarto que los haya, y 
manifiesto mi deseo de que sectores como Salud Pública tuvieran el mismo tratamiento que nosotros, si es 
ese el caso. 


Con respecto a la tercera pregunta del señor Diputado Leglise sobre la playa de contenedores, no quiero 
extenderme mucho porque creo que los señores Diputados conocen la historia. En principio fue feliz y en 
orden, y luego surgió el problema financiero del año pasado, cuando los recursos quedaron reprogramados en 
el Banco de la República. Nosotros estábamos trabajando con el Banco Hipotecario, pero esos montos fueron 
trasladados al República. Evidentemente, llevó largos meses de negociaciones que el Ministerio de Economía 
y Finanzas encontrara una forma legal de desbloquear los recursos. No recuerdo bien la fecha; pero el señor 
Diputado Leglise mencionó una que corresponde a ese convenio por el cual se acuerda entre el Ministerio de 
Economía y Finanzas, la ANEP y el Ministerio de Transporte y Obras Públicas la forma en que la ANEP se 
haría de esos recursos. Por lo tanto, el programa vuelve a tener un inicio a principios de este año. 


Durante todo ese período no detuvimos las actividades porque fuimos cobrando los intereses de esos fondos 
que estaban reprogramados, pero el ritmo de ejecución no podía ser el mismo que si hubiéramos tenido los 
recursos disponibles. No obstante, a la fecha de hoy se han ejecutado o están en ejecución -es decir que han 


salido de las arcas de la ANEP por diferentes vías- US$ 2:941.000 de los US$ 17:000.000 de la playa de 
contenedores. Prácticamente, son los meses que van de enero a la fecha. Esto significa más del 20% del 
monto. 


Yo tendría más argumentos si mencionara el número de obras, que se aproxima al 48% del total, pero no sería 
justo si no señalara que por una razón muy explicable los proyectos de las pequeñas obras salen antes que los 
proyectos de las grandes. Por lo tanto, estamos muy cerca de la mitad del número de obras, pero eso no 
significa el 48% de los recursos. El proceso de presupuestación de las obras más grandes está siendo más 
demorado. 


Nosotros no tenemos la misma información que el señor Diputado sobre el siguiente tema. Solamente al 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas hemos transferido la suma de US$ 1:774.000, es decir, muy por 
encima de los $ 20:000.000 que él mencionaba. Por otro lado, a las Comisiones de Fomento, como resultado 
de convenios, hemos entregado o estamos entregando -pueden quedar algunos giros no realizados de los 
últimos proyectos, pero ya están contabilizados como salidos de la ANEP- más de US$ 1:160.000. 


Por lo tanto, hemos cobrado mucho más que los $ 20:000.000 que, si entendí bien, mencionaba el señor 
Diputado. Hemos realizado siete transferencias al Ministerio de Transporte y Obras Públicas por un total de 
US$ 1:774.000 y -reitero- estamos prácticamente en la mitad de las obras, aunque son las más pequeñas. 


No sé si queda contestada la inquietud del señor Diputado. 


SEÑOR LEGLISE.- Solicitaríamos a la ANEP que nos acercara a la Comisión un listado de las obras 
terminadas, porque esa información sería de mucha utilidad. 


SEÑOR CONDE.- Damos la bienvenida a la delegación presente. 


Quisiera dejar una constancia de orden general antes de comenzar con algunos comentarios con los cuales 
pretendemos fundamentar ciertas preguntas para el CODICEN y la ANEP. 


Cuando sacamos las cifras totales del presupuesto ejecutado en 2002 encontramos que los gastos de 
funcionamiento de la ANEP fueron de $ 6.779:000.000, lo que representa un 2,57% o un 2,58% del PBI del 
país. Por su parte, la inversión total obligada -quiero hacer notar que hay algunas diferencias entre las cifras 
de la Contaduría General de la Nación y las de la Administración, y para este enfoque global estoy tomando 
las de la primera- fue de $ 411:000.000.000, equivalentes a un 0,17% del PBI. 


Es decir que estamos en un orden de gastos de funcionamiento e inversiones para la ANEP de 2,75% del PBL, 
cifra que consideramos totalmente insuficiente -reiteradamente lo hemos expresado en años anteriores- en un 
país conceptualizado como subdesarrollado y que debe hacer de la educación su principal apuesta de 
inversión en vistas a su futuro no ya mediato sino inmediato. 


Hecha esta constancia de orden general, no tengo inconveniente en reconocer el motivo de satisfacción del 
licenciado Bonilla al decir que un 6% de su presupuesto son inversiones y que, comparativamente con el 
conjunto de los organismos públicos, es un guarismo significativo. Pero si lo comparamos con los objetivos 
de la Administración y con las necesidades de infraestructura educativa que todavía están por desarrollarse en 
el país -naturalmente, no es solo responsabilidad de la dirección de la ANEP-, a nuestro juicio, es un 
porcentaje de inversión todavía muy bajo. 


Se puede decir que no se debe hacer un análisis descontextualizado de la crisis global del país y estamos de 
acuerdo, pero me niego a considerar a la educación simplemente como un Inciso en el conjunto, casi como un 
promedio. Insisto en el concepto clave de que para el Uruguay de hoy la educación es la principal inversión 
que debemos realizar, apostando al país no de dentro de veinte años sino de cinco, por razones de nivel 
educativo, de aprendizaje y sociales que hemos analizado profundamente en esta misma Comisión y en otras. 


Hecho este comentario de índole general, voy a hablar sobre el balance de ejecución presupuestal -es decir, 
por los números- y después realizaré algunas preguntas de carácter conceptual. 


Los programas de inversión con financiamiento externo traducidos a un tipo de cambio de $ 14,77 por dólar - 
que creo que es el que se ha utilizado para contabilizar en moneda nacional- dan $ 301:000.000 a 

$ 323:000.00. Allí encontramos algunos programas que han obligado, a nuestro juicio, cifras demasiado 
bajas, teniendo en cuenta que la mayoría del financiamiento de estos programas es internacional. Por tanto, 
podríamos decir que quizá han operado algunos factores de ejecución que no tienen que ver estrictamente con 
el financiamiento. En este sentido nos gustaría hacer, por lo menos, un par de preguntas. 


En cuanto al "Mejoramiento de la Calidad de la Educación Primaria", Fase II, identificado como aplicación 
del artículo 533, tenemos un 87,9% de ejecución. Está un poco por debajo de lo que podría considerarse la 
ejecución promedio o el obligado promedio. Pero en el "Mejoramiento de la Calidad de la Educación 
Secundaria Básica, Formación y Capacitación de Docentes para la Enseñanza General de Nivel Medio", que 
tiene como referencia el Acta 1, Resolución 42, encontramos una ejecución de solamente 71%. Quizás es el 
proyecto que nos llama más la atención por su bajo nivel de ejecución. Aquí hay un proyecto que tiene un 
monto muy pequeño -US$ 597.000-, un fondo no reintegrable del gobierno japonés que prácticamente no fue 
utilizado u obligado en el 2002. Tengo entendido que con este fondo se estaban financiando las actividades o 
cursos para Directores con vistas a integrar los cargos de Directores que tiene prevista la Administración. 
Esos cursos se estarían dictando este año y serían financiados con este programa. En todo caso, si es así, 
quisiera que ustedes me lo confirmaran. 


Dejo planteada una pregunta que no tiene que ver estrictamente con las cifras, pero tiene relación con estos 
cursos para Directores. Me refiero a cómo han sido seleccionados los docentes que están dictando estos 
cursos para Directores en el correr de este año. 


Esto en cuanto a la parte de inversiones con financiamiento internacional. 


En cuanto a las inversiones con financiamiento nacional -que, de acuerdo con los cuadros de ANEP, son por 
un monto de alrededor de $ 100:815.000- nos llama la atención que en el proyecto 704, "Reparaciones 
Generales", hay solamente un obligado de menos de 32% sobre el total de crédito legal. Es decir, hay una no 
ejecución de casi 78,13% de crédito legal. Hago notar que cuando hablo de crédito legal ya estoy 
considerando los abatimientos que aquí se han votado por ley y que ha aplicado el Poder Ejecutivo, primero 
de un 9% y después de un 2%. Inclusive, hay un traspaso de crédito a otros rubros que lo hace caer en 

$ 55:000.000. Aun así, este proyecto llamado "Reparaciones Generales" tiene una muy baja ejecución y nos 
preocupa por los comentarios que recibimos constantemente -que, además, trascienden a la prensa- referidos 
a los problemas casi permanentes de mantenimiento de la infraestructura educativa. Justamente, este 
programa identificado como "Reparaciones Generales" tiene una bajísima ejecución. 


Aquí voy a hacer una pregunta que no sé si corresponde que la conteste la delegación del CODICEN o más 
propiamente la Contaduría General de la Nación. Pero a efectos del análisis más exhaustivo de las cifras que 
tenemos, señalamos que, según observamos, la ANEP presenta los cuadros convertidos a moneda nacional. 
Me refiero, en forma concreta, a los cuadros de inversión con financiamiento externo, -el financiamiento es, 
en más de un 70%, con préstamos internacionales-, que son convertidos en moneda nacional a un tipo de 
cambio equis, en este caso, $ 14,77 por dólar. 


Según tengo entendido, la fuente de financiamiento es en dólares americanos y este dinero entra al Estado 
uruguayo o a la Tesorería en moneda extranjera, concretamente, en dólares americanos. Luego, estos fondos 
son transferidos en moneda nacional. A los efectos de una mejor comprensión técnica de los cuadros, 
pregunto si son transferidos en moneda nacional a un tipo de cambio congelado durante el correr del año o 
cómo se actualizan sus valores. 


Preferiría hacer un alto aquí con las preguntas que tienen que ver con números y luego, en una segunda 
intervención, haría algunos comentarios sobre la Rendición de Cuentas propiamente dicha, es decir, sobre los 
objetivos y metas de los programas explicitados en la Rendición de Cuentas, de los que ya informó el 
licenciado Bonilla. 


SEÑOR BONILLA.- Con respecto a las opiniones que podemos tener en torno al peso de la educación 
en el Presupuesto de Inversiones, desde el año 2000, en que nos sentamos por primera vez en esta 
misma silla, hemos afirmado que el país debería invertir más en educación. Lo que estamos diciendo 
hoy es que en el contexto de crisis del país del año 2002, la educación tuvo, por ejemplo, la posibilidad 


de invertir 6% de su presupuesto en inversión, conciliada en términos estrictos, lo cual nos parece que 
es un indicador importante en el sentido de que la educación no solo no se detuvo sino que siguió 
desarrollándose. Si vamos a razonar en el mismo sentido y hacemos un comparativo entre el 2001 y el 
2002, vemos que a valores del año 2002, en lo que hace a sueldos, la ANEP pagó 4,4% más que en el 
2001; disminuyó su gasto en 2,8% y su inversión aumentó el 14,6%. Como decíamos al principio, el 
conjunto del gasto aumentó un 4%. Todos sabemos que el 2002 es un año numéricamente bastante 
incómodo porque tiene un tipo de cambio en el primer semestre y otro en el segundo. Si nos referimos 
al Presupuesto de Inversiones, se incrementó en medio punto porcentual lo que se paga en sueldos, en 
2,1% los gastos y en 8,7% lo que se destina a inversión. El conjunto de la ANEP gastó 1,2% más entre 
el 2001 y 2002. No nos estamos pronunciando sobre si el guarismo total es el que el país debería tener, 
pero sí estamos diciendo que el 2002, a pesar de todo, señaló una continuación en la transformación. 
Digo esto porque también hemos dado las cifras de matrículas, o sea que no solo estamos mejorando 
los ingresos, sino que también estamos gastando más porque tenemos más servicios que cumplir. 


En todo caso, es un impulso que se mantiene y que está muy lejos de detenerse. 


Otra información que me gustaría brindar tiene que ver con la disponibilidad que nosotros tuvimos a través 
de los cupos financieros. Como en algunos casos es público, durante el 2002 nosotros tuvimos una 
disponibilidad de cupos por debajo de la del crédito. En términos generales, la "deuda" -por decirlo de alguna 
manera, y entre comillas- con respecto al crédito ronda los $ 240:000.000. Sin embargo, me gustaría dejar en 
claro que por vía extra cupo, el Ministerio de Economía y Finanzas, en el mismo período, reforzó rubros -con 
fechas que se recuestan sobre el final del año fiscal- con $ 79:400.000 para alimentación escolar -nos 
sobreejecutamos en alimentación escolar-, con $ 40:000.000 para sueldos -nos sobreejecutamos en sueldos-, 
con $ 90:000.000 para suministros -nos sobreejecutamos en suministros-, con $ 17:500.000 para traslado de 
personal docente -nos sobreejecutamos en transporte-, y con $ 6:500.000 para proventos. Todo esto hace un 
total de $ 232:000.000, que es prácticamente lo que no aparecía en el cupo, que fue devuelto por el Ministerio 
de Economía y Finanzas por la vía de estos refuerzos, con fechas 29 y 26 de agosto, y los tres últimos el 31 
de diciembre. El Ejercicio se cerró, si no en los mismos rubros, con un cumplimiento global del crédito 
acordado por este Poder del Estado al CODICEN. 


Esto con respecto a la parte general que planteaba el señor Diputado. En cuanto a la ejecución de los 
proyectos internacionales, sugeriría que hablaran los coordinadores, que están más informados sobre la 
especificidad y ejecución de cada uno de ellos. 


SEÑORA LACALLE.- Con respecto a la ejecución financiera de MECAE?P, nuestros datos dan que en 
el 2002 -tenemos una pequeña diferencia, pero es muy menor- se ejecutó el 89% sobre los créditos 
vigentes, habida cuenta de la disminución de los costos financieros de la construcción. La construcción 
incide prácticamente en el 70% del total del presupuesto del proyecto. Los costos de construcción a 
mitad de año, por efecto de la devaluación, bajaron sensiblemente. Aun así nosotros pudimos mantener 
un nivel de ejecución tal que en la proyección de los años -de 1999 en adelante-, el primer año fue el 
18% de ejecución sobre los créditos vigentes, 36% en el 2000, 57% en el 2001 y 89% en 2002. 


En el correr del año 2003 se va a completar el 100% de la ejecución del proyecto MECAFEP II, que termina a 
fines de este año, y se van a ejecutar el 100% de los créditos vigentes abatidos de acuerdo con la ley de 
Rendición de Cuentas de 2001. 


SEÑOR OPERTTI.- Quiero hacer varias puntualizaciones, pues quizás pueden ordenar la pregunta 
del señor Diputado. 


En primer lugar, en marzo de 2002 finalizó el Programa de Mejoramiento de Educación Secundaria y 
Formación Docente -MESyFOD-, que se realizó desde 1996 al 2001. 


Ese Programa tenía un costo total de US$ 40:000.000, y fue ejecutado en un 100% sin ningún tipo de saldo 
de ejecución. Reitero que se ejecutó todo lo previsto desde 1996 al 2001, y se cerró satisfactoriamente el 
2001 con un informe del Tribunal de Cuentas -que está a disposición de los señores Diputados-, en el que se 
incluye un informe sobre la auditoría del Programa y de su gestión. 


Esta es la primera puntualización respecto a que no solo es el Programa de Modernización de MEMFOD, 
sino que hasta marzo de 2002 también está incluido MESyFOD. 


La segunda aclaración es la siguiente. El Programa MEMFOD, Modernización de la Educación Media y 
Formación Docente, fue suscrito en diciembre de 2001. Durante el primer trimestre del 2002 se levantaron, 
en forma récord para el BID -no hay antecedentes respecto a otro Programa que lo haya realizado en tres 
meses-, las condiciones previas para iniciar el primer desembolso del préstamo. Es decir que en un plazo de 
noventa días, de enero a marzo de 2002, el Programa de ANEP logró levantar todas las condiciones previas 
que exige el Banco Interamericano de Desarrollo para iniciar el desembolso que permita comprometer 
diferentes tipos de inversiones, ya sea vinculadas a equipamientos, a obras físicas o a materiales educativos e 
informáticos. 


El Programa fue elegible, en términos de inversión, a partir de abril de 2002. Como los señores Diputados 
saben, el lapso que hay desde el momento de aprobación de un Programa hasta el comienzo de la elegibilidad 
es muy grande; generalmente, el promedio del BID, estudiado a nivel de Latinoamérica, habla de seis a doce 
meses y en el Uruguay, por lo general, los Programas no escapan a esta regla. 


Reitero que en el caso de la ANEP, este Programa levantó las condiciones previas en un plazo de noventa 
días. 


Recién a partir de abril de 2002 el Programa estuvo en condiciones para comenzar a ejecutar, y en ese lapso 
de nueve meses se logró una ejecución cercana al 75%. Si uno la prorratea en el año, podrá apreciar que 
estamos hablando de una ejecución prácticamente del 100%, porque el tiempo de ejecución real del préstamo 
fue de nueve meses. 


La tercera apreciación que deseo formular también tiene que ver con el Programa, en virtud de lo señalado 
por el señor Diputado -y también el Director Nacional- respecto al costo: que el préstamo fue realizado en 
dólares y que eso permitiría un mayor flujo de recursos. Respecto a las inversiones en obras realizadas 
durante el 2002, el Programa abrió un total de 36 licitaciones en obra de un total de 56. Esas licitaciones 
tuvieron, promedialmente, una reducción del precio presupuestado por la empresa respecto al precio oficial 
de la licitación que estuvo entre el 30% y el 35%. Estuvimos por debajo del 35% del valor del precio de 
referencia. 


Inclusive, cuando el Consejo Directivo Central resolvió traspasar las licitaciones de obras de dólares a pesos, 
esa tendencia a la disminución se mantuvo. Nosotros pensamos que esa reducción iba a operar, 
fundamentalmente, cuando se tratara de obras cotizadas en dólares, pero al pasarlas a pesos las obras 
mantuvieron, promedialmente -disponemos de los datos por si algún señor Diputado quisiera tenerlo-, una 
reducción del 20% al 30%. Eso se ha mantenido históricamente durante el último año. 


Esto implica que durante el 2002 el Programa MEMFOD ejecutó un total de 64 obras, puso en marcha 64 
procedimientos licitatarios, de los cuales algunos se habilitaron, otros están en ejecución y otros más están en 
proceso licitatorio. 


En el primer semestre de 2003 -aquí viene la comparación con el año pasado- MEMFOD ya ejecutó todo lo 
que se había ejecutado el año pasado. Es decir que en los primeros seis meses del año MEMFOD ejecutó 
US$ 7:400.000 que es, aproximadamente, lo que se ejecutó durante los nueve meses plazo del año pasado. 
Esto quiere decir que no era un problema de retraso de ejecución sino, fundamentalmente, de escalonamiento 
de la inversión y de los meses previstos. 


Para complementar la información, en el presente año, 2003, el Programa tiene en ejecución 69 inversiones 
correspondientes a escuelas técnicas, liceos, escuelas con 7%, 8? y 9%, y centros de formación docentes, ha 
programado 38 licitaciones, y el número proyectado para este año respecto a las licitaciones estaría cercano a 
las 55. A esto se suma un total aproximado de 200 compras directas, porque el marco de reglamento 
operativo que regula el Programa permite realizar compras directas hasta por un monto de US$ 30.000. Esto 
significa que muchos procedimientos que en otros sistemas hubieran sido licitaciones, en este caso se hacen a 
través de compras directas. 


Estamos hablando de una inversión que para nosotros, estimativamente, está dentro de niveles razonables. 


Por último, cabe señalar que estas inversiones se han hecho sobre criterios y procedimientos regulados tanto 
por el BID, como por el Gobierno nacional. Queremos resaltar de estos procedimientos, que hasta ahora no 
hemos tenido objeciones a las adjudicaciones, por lo cual los procesos de adjudicación y de desenvolvimiento 
de las inversiones han sido muy fluidos. Hasta el día de hoy, el último dato disponible indica que, de acuerdo 
con lo que el Gobierno puso en materia de protección social de préstamos, el programa MEMFOD tiene un 
nivel de ejecución del 50%, lo cual coincide con el dato que dio la señora Inés Lacalle respecto a que para 
este año se programa una inversión cercana al 100% de lo previsto en el Presupuesto. 


SEÑOR BONILLA.- Quedaría pendiente una pregunta sobre el fondo japonés. 
SEÑOR CONDE.- Dice: Apoyo al programa MEMFOD, Fondo de Apoyo Japonés. Proyecto 815. 


SEÑOR OPERTTI.- El Banco Interamericano de Desarrollo tiene diferentes programas de 
cooperación técnica que son donaciones que se realizan para apoyar procesos de transformación o de 
reforma. 


En el caso del Uruguay, la Administración Nacional de Educación Pública, el CODICEN, obtuvo un fondo 
del Gobierno japonés por un monto de US$ 750.000 orientado a apoyar los procesos de reforma y 
transformación. Ese fondo se ha ejecutado y se ha logrado una prórroga de ejecución hasta fin de año, en 
virtud de que originalmente estaba destinado a cubrir básicamente gastos de salarios, porque son fondos que 
tienen que ver con cooperaciones técnicas. Como inicialmente los montos estaban fijados en dólares y hubo 
una readecuación del programa a pesos -todos los sueldos del programa, ya sean del fondo del BID, de 
MEMFOD o del programa de cooperación japonés se pasaron a pagar en pesos y hubo una reducción y un 
ajuste según una escala que ANEP tiene establecida-, el gasto en salarios fue muy inferior a lo previsto al 
comienzo, según la tabla de un organismo internacional. 


Además, el CODICEN ajustó los salarios de los consultores internacionales y, al mismo tiempo, les 
estableció topes muy claros. Por eso, aun cuando se fueron ejecutando las acciones previstas de apoyo a las 
reformas en Educación Media Superior, Ciclo Básico y en Formación Docente, los niveles de ejecución 
fueron inferiores a los originalmente previstos. 


En ese marco, bajo una directiva del CODICEN, se logró que el BID, a través de este fondo de donación, 
también apoyara las diferentes instancias de capacitación que la ANEP estuvo y está realizando para 
Inspectores y Directores. Quiere decir que todo lo que ANEP está haciendo hoy día para capacitar -eso lo 
podrá decir mucho mejor el CODICEN- mandos inspectivos y directivos ha sido financiado a través de un 
fondo donado por el Gobierno japonés porque se logró que el BID financiara por esa vía la capacitación de 
Directores, Inspectores, gastos de traslado, en fin, la logística de los propios cursos. Por lo tanto, al fondo 
japonés se le está dando el máximo uso posible, atendiendo a los objetivos de reforma educativa y de 
transformación que estableció ANEP y que están en marcha, y estamos logrando una prueba que nos 
permitirá ejecutar, de acá a marzo de 2004, el 100% de la donación. En pocas palabras: el fondo ha rendido 
tres veces más de lo que originalmente estaba previsto, precisamente, porque estos fondos no financian 
inversiones, sino apoyo de recursos humanos para capacitación, tareas de asesoramiento, investigación y 
estudios en general. 


SEÑOR BONILLA.- Con respecto a la selección de aquellos docentes que participan en los cursos de 
Inspectores, Directores y Subdirectores, voy a solicitar al Consejero Nadruz que nos dé un breve 
informe. 


SEÑOR NADRUZ.- Voy a tratar de no mutilar el interés del señor Diputado -que debe ser el de todos 
los señores Representantes- con respecto a la línea de política educativa que la ANEP está llevando 
adelante. 


Debe recordarse que en el Mensaje de la Ley de Presupuesto que mandó la ANEP, había una línea que 
respondía mucho a las inquietudes y aspiraciones de los docentes, que era la formación del servicio y de su 
cuerpo docente, ya sea de Primaria, Secundaria o de Formación Técnico Profesional. Nosotros recogimos 
esta línea política y esta aspiración de los docentes y la aplaudimos calurosamente porque están manifestando 


una de las inquietudes, propias del señor Diputado que hace la pregunta, que no refiere al gasto sino a la 
inversión, que tiene que ver con los dineros que se vuelcan en la educación. 


Respondiendo a esa línea que se estableció en el Mensaje de la Ley de Presupuesto y para cumplirla, desde 
2001 en adelante se promovieron distintos cursos de capacitación, en primera instancia con menor número y, 
fundamentalmente, atendiendo a la demanda jerarquizada. Tuvieron como destinatarios docentes de Primaria, 
Secundaria y Educación Técnica que atendían estudiantes con capacidades diferentes. Hubo cursos para 
personas ciegas, sordas, discapacitados motrices, etcétera. Creo que es absolutamente legítimo que el país 
siga respetando el principio de equidad, que siempre ha tenido como uno de sus baluartes. Eso se hizo en 
2001 y 2002, y en 2003 se hicieron cursos para discapacitados intelectuales, con dificultades de aprendizaje, 
multi-impedidos, y ahora se está haciendo uno para personas ciegas. 


En ese marco, también nos encontramos con que la ANEP tenía 800 centros que carecían de Directores 
efectivos. No vamos a explicitar acá que uno de los indicadores de eficiencia en los centros educativos es la 
permanencia de su personal docente, lo que se logra a través de los cursos y de los concursos. Asimismo, 
encontramos un número importantísimo de cargos de Inspección vacantes. De ahí que se promovió, en 
primera instancia, un curso de aspirantes a Inspectores y, luego, uno de aspirantes a Directores. Actualmente, 
en el curso de aspirantes a Inspectores hay 801 personas que están en la etapa final. Inicialmente, buscamos 
que los aspirantes recibieran la formación de parte de personas del más alto nivel nacional e internacional. 
Para ello, la ANEP tiene algunos convenios, por ejemplo con IPE UNESCO Buenos Aires, de donde vinieron 
personas de la talla de Juan Carlos Tedesco, Aguerrondo, etcétera. También concurrieron algunos brasileños. 
Es decir que estos aspirantes a Inspectores han recibido, en la primera jornada, el más alto nivel académico 
en su formación. 


Luego hubo etapas de rango regional, donde la selección también se hizo entre los técnicos nacionales del 
más alto nivel. Este curso ya está prácticamente en la etapa de culminación y nos alegramos mucho de que de 
las 812 personas que lo iniciaron, continúen 801, con una demanda del cuerpo de Directores efectivos -ese 
era el nivel que se exigía para la selección- diciendo que solo habíamos llegado al 7” grado, y en alguna 
medida tomando la superficie del 6” grado. Recuérdese que los Inspectores pueden ejercer desde el 4” grado 
en adelante. Por lo tanto, hay allí un campo más que fértil como para que la ANEP pueda continuar en esta 
línea de política. Ha habido un enriquecimiento de todas las personas que han intervenido, no solo de las que 
se están capacitando, sino de los propios capacitadores. Desde allí surgirán proyectos como elementos de 
evaluación que, por último, enriquecerán también a la propia ANEP en la lectura de los proyectos; en el 
mundo entero estas acciones generan la reflexión de las autoridades para recoger lo que realmente a nivel 
operativo se está percibiendo como elemento de mejoramiento. 


Como decía el coordinador del proyecto MEMFOD, esto no le cuesta al país un peso, porque los recursos 
provienen del fondo japonés y, a mi entender -estoy hablando en carácter personal-, no debe haber mejor 
inversión que esta que se hace en los cuerpos docentes que, en última instancia, son un factor del más alto 
nivel para el mejoramiento de la calidad de la educación del país. 


En lo que tiene que ver con Directores, el número es mucho mayor. Hoy están capacitándose o formándose 
2.400 personas a nivel de todo el país. Hay diecisiete departamentos y seis jurisdicciones; recuerden que 
Canelones y Montevideo están divididos en tres jurisdicciones cada uno. 


El proceso se hizo de la siguiente manera. El grupo de capacitadores originario también fue del más alto 
nivel. Se reclutaron técnicos de nivel internacional y nacional en dos áreas fundamentales: ciencias de la 
educación y legislación de administración. Me consta que deberíamos precisar que entendimos que quienes 
iban a orientar en la parte de administración y legislación debían ser las personas que tienen el oficio de 
transitar todos los expedientes durante prácticamente toda la gestión. Por ello, es capacitador del primer 
nivel, el Coordinador General del Área de Administración y Legislación, el Secretario General del Consejo 
Directivo Central, doctor Robert Silva y los capacitadores en los Consejos Desconcentrados son los 
Secretarios Generales de dos de ellos; otro, el de Educación Secundaria, fue designado por el Consejo, 
porque hubo una acefalía del Secretario General en un período inmediato anterior. Sí estuvo el doctor 
Tedeschi, Secretario General del Consejo de Educación Técnico Profesional -de larga trayectoria en ese 
Consejo, que avala su idoneidad en la tramitación de ese Consejo-, y la doctora Dalgalarrondo, en el área del 
Consejo de Educación Primaria. Estas personas capacitaron a cuerpos capacitadores de nivel departamental. 


Los cuerpos capacitadores en el diseño del proyecto del curso para aspirantes a Directores eran a propuesta 
de los Consejos Desconcentrados y a designación del Consejo Directivo Central. 


Nos consta que los Consejos Desconcentrados hicieron una selección meticulosa de las personas que iban a 
ser futuros capacitadores. Particularmente, voy a dar un ejemplo: en el Consejo de Educación Primaria 
quienes forman a los futuros Directores en el área de legislación y administración son todos los Inspectores 
Departamentales, es decir, el cuerpo técnico del más alto nivel en el ámbito departamental y de jurisdicción. 
En el área de ciencias de la educación hubo una heterogeneidad en los formadores. 


Queremos informar al legislador que hizo la pregunta que hubo un enriquecimiento mutuo en una suerte de 
potenciación de quienes están hoy desempeñándose a nivel de Primaria, de Secundaria, de Técnico 
Profesional, porque no son capacitaciones para la especificidad de un grupo de docentes, sino que son los tres 
capacitadores para todas las personas que están haciendo el curso. 


Está en proceso la elaboración de un proyecto que tendrá como orientadores a Directores efectivos de cada 
uno de los Desconcentrados. La exigencia es que sean Directores efectivos. Ustedes saben que hay un 
estatuto del funcionario docente -que es la objetividad total-, cuyo artículo 13 establece el orden de prioridad 
en función de la antigúedad calificada de estos Directores, que serán orientadores del proyecto. 


Por último, quiero decir al señor legislador que esto no solo tiene por objetivo plasmar una iniciativa que el 
Consejo Directivo Central había promovido en el Mensaje de Presupuesto, sino acoger una iniciativa que 
todos los cuerpos docentes de la ANEP tienen y que siguen manifestando. Los señores legisladores podrán 
advertir que no hemos terminado con la etapa de capacitación en el curso de Directores y ya todas las 
asociaciones gremiales están planteando otros cursos de Directores para los que no pudieron entrar a estos. 
Estamos hablando de una cantidad de personas de tanta o mayor magnitud que la actual. 


En este momento hay un curso para Directores efectivos que no lo habían realizado. Es bueno precisar que 
con esto se cumple con un precepto establecido en el literal B) del artículo 26 del estatuto del funcionario 
docente, por el cual todo funcionario que aspire a concursar para un curso de Director o Inspector, 
previamente debe haber hecho un curso de capacitación. Esto asegura que quien ocupe esos niveles 
jerárquicos dentro de la ANEP tenga una formación previa al concurso. Por otra parte, el concurso es uno de 
los elementos que la ANEP quiere promover como forma de acceder a los cargos en forma estable, de manera 
tal que progresivamente estemos asegurando que nuestros cuerpos docentes tengan la idoneidad que en este 
país históricamente y por suerte han tenido siempre que vivimos una instancia democrática. 


Independientemente de esto, la investigación que se va a promover a través de estos cursos ya está 
manifiesta, porque los propios docentes se están aglutinando, no solo en el departamento en el que viven, 
sino con los de otros departamentos, para hacer investigaciones del más amplio abanico que los legisladores 
quieran. A nosotros nos da una inmensa satisfacción que luego de la formación de grado haya una formación 
de posgrado -por llamarla de alguna manera- que genere la mejor formación de los cuerpos docentes de todo 
el país, particularmente de estos dos niveles. 


SEÑOR BONILLA.- Nos resta responder las preguntas más técnicas, que tienen que ver con la 
inversión nacional y el manejo de tipo de cambio de Contaduría y la ANEP. Voy a ceder la palabra a 
los contadores para que informen al respecto. 


SEÑORA NUESCH.- El señor Diputado hizo un comentario acerca de una diferencia en el monto de 
inversiones con respecto a la información de la Contaduría General. Básicamente, esa diferencia se 
debe a que la ANEP incluye en sus créditos y ejecución de gastos los montos correspondientes a 
donaciones y herencias, lo que no es incorporado por el sistema de información financiera del Estado. 
Es decir que la diferencia que el señor Diputado observó entre el monto ejecutado de inversiones de 
ANEP, que es de $ 423:373.000, y el que maneja la Contaduría General de la Nación, que es de 
$ 411:837.000, se debe al monto que representan las herencias y donaciones. 


Los señores coordinadores de los proyectos internacionales explicaron la baja ejecución o las economías en 
los proyectos. Resta explicar la baja ejecución en Rentas Generales en el proyecto 704. Al respecto, quiero 
señalar que al ser proyectos de inversión financiados por Rentas Generales, están dentro del cupo financiero 
que mensualmente la Tesorería General envía al organismo. Por lo tanto, en la apertura de gasto se tomó la 


decisión de establecer un monto bajo de ejecución, cerca del 40%, de los créditos, porque de lo contrario se 
generaría una dinámica de deudas realmente importante. De manera que esta fue una decisión que se tomó 
cuando se hizo la planificación al inicio del ejercicio; se tomó como parámetro un 40% de ejecución, pero, 
como se observa, se ejecutó más de lo previsto. El cupo financiero previsto por Rentas Generales era de 
alrededor de $ 24:000.000 y se ejecutó cerca de $ 50:000.000 en inversiones; por lo tanto, el nivel de 
ejecución previsto por Rentas Generales fue muy bueno en comparación con lo previsto. 


Respecto a las diferencias de cambio, debo decir que la ANEP tiene el privilegio de que sus proyectos de 
inversión internacionales están en dólares; creo que somos de los pocos proyectos que están quedando en 
dólares. Precisamente, a nosotros nos reconocen las diferencias de cambio a medida que se van liquidando 
los gastos. A efectos operativos o prácticos, lo que hace la Contaduría General de la Nación es reconocer la 
diferencia de cambio y dárnosla. Ese es el mecanismo que utiliza la Contaduría General de la Nación para 
reconocernos los créditos y los saldos en dólares. 


SEÑOR CONDE.- En cuanto a la regularización de cargos de Directores, Subdirectores e Inspectores, 
quiero saber si el CODICEN puede llenar satisfactoriamente las necesidades en este sector cubriendo 
las vacantes o si sería necesario crear cargos. Sé los inconvenientes que hay sobre este tema, pero 
quiero tener una referencia concreta sobre este punto en particular. 


También quiero hacer un par de comentarios generales más que tienen que ver con el MECAFP y con el 
MEMFOD. 


En el tomo del Inciso 25 que nos hizo llegar la ANEP, en la página 43, cuando se habla de los objetivos del 
MECAFP III dice: " Expansión del modelo de escuelas de tiempo completo en áreas de contexto 
socioeconómico adverso hasta alcanzar un total de 86.000 estudiantes de entre 4 y 11 años de edad, de modo 
de cubrir al momento de finalizar el proyecto al 20% del total de la matrícula pública de educación inicial y 
primaria". Si no leí mal los datos que tengo por aquí, al momento de finalizar el proyecto estaríamos 
hablando del año 2008. Esta es una pregunta y no una afirmación. Tengo entendido que se maneja el año 
2008, pero quisiera que me aclarara el punto la señora coordinadora. 


La pregunta que quiero hacer es por qué se ha fijado esta meta de 86.000 estudiantes entre 4 y 11 años de 
edad, cuando nos estamos refiriendo a escuelas en áreas de contexto socioeconómico adverso. Digo esto 
porque hay una especie de diferencia importante, por datos que registramos en otros estudios, en otras 
comisiones y provenientes de otras bases de datos, en los que por las mediciones de pobreza infantil que 
tenemos en Uruguay el universo de niños en condiciones de pobreza sería mucho mayor, cercano a una cifra 
que es el doble de la que se maneja aquí. Por tanto, quisiera tener una brevísima explicación general de por 
qué si fija este objetivo de 86.000 estudiantes entre 4 y 11 años de edad para estas escuelas de tiempo 
completo para un contexto socioeconómico crítico. 


El segundo comentario que lleva también a una pregunta tiene que ver con el MEMFOD. En este sentido, 
quiero formular dos preguntas dentro del conjunto de componentes del MEMFOD que están identificados en 
la página 45. En uno de los componentes de los objetivos se expresa: "[...] elevar la cobertura y reducir las 
altas tasas de fracaso escolar, de rezago y de abandono". 


Todos sabemos que a nivel de la educación media este es un problema acuciante que nos cuesta mucho 
sobrellevar; precisamente, en este fenómeno del abandono estriba una de las causas fundamentales de la 
acelerada reproducción de la pobreza en los estratos más jóvenes de la sociedad. La pregunta sería en qué 
niveles de rezago y de abandono estamos actualmente en la educación media. En el plazo de aplicación de 
este programa quisiera conocer qué expectativas de mejoramiento se tiene o a qué distancia estamos de cubrir 
los objetivos. En realidad, lo que quisiera saber es cuán lejos estamos de alcanzar aquellos objetivos que 
consideramos indispensables en una situación social tan crítica de las generaciones más jóvenes que hoy 
tiene el país. 


La tercera pregunta refiere a otro de los objetivos. Se dice: "Tender a la universalización de los docentes con 
formación profesional". Me gustaría conocer o tener una noción general acerca de a qué distancia estamos de 
la universalización de la profesionalización total de los docentes. 


SEÑOR BONILLA.- Quiero referirme a cómo sería el proceso, una vez culminados los cursos en 
marcha de asignación presupuestal, para cubrir lo que serían estos Inspectores, Directores y 
Subdirectores que están hoy cursando para concursar. El señor Diputado nos preguntaba si esto iba a 
ser por la vía del llenado de vacantes o de la creación de nuevos cargos. Creo que ni por una vía ni por 
otra. Más allá de las pequeñas diferencias que seguramente los contadores podrán explicar mejor que 
yo, hoy esos cargos están todos ocupados por interinos. Por lo tanto, hay dotación presupuestal para 
cubrirlos. La única diferencia consiste en que ahora los vamos a cubrir de manera efectiva; no 
necesitamos modificación presupuestal mayor al respecto. No habrá un cambio sustantivo, más allá de 
que creo que hay pequeñas diferencias de remuneración entre un efectivo y un interino; pero esto no 
tendrá impacto presupuestal. 


Con respecto a las preguntas a los señores Directores de los proyectos y en cuanto a la última pregunta, 
puedo adelantar que una de las preocupaciones en lo que tiene que ver, no sé si con la universalización de la 
profesionalización de la docencia, pero sí en lo referente a avanzar fuertemente en eso, debo decir que esa ha 
sido una de las preocupaciones centrales de este CODICEN. El recurso al concurso es uno de los derivados 
de esto y tiene que ver también con una serie de programas vinculados al fortalecimiento de la formación 
docente en formación inicial propiamente dicha y otros -que mencioné al pasar en mi exposición- que tienen 
que ver con el plan de titulación. Se trata de un plan que en un número razonable de años pueda dar el título a 
una serie de docentes que hoy son interinos, ya sea porque son maestros, estudiantes universitarios que no 
han culminado sus carreras o que han culminado sus carreras pero que no tienen formación docente, etcétera; 
hay una amplia gama de casos. Se busca entonces proporcionar un título lo más ágilmente posible a una serie 
de docentes que son idóneos para cumplir esa función. 


Voy a pedir que las demás preguntas sean contestadas por los Directores de los proyectos; quizás, podríamos 
comenzar con la interrogante vinculada al 20%, que es donde tenemos fijado el nivel de pobreza; creo que 
corresponde al programa MECAEP. 


SEÑORA LACALLE.- En cuanto a la pregunta que refiere a la finalización del programa MECAEP 
III debo decir que se maneja el año 2007; serían cinco años de ejecución a partir del 2003. 


Con respecto a los objetivos de cobertura en la expansión del modelo de escuela de tiempo completo, 
aprovecho esta oportunidad para aclarar algo que para mí es muy importante trasmitir siempre: los proyectos 
no dejan de ser eso, proyectos. Son una herramienta del sistema educativo. Un proyecto no va a abarcar todas 
las políticas que tiene el sistema educativo. 


En el caso del proyecto MECAFEP, uno de los objetivos fundamentales es la expansión del modelo de escuela 
de tiempo completo, focalizado a la población de menores recursos. Pero es una modalidad más dentro de 
todas las que tiene el sistema educativo, particularmente el Consejo de Educación Primaria. O sea que la 
responsabilidad del proyecto es atender a esos niños y estas son las metas. Esto no quiere decir que sean las 
únicas políticas dirigidas a los niños en situación de riesgo. 


Por otra parte, el proyecto puede tener como objetivo aquello que es viable. La viabilidad la da lo que afecta 
la apertura de una escuela de tiempo completo a Rentas Generales; no es solo lo que invierte el proyecto. Lo 
que financia el proyecto es prácticamente lo más fácil, que es la construcción de las aulas y la capacitación de 
los maestros, que es mucho más importante que la construcción de las aulas. Sin embargo, Rentas Generales 
luego tiene que hacerse cargo de todos los gastos recurrentes que implica la apertura de una escuela de 
tiempo completo. Los más importantes son las horas docentes, es decir, la duplicación de las horas de los 
docentes para cubrir una jornada completa, además de gastos de alimentación y otros gastos recurrentes. 


En esta ocasión, a través del proyecto MECAEP, el sistema educativo ha optado por un gradualismo. En este 
momento, son 95 las escuelas de tiempo completo. Por cierto que la aspiración sería que la cobertura pudiera 
ser mucho mayor, pero no sería viable por lo que condiciona posteriormente el Presupuesto nacional. 


SEÑOR CONDE.- En cantidad de escuelas, ¿en qué etapa estamos? Por lo que usted dijo, entiendo que 
tenemos 95. ¿Cuántas tendríamos planteadas de aquí a la finalización del programa? 


SEÑORA LACALLE.- Aproximadamente, 140. En este momento, estamos estableciendo una estrategia 
con el Consejo de Educación Primaria, a través de la Inspección Nacional de Tiempo Completo, para 
ver con qué inversión podemos llegar a la matrícula. Hay escuelas de tiempo completo que necesitan 
inversión en infraestructura, pero no necesariamente esa inversión aumenta la matrícula. Estamos 
realizando un listado de escuelas, pero más que de escuelas hablamos de cantidad de aulas, para que 
aumentando las aulas e interviniendo en esas escuelas en infraestructura, podamos aumentar la 
matrícula. No sé si me explico. A veces construimos una escuela entera de tiempo completo, que ya lo 
es, y no aumentamos matrícula, aunque sí estamos invirtiendo los recursos para infraestructura. 


En este momento tenemos una lista preliminar, acordada con la Inspección Nacional de Tiempo Completo, 
para ver cómo llegamos a esa cifra de más de 80.000 niños matriculados al final del proyecto. 


SEÑOR BONILLA.- Faltaría responder sobre uno de los objetivos de MEMFOD, que es disminuir los 
niveles de rezago y de abandono. 


SEÑOR OPERTTI.- En primer lugar, quiero hacer énfasis en lo que indicaba la señora Lacalle en 
cuanto a que los programas son instrumentos que la Administración utiliza para implementar políticas 
educativas en diferentes ámbitos. No es un objetivo del programa en sí mismo, sino de la propia 
Administración que lo explicita a través de un programa, en este caso, de cooperación externa. 


A fin de poder contestar esa pregunta, hay cuatro o cinco puntos a los que me debo referir porque, de otra 
forma, puede quedar descontextualizada del tema del ciclo básico. 


En el año 1995, en el ciclo básico público había aproximadamente 110.000 alumnos. En el período 2002- 
2003 la cifra ascendió a 142.000 alumnos. Quiere decir que en los últimos siete u ocho años, Uruguay ha 
incrementado la educación pública de ciclo básico aproximadamente en 32.000 alumnos. Según los estudios 
que hemos hecho, ellos provienen de los quintiles de ingresos más bajos, de padres que en general no han 
accedido históricamente a la educación formal y que en muchos casos son las primeras generaciones de ciclo 
básico que hay en esas familias. Un dato importante que hace a la democratización matricular es que ha 
variado la composición social del ciclo básico. 


Por ejemplo, si uno toma el año 1990, los alumnos del quintil uno, esto es del 20% de menores ingresos que 
iban al ciclo básico público, eran aproximadamente el 36% de la matrícula. Esto es en base a registros de la 
encuesta de hogares del Instituto Nacional de Estadística. Eso implicaba alrededor de unos 40.000 jóvenes. 
Hoy es el 42%. Esto implica que hoy, en el ciclo básico público, del quintil de más bajos ingresos asistan 
aproximadamente 60.000 jóvenes. Si uno lo toma por el indicador de necesidades básicas, son unos 20.000 y 
si los considera por el de línea de pobreza, son 48.000. 


Hay que tener en cuenta que estamos refiriendo a diferentes indicadores de medición de situaciones. Una 
cosa es la línea de pobreza, que se mide a través de una canasta básica de alimentos y de un estimativo del 
gasto de los alimentos en el hogar; otra cosa son las necesidades básicas, indicador que está asociado 
fundamentalmente a la vivienda, el saneamiento y el agua potable; y otra cosa es pertenecer al 20% de las 
familias de menores ingresos, aun cuando hay correlación estadística entre los tres indicadores. 


Ese crecimiento matricular ha cambiado fuertemente la composición sociocultural del alumnado del ciclo 
básico y también lo está cambiando a nivel de los tres últimos años de educación media. Hoy, en bachillerato 
secundario, según cifras de 2003, estamos hablando de una matrícula que ya está superando los 118.000 
alumnos. Si uno lo suma a lo que está en bachilleratos tecnológicos, veremos que hoy, de alguna forma, en 
educación media superior -es decir, bachilleratos tecnológicos y secundarios- tenemos prácticamente la 
misma cantidad de alumnos que en el ciclo básico. Si uno toma la composición social del bachillerato, si bien 
socialmente es más elitista que el ciclo básico, hay un sector importante, de entre el 20% y el 25% de los 
asistentes actuales al bachillerato, que pertenecen al quintil de más bajos ingresos. 


¿Por qué hacemos este razonamiento? Porque la deserción, básicamente, está penalizando a los sectores de 
más bajos ingresos que van hoy al ciclo básico y al bachillerato. Si uno se atiene a los datos de la encuesta a 
hogares, va a encontrar que donde se empieza a operar el corte de alumnos no asistentes respecto a alumnos 
asistentes es, fundamentalmente, a partir de los quince años. A los quince años, del quintil más bajo de 
ingresos, el 32% no asiste al sistema educativo público. A los dieciséis años es el 44% y a los diecisiete, el 


55%. Quiere decir que la mayoría absoluta de los jóvenes que a los diecisiete años pertenecen al quintil de 
más bajos ingresos no van a la educación pública. 


De alguna manera, con esto quiero señalar que el diagnóstico es claro: que la mayoría absoluta de la 
población que de alguna forma está fuera del sistema por efecto del rezago y, fundamentalmente, de la 
deserción, pertenece a la franja de más bajos ingresos. 


El otro punto es que Uruguay logró universalizar el ingreso. Si uno toma las cifras de ingreso al ciclo básico, 
estamos ante un ingreso prácticamente universal. Si uno compara los ingresos a primer año de liceo con los 
de 6” de Primaria, estamos llegando a un 90% o a un 92% de captación de población egresada de Primaria. 
Entonces, el desafío que la Administración estableció a través del programa MEMFOD fue lograr 
universalizar la retención y el egreso. En definitiva, lo que hoy tenemos es un elevado desgranamiento 
matricular: ingresan muchos, quedan relativamente menos y egresa una minoría relativa en relación con el 
número de estudiantes que ingresa. Ese es el desafío que hoy el sistema educativo está tratando de aceptar. 


¿Cómo intenta contribuir el programa MEMFOD a ese objetivo? A través de apuntalar la diversificación de 
ofertas del ciclo básico y de otros distintos tipos de oferta que permite mejorar la calidad de retención del 
ciclo básico. Por ejemplo, una experiencia concreta que apoya el programa MEMFOD es la posibilidad de 7”, 
8” y 9” en las escuelas rurales. Hoy tenemos 1.800 alumnos, que en 56 escuelas rurales de todo el país están 
cursando séptimo, octavo y noveno del ciclo básico. Si no tuvieran esa oportunidad, no podrían hacerlo en 
otro lugar; por problemas de transporte la accesibilidad sería imposible. 


Los datos de deserción en esas escuelas son sensiblemente inferiores a los datos de deserción que 
encontramos en un liceo urbano o en una escuela técnica urbana. Esto tiene mucho que ver con el perfil del 
maestro, con el apoyo que se da a la escuela rural y con una cantidad de factores de tipo institucional. 
Concretamente, lo que el programa está apuntalando, a través de inversiones en equipamientos, en obras, en 
recursos curriculares, en materiales y, fundamentalmente, en nuevas estrategias sociales, es la diversificación 
de los proyectos de apoyo a los liceos con ciclo básicos y a escuelas técnicas. Se ha hecho un llamado a 
liceos y escuelas técnicas para apuntalar proyectos de tipo social, pedagógico, institucional. Inclusive, hay 
una experiencia muy interesante que está en marcha en la zona fronteriza del país que cubre los 
departamentos de Artigas, Cerro Largo, Rivera y Treinta y Tres. Se trata de proyectos juveniles; son 
proyectos que surgen a partir de las iniciativas que realizan los docentes del espacio adolescente con los 
jóvenes. En este momento, en Uruguay hay en marcha 58 proyectos juveniles que surgieron de la propia 
iniciativa de jóvenes en todo el país. 


Quiero marcar estos aspectos simplemente para reseñar que no hay una sola estrategia; lo que sí existe es un 
problema de deserción muy fuerte, concentrado en los niveles de pobreza estructural del Uruguay, que no 
permite hacer el tránsito del ingreso universal al egreso universal. 


SEÑOR BONILLA.- Voy a hacer un breve comentario con respecto a lo que se ha dicho. Es importante 
comprender que la educación pública hace tiempo que realiza, y sigue realizando -lo ha ampliado- un 
esfuerzo fundamental en lo que hace a la oferta, es decir, a la capacidad de proporcionar el acceso. Ese 
siempre es el primer paso en toda política educativa. Sin abrir los canales de acceso a la educación es 
muy difícil lo que se puede hacer. Inmediatamente que se logra el acceso y se avanza, como estamos 
haciéndolo, automáticamente se plantean los problemas que señalaba el Diputado. Es decir: como 
efectivamente hemos ampliado el acceso del modo que lo hemos hecho, tenemos problemas vinculados 
a la deserción o al rezago, cuya correlación es obvia para todos. Esto requiere de la implementación de 
políticas mucho más finas que hacen tomar políticas compensatorias que permitan disminuir ese 
proceso de aparición del fenómeno del rezago y de la deserción, que aumenta porque aumenta la 
matrícula. Si no los tuviésemos en la matrícula, seguramente habría menos problemas de deserción. Lo 
primero es que cualquier joven o niño ingrese al sistema; es decir, como dije, la primera política básica 
es la de pro acceso. Pero como segunda instancia y con la mayor celeridad posible, siempre es necesario 
instrumentar políticas que hagan a la calidad y que compensen esos programas. Se trata de dos 
políticas que van de la mano y constituyen una atención institucional permanente. 


Simplemente, quería terminar el comentario de los directores del proyecto con estas palabras. 


SEÑOR PONCE DE LEON.- Voy a hacer una afirmación de carácter general y también dos preguntas. 


El porcentaje del Presupuesto Nacional -de acuerdo con la información de la Contaduría General de la 
Nación- de lo que ha ido para ANEP pasó del 11% en el 2001 al 10,26% en el 2002. Podríamos decir que este 
porcentaje bajó de un Presupuesto que creció. Es cierto: estamos tomando lo gastado y lo ejecutado creció 
ligeramente. Pero si tomamos valores absolutos, sumando gastos de funcionamiento e inversiones -a valores 
comparables-, tal como figura en los cuadros confeccionados por la Contaduría General de la Nación - 

Nos. 38 y 39-, llegamos a que la suma total de ANEP es $ 7.651:000.000 en el 2001 y $ 7.155:000.000 en el 
2002, o sea, $ 500:000.000 menos, en valores constantes. 


Naturalmente que no están los legados y donaciones, pero no figuran en ninguno de los dos casos y, de todas 
maneras, no tengo los datos como para plantearlo. Quiere decir que hay una disminución de lo que el 
Presupuesto Nacional dedica a ANEP. 


No tenemos por qué dejar de reconocer que, en términos comparativos con otros Incisos, se le haya dado 
asignaciones. Naturalmente que si el porcentaje baja es porque hay otros porcentajes que suben. 


Esta es la consideración que quería hacer. 


Una de las preguntas complementarias que deseo formular tiene que ver con la alimentación. A partir de la 
información brindada, que ha sido exhaustiva y clara, llegamos a la conclusión de que, en este rubro, ANEP - 
sin decir que las cosas sean fáciles- ha tenido la cooperación del Ministerio de Economía y Finanzas -si no 
entendí mal- y, por lo tanto, las escuelas se encuentran básicamente cubiertas. En la página 61 del documento 
que se repartió notamos que lo que sí ha bajado es la participación de la alimentación tercerizada con relación 
a la tradicional. Suponemos que eso no tiene nada que ver con disponibilidad de recursos sino con un mejor 
rendimiento. Lo único que nos preocupa es estar seguros de que en este aspecto, hoy, ANEP se encuentra con 
sus necesidades básicamente cubiertas. 


La segunda pregunta que voy a formular es muy concreta. En este marco de crisis del país, nos preocupa 
mucho todo lo que tiene que ver con innovación. Nos parecen bien interesantes los contenidos de los 
proyectos en cuanto a innovación educativa, en particular el proyecto que ya ha conectado 500 centros -según 
informaba el Presidente de ANEP- "on-line". Me rectifico: ahora se trata de más de 300 centros; se llegará a 
500 a fin de año. En términos conceptuales y en cuanto a la previsión presupuestal -porque naturalmente eso 
tiene un costo; es posible que figure, pero en este mar de cifras no siempre ubicamos la información-, me 
preocupa saber cuál es el contenido que va a circular dentro de los portales y de las páginas "web". Es decir, 
como es muy claro y obvio decir en este ámbito: lo que importa es el contenido de los libros, no su forma. 
Aquí cambiamos la forma. Entonces, hay una preocupación de nuestra parte por saber a dónde se está 
apuntando en cuanto a la elaboración de contenido para ese despliegue que, sin duda, vemos como muy 
positivo. 


SEÑOR BONILLA.- En cuanto a lo planteado por el señor Diputado Ponce de León, las cifras de 
Contaduría estarían dando un 0,7% menos del presupuesto de ANEP sobre el Presupuesto Nacional. 
Se trata de cifras que personalmente no conozco. No sé cómo ha discurrido la dinámica del 
Presupuesto en su conjunto. Suele haber pequeñas discrepancias. Recuerdo que cuando armamos el 
presupuesto teníamos puntos de partida diferentes entre Contaduría y nuestros datos. Si hay alguna 
explicación al respecto, solicitaría a los contadores que complementasen la respuesta. 


Me parecen importantes y sustantivas las otras dos preguntas del señor Diputado Ponce de León. 


En primer lugar, me voy referir al programa de alimentación. No tengo a mano el número de escuelas, pero sí 
recuerdo la matrícula que, grosso modo, es de 223.000 niños en el año 2000; este año esa cantidad debe 
haberse incrementado 


Puedo asegurar a los señores Diputados que gran parte de este gasto -que no es tal; en el fondo, es una 
inversión- proviene del impuesto de Primaria; creo que esto debe ser dicho, porque hace a la calidad de la 
ciudadanía uruguaya. Todos sabemos lo que sucedió con la recaudación impositiva del país. Sin embargo, la 
recaudación del impuesto de Primaria no disminuyó sino que creció un 7,5%, lo que habla muy bien de los 
ciudadanos de este país. 


De todas maneras, la recaudación de este impuesto no fue suficiente para cubrir el incremento de la cobertura 
alimentaria que tenemos en Primaria. Por lo tanto, debimos recurrir -lo mencioné cuando hice referencia a los 
refuerzos presupuestales- al Ministerio para que nos reforzara el rubro alimentación, que no era suficiente. 


También debo agregar que ha existido una disminución de la alimentación tercerizada. El Consejo de 
Educación Primaria ha disminuido significativamente -aquí esta su Directora y podría decirlo mejor que yo- 
el aporte de alimentos bajo la forma de bandeja y ha pasado a la alimentación a granel. En muchos casos 
también ha crecido el programa de alimentación escolar tradicional de Primaria. Entonces, creo que la 
disminución puede provenir de ahí. 


Quiero dejar tranquilos a los señores Diputados en este tema -en particular, al ingeniero Ponce de León- y 
decirles que en el año 2003 -que está fuera de lo que estamos tratando-, si bien nos mantenemos con un 
número de escuelas más o menos similar y la matrícula seguramente va a aumentar, sí hemos cambiado la 
calidad de la oferta, multiplicando casi por cuatro el componente de lácteos que tenía en 2002 la alimentación 
escolar. Además, durante los tres meses del invierno, en un número restringido de escuelas -pero no menor- 
estamos dando alimentación durante los días sábado. Si sumamos esto a lo que hacemos en el verano, 
veremos que la educación pública nacional está haciendo un esfuerzo significativo, para el cual ha contado 
no solo con los ciudadanos sino también con el aporte del Ministerio de Economía y Finanzas. 


Creo que en este tema estamos trabajando bien. El programa de alimentación escolar del país puede llegar a 
ser un ejemplo, seguramente, a nivel continental. 


Con respecto al programa de conectividad educativa, el señor Diputado Ponce de León plantea una 
preocupación que es de todos, porque hace a una transformación mayor del sistema de educación del país. 


Presupuestalmente, existen algunas dificultades. Hemos tenido apoyos internacionales. Aunque es 
enormemente complejo -el señor Diputado Ponce de León es ingeniero, así que conoce el tema- el proceso de 
conexión de los casi 3.000 centros -también hay que conectar centros administrativos del sistema- no es lo 
más complicado. Lo más difícil es lograr una transformación interna del sistema de educación uruguayo, a fin 
de que sepa producir los contenidos para el Programa de Conectividad Educativa. Se trata de una revolución 
silenciosa, que se está haciendo en todas partes del mundo. Hoy leía en un diario -seguramente algunos de 
ustedes lo habrá visto- que en Estados Unidos se consume más Internet que televisión; un titular decía 
"Internet desplaza a la televisión". Quienes tienen mi edad recordarán lo que sucedió cuando apareció la 
televisión; fue una revolución total. El proceso de transformación de la educación pública no puede obviar las 
nuevas tecnologías. Esto plantea abiertamente la producción de sus contenidos. 


A una escala todavía muy modesta, hemos realizado algunos trabajos en este sentido. Solicito a la Gerente 
General de Planeamiento del CODICEN, magister Sonia Scaffo, que nos dé una breve idea de cómo se está 
trabajando en la creación del portal, de los contenidos educativos y de la educación a distancia. 


SEÑORA SCAFFO.- Coincidiendo con lo planteado por el señor Diputado y reafirmado por el 
Presidente del Consejo Directivo Central, debemos decir que el problema fundamental en estos temas 
es la calidad y está ubicado en los contenidos. Una vez que se hayan resuelto los problemas tecnológicos 
de conexión y de mantenimiento, lo central que dará continuidad a esto son los contenidos. 


Como se trata de un proceso relativamente reciente para la Administración, lo pueden apreciar como 
innovaciones y también lo pueden apreciar distribuido en varios componentes del sistema, que tienen el 
elemento agregado de articularse entre ellos para que esto, una vez instalado, funcione. 


Para ser breve, voy a mencionar tres aspectos esenciales que están directamente vinculados con los 
contenidos. 


En primer lugar, existen grupos técnicos que están trabajando y desarrollando no solo la fase de planificación 
sino también la de implementación de estos elementos. Lo hacen centrados básicamente en un primer punto: 
los docentes tienen que estar preparados para el uso de los nuevos recursos que dan las tecnologías, 
integrándolos a las tecnologías ya existentes. Por lo tanto, como se puede apreciar, hay un conjunto de 
programas de formación, de Internet educativa y de usos de la "web", que apuntan, justamente, a la 
formación y capacitación de los docentes para que puedan utilizar ese conocimiento en sus clases. 


Esto implica que, en materia de contenidos, el docente va a estar en condiciones de hacer, básicamente, dos 
tipos de acciones. Primero, en cuanto a los contenidos educativos ya existentes, deberá buscar la manera de 
traducirlos al nuevo soporte tecnológico, si se estima conveniente hacer la evaluación de la importancia del 
nuevo recurso y poder aplicarlo. Segundo, también deberá estar en condiciones de elaborar nuevos 
contenidos para esa nueva incorporación de temática. 


Es decir que el primer elemento es formar a los docentes para su trabajo con los nuevos contenidos. 


En segundo término, se trata de trabajar con los "software" que existen -muchos de ellos llegan por vía 
comercial- para que se evalúe su valor educativo y la pertinencia o no de incorporarlos al sistema, haciendo 
los ajustes que corresponda. Esta es una segunda tarea, que se está haciendo paralelamente. 


En tercer lugar, debemos ingresar en un campo no menor, que es conocer la normativa del manejo de un 
mundo virtual con respecto a colocar en estas nuevas tecnologías materiales, que tienen otro soporte, y 
aprender el mundo jurídico y los mecanismos que hacen que las páginas institucionales tengan este 
contenido. 


Se trata de tres líneas de trabajo en las que se está marchando; ustedes verán que figuran en la descripción de 
los programas. 


Se ha logrado montar páginas "web". En principio, lo hicimos artesanalmente, porque la inversión en 
plataformas todavía no está definida y es muy cara. Disponemos de un portar oficial, cuya dirección 
electrónica es: www.anep.edu.uy. En el marco del Programa de Conectividad Educativa -que no es exclusivo 
de la ANEP sino que es compartido con la Presidencia de la República y ANTEL- también hay un portal con 
la siguiente dirección: www.conectividad.anep.edu.uy. O sea que tenemos un portal exclusivo institucional y 
otro programa compartido con ese programa. 


SEÑOR PONCE DE LEÓN.- Sin duda, la generación de contenidos es uno de los grandes desafíos. En 
el pasado, las herramientas que han sido útiles para generar contenidos en libros han sido no 
solamente lo programado sino el llamado a concurso, a la presentación de obras. Me permito sugerir si 
no se puede agregar -si no existe- un componente de llamado absolutamente abierto, porque el 
Uruguay tiene miles de docentes y de usuarios de computación. Tal vez nos llevemos alguna sorpresa y 
algunos de los que generen en esta zona de innovación sean muchachos muy jóvenes que viven en un 
mundo que a nosotros nos cuesta esfuerzo percibir de la misma manera. 


Es una idea de bajo costo que puede aportar un estímulo a la creatividad. 


SEÑOR BONILLA.- Concordamos con la visión del tema del señor Diputado Ponce de León; 
claramente, existe un problema generacional de por medio. Hay jóvenes con una capacidad creativa 
infinita. Ya hicimos un llamado parcial dentro del programa de conectividad educativa hace 
aproximadamente un mes en el área de ciencias de la naturaleza y ciencias duras, matemáticas, 
etcétera, abierto a todos los candidatos. Sabemos que hay un mundo que está naciendo y que no 
siempre se ve reflejado institucionalmente. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- No soy técnica en estos temas, pero como Representante Nacional recibo 
preguntas y demandas de la gente. 


Una pregunta reiterada que he recibido es sobre el nivel de los egresados del sistema CERP y una queja en 
ese sentido. No tengo como evaluar esto porque, como ya dije, no soy técnica en la materia, pero llama mi 
atención que esto se me haya repetido con tanta insistencia, comparativamente con los otros egresados de las 
otras modalidades de formación docente. 


Asimismo, quisiera compartir una reflexión y saber si realmente tiene que ver con la deducción que yo saqué. 
Tengo entendido que el cambio en la modalidad de recaudación del Impuesto de Primaria, es decir, la 
emisión de recibos, fue la causa de que aumentara la recaudación. Me interesa saber si esto es así por el tema 
impositivo en general, no tanto por ANEP, porque hasta ahora mucha gente no se había dado por enterada - 


más allá de la publicidad-, en la medida en que ese papel no llegaba a su domicilio. Creo que, además, la 
recaudación aumentó porque algunas personas pagaron deudas atrasadas. 


Por otra parte, quería dejar dos comentarios porque son cosas que vienen de la gente. Me refiero al 
mantenimiento de la estructura edilicia y su costo. A todos los organismos del Estado que pasan por acá les 
hago la misma pregunta: ¡cuál es el costo del metro cuadrado que están gastando?. Permanentemente 
recibimos quejas de carencias en cuanto a vidrios, patologías de los edificios, cuestiones sanitarias, etcétera. 
Es como un goteo permanente. 


En cuanto al tema de la alimentación, vengo diciendo desde hace mucho tiempo que tanto los trabajadores de 
la salud como los de la docencia están en la primera línea de fuego para medir la crisis, porque lo hacen en 
forma directa. Conversando con Directoras de escuelas de los puntos más variados del país he notado que la 
principal preocupación, más allá de la curricular, es que todos los niños hayan comido antes de irse. A mí eso 
me ha dejado una preocupación, porque comparto la prioridad elemental de la supervivencia, pero me deja la 
duda en cuanto a la cantidad de recursos de que dispone ese personal que está en la primera línea de fuego 
para asumir a cabalidad su responsabilidad. 


Por último, quisiera dejar un comentario que tiene que ver con la deserción. Quisiera saber cómo se encara 
desde el punto de vista de la educación la deserción de una cantidad de adolescentes que quedan 
embarazadas. Son 2.000 los nacimientos de madres adolescentes registrados en el Hospital Pereira Rossell, 
pero hay otros en otras partes del territorio. 


SEÑOR BONILLA.- Con respecto al Impuesto de Primaria, nosotros no introdujimos ninguna 
transformación fundamental en el mecanismo de cobro hasta el 2003. Es decir que el incremento en la 
recaudación no está vinculado con el sistema de entrega de recibos. Es cierto que nuestra intención es 
mejorar la recaudación por esa vía, pero la mejora fue previa y no está vinculada con la introducción 
del sistema de cobro por facturas sino con una mejor gestión y con la publicidad, y con la voluntad de 
los ciudadanos que, aun en un momento muy difícil para todos, supieron estar ahí cuando era 
necesario. 


En lo que se refiere a la prioridad de la alimentación en un momento de crisis en el marco de una institución 
educativa, es un tema de equilibrio y de una ponderación delicada. Un primer reflejo ético hace evidente que 
la preocupación por que los niños salgan de la escuela habiendo comido es por demás atendible, pero no 
debemos olvidar que la institución es ante todo educativa. Por lo tanto, hay un equilibrio a mantener, porque 
tampoco sería razonable que la ANEP se transformara en una herramienta de la política alimentaria, cuando 
es el eje de las políticas educativas. 


Por lo tanto, tenemos que ser muy ponderados en esto y mantenernos siempre sobre la base de cuál es el 
soporte alimentario que necesitamos dar para poder cumplir la tarea educativa. 


En materia de recursos, creo que la respuesta al señor Diputado Ponce de León va en el sentido de que 
tenemos una razonable certeza de poder ir sosteniendo esta situación que esperamos sea excepcional y no 
permanente, y que después podamos tener una matrícula de comensales estables y no en crecimiento. 


Efectivamente, todo el Estado uruguayo tiene un problema en lo que hace a una política de mantenimiento de 
los edificios. Quizás, con la única excepción de algunas empresas públicas que son particularmente dotadas 
en cuanto a recursos, el Uruguay, en mi opinión, es un país que cuida mal sus edificios públicos. 


Precisamente, una de las enormes virtudes de destinar estos recursos que se obtuvieron por la venta de un 
porcentaje de las acciones de la playa de contenedores, fue que dio al CODICEN una esperanza de poder 
fundar una política de mantenimiento de locales. Es decir, que estos US$ 17:000.000 sean el punto de partida 
de una política permanente. Dentro de un año se nos van a acabar, pero tenemos la posibilidad de generar ya 
un rubro que sea especificamente para mantenimiento. Aunque tenemos un 704 -que creo se llama 
"Mantenimiento”-, siempre se usa fundamentalmente para mantenimientos urgentes o para nuevas 
inversiones; no hay un mantenimiento sistemático. Por eso es que tenemos ese problema y tanto más lo 
tenemos cuando estamos ampliando de manera muy rápida el parque edilicio de la educación. Creo que los 
fondos de la playa de contenedores, con sus más de quinientas obras -en su mayoría son pequeñas obras 


pensadas precisamente para fundar esta política- nos permitirán echar las bases de esa política que creo 
necesitamos con bastante intensidad. 


Con respecto al costo del metro cuadrado de construcción podemos tener varias respuestas: una por 
MECAEP y otra por MEMFOD. Luego quedaría el nivel de los egresados del sistema CERP y los casos de 
deserción por embarazo precoz a lo que hará referencia la consejera Tornaría. 


SEÑOR OPERTTI.- El costo por metro cuadrado es distinto según el tipo de construcción. El costo de 
obra nueva es diferente al de reparación o al de rehabilitación. 


El promedio general que estamos manejando hoy varía entre US$ 200 y un máximo de US$ 300. 
Originalmente, cuando fueron proyectados ambos programas, el costo por metro cuadrado fue estimado en 
US$ 500, que era aproximadamente el valor que históricamente ANEP había tenido en inversión en los 
últimos diez años. Hoy estamos en un costo real, lo que ha permitido que en ambos programas los objetivos 
de inversión se hayan aumentado con relación a las metas iniciales y en virtud de la mayor eficiencia del 
costo por metro cuadrado. 


SEÑORA TORNARÍA.- La señora Diputada señalaba la preocupación acerca del nivel de egresados de 
los Centros Regionales de Profesores. Yo quería recordar lo siguiente. Los Centros Regionales de 
Profesores rompieron con el monopolio montevideano para la formación de profesores de educación 
media. Hoy son seis. Desde el año 1996 al 2002 hubo ochocientos veinte egresados de estos centros 
regionales de formación de docentes. Yo diría -estoy hablando como profesora de formación docente- 
que entre los egresados de los centros regionales, debe haber muy buenos docentes, buenos docentes y 
medianos docentes, igual que sucede con los egresados de los Institutos de Formación Docente del 
interior del país y del Instituto de Profesores Artigas. 


¿Cómo medimos el nivel? Bueno, yo diría que la medición del nivel está en dos espacios: en la calificación 
que reciben los estudiantes de los Centros Regionales de Profesores de sus profesores -los que los acompañan 
durante los años de formación-, y en el desempeño profesional dentro de los subsistemas, que analizan los 
inspectores vinculados en este caso a Secundaria y a UTU. 


No existe evidencia empírica de que haya preocupación desde estos espacios, por profesionales, en cuanto al 
nivel de egresados de los Centros Regionales de Profesores. 


Lo que sí podría afirmar es que como toda innovación tuvo resistencias en nuestro país; como toda 
innovación que rompe monopolios tiene resistencias en nuestro país. Pero hoy, una vez que se ordenan los 
egresados de todo el país, una simple mirada a la lista del ordenamiento para acceder a las horas, nos muestra 
que se intercalan armónicamente con los egresados de otros centros de formación u otras modalidades. 


Desde el punto de vista de quienes los forman, los seis centros regionales de profesores creados a partir de 
1996 cuentan con un plantel de docentes porcentualmente calificados a través de concursos de oposición con 
los que se abrió con voluntad total todas las áreas de conocimiento. Se trata de concursos abiertos que se 
fueron desarrollando hasta el año 1999, comenzando por los Directores de los Centros y siguiendo por los 
profesores de todas las asignaturas. Son profesores ganadores de concursos, porcentualmente más fuertes que 
cualquier otro de los centros de formación de profesores del país. Eso nos da una garantía desde el punto de 
vista profesional, a mi entender, muy fuerte. 


Con respecto al otro tema que planteaba la señora Diputada, no tenemos evidencia empírica de la cuantía del 
impacto del embarazo adolescente o precoz sobre la deserción. Por lo menos, yo desconozco que se 
discrimine el impacto del embarazo adolescente. Quienes estamos o estuvimos en el ejercicio de la docencia 
sabemos que puede ser una de las causales; no creo que sea de las más fuertes. De todas maneras, sí se 
muestra que constituye un problema. Porque la política de universalización hacia la que caminamos en 
preescolares -de la cual hablaba el Director Nacional al comienzo de su exposición- nos muestra -más allá de 
los chiquitos que ingresan a la educación pública en números significativos-, un efecto colateral hacia madres 
jóvenes que habían abandonado el sistema y que reingresan en alguno de sus niveles una vez que tienen 
asegurada la contención de su problema. Por lo tanto, creo que es un factor a estudiar. 


A su vez, este Consejo Directivo Central tiene como una de sus preocupaciones fortalecer las políticas que 
tengan que ver con el manejo de una sexualidad responsable, libre e informada, acciones que se están 
desarrollando en cualquiera de los subsistemas, pero que necesitan quizás un fortalecimiento con políticas 
innovadoras. Por ejemplo, en el caso del programa al que se refería el Director Nacional que se piloteó 
durante el 2002 y que arranca en seis departamentos del país -me refiero al Programa de Infancia y Familia-, 
uno de los componentes está dirigido a la educación para la sexualidad y a la prevención del embarazo precoz 
y su continentación, fundamentalmente para la población entre las edades claves de impacto de este 
problema. 


SEÑOR POSADA.- Corresponde agradecer la presencia de las autoridades de la educación en la 
Comisión de Presupuestos integrada con la de Hacienda. 


Toda la información en relación a la educación es muy importante, pues entendemos que la inversión en 
conocimiento es donde el país tiene cifradas sus esperanzas de hacer la diferencia hacia el futuro en la calidad 
de vida de todos los uruguayos. 


No vamos a realizar preguntas que se refieran expresamente a la Rendición de Cuentas, pero como nos ha 
llegado información sobre eventuales designaciones o creaciones de cargos resueltos por el Consejo 
Directivo Central en relación al Consejo de Educación Secundaria, nos parece oportuno recabar las 
respuestas de parte de los integrantes el CODICEN respecto al Acta N* 7, Resolución N* 21 -tengo entendido 
que es de este año-, en la que se plantea la creación de 120 cargos en el Escalafón F, Auxiliares de Servicio, y 
53 cargos en el Escalafón C, Auxiliares Administrativos. 


En tal sentido, lo primero que queremos saber es cuál es la norma que ampara estas creaciones de cargos. 


SEÑOR SILVA.- Las creaciones de cargos en la órbita de la educación están reguladas por leyes 
anteriores, que fueron ratificadas por la última ley de Rendición de Cuentas, si no me equivoco en su 
artículo 28, que mantiene la vigencia de las leyes anteriores -no las tengo sobre mi mesa ni recuerdo el 
número-, que faculta a la Administración Nacional de Educación Pública a proceder a la designación 
de dos escalafones: Escalafón C, Administrativo, y Escalafón F, Auxiliares de Servicio. 


En base a esa normativa, la Administración puede proceder a las designaciones. Reitero que está ratificado 
por el artículo 28 de la última ley de Rendición de Cuentas. 


SEÑOR POSADA.- Quiero corroborar la información brindada por el señor Secretario General del 
CODICEN. 


En ese artículo 28 de la Rendición de Cuentas de 2002 se establece: "Se requerirá la previa autorización del 
Poder Ejecutivo para la aplicación del artículo 4” de la Ley N* 16.127, de 7 de agosto de 1990, así como toda 
causal de excepción dispuesta a la aplicación del artículo 1” de la citada ley. Dicha autorización previa no se 
requerirá para el caso de lo dispuesto en el artículo 38 de la Ley N” 16.170 [...]", que es acá donde queda 
comprendida la ANEP. 


Entonces, en función de esto quisiéramos formular algunas preguntas complementarias. ¿Esto obedece a la 
existencia de vacantes? 


SEÑOR BONILLA.- En general, en todos años, en los meses de febrero o marzo, cuando se inician los 
ciclos educativos, la ANEP procede a la generación de una serie de posiciones docentes o no docentes - 
en este caso el señor Diputado se está interesando por las no docentes-, en función de las proyecciones 
de la matrícula que, como hemos visto, viene creciendo. 


El financiamiento presupuestal de esas posiciones, de acuerdo con nuestra Contaduría, y con el Ministerio de 
Economía y Finanzas, pueden ser vía vacantes existentes o vía generación de nuevos cargos. No creo que 
haya una regla para todos los casos. Generalmente son cargos contratados, excepto los docentes que tienen un 
estatuto especial. 


No es más que un acto rutinario; siempre se hace al principio del año porque generalmente la matrícula se 
expande. La gran discusión se da en torno a la creación de los nuevos cargos docentes. En el 2002 se crearon 
cargos docentes; en el 2003 se crearon cargos docentes. Quiero hacer hincapié en el 2002 porque he visto que 
en la prensa se afirmó que no se crearon cargos, pero sí se hizo para educación inicial y para tiempo 
completo, sobre todo en Primaria. En Secundaria se crearon nuevas horas -la docencia se ejerce a través de 
horas docentes- y en el 2003 se procedió igual 


En este caso la pregunta se realiza con respecto a las personas de los Escalafones Administrativo y Auxiliar 
de Servicio. Todo somos conscientes de que hay una carencia importante en tal sentido en Secundaria, y 
tuvimos los recursos como para poder generar esos cargos. Reitero que no sé si todos vienen de vacantes o 
son nuevas generaciones. 


La contadora me acota que vienen de vacantes. 


SEÑOR POSADA.- Quisiera saber cuáles son los criterios que se han utilizado para llenar estos cargos 
que supongo serán diferentes, ya sea para uno u otro escalafón. 


SEÑOR BONILLA.- En la resolución que el señor Diputado traía a colación -no recuerdo exactamente 
su redacción-, en la medida en que ese personal iba a ser designado por nosotros y que iba a cumplir 
funciones en el Consejo de Educación Secundaria, requerimos la opinión de este Consejo para que nos 
indicara el camino a seguir. 


SEÑOR CARBONELL.- Para terminar de aclarar lo que se estaba hablando, quiero decir que el 
Consejo de Educación Secundaria envió los números correlativos de vacantes de Educación 
Secundaria al Consejo Directivo Central. No hay ninguna duda de que se trata de cargos vacantes. 


De acuerdo con lo que determinó una Resolución del 1991 o 1992, que fue la última vez en la que se 
estableció la cantidad de cargos que había en cada uno de los Consejos Desconcentrados -también en 
CODICEN-, debo decir que el Consejo de Educación Secundaria cuenta con menos de la mitad de los 
funcionarios administrativos que figuran allí y con aproximadamente la mitad de los funcionarios de servicio, 
aun cuando ha crecido la cantidad de locales. Solo para dar un idea, desde 1995 hasta hoy, solo en 
Montevideo, hemos crecido en un 20% en la cantidad de locales. 


Hoy se habló de la matrícula. Precisamente, para dar un número redondo, puedo decir que desde 1995 a la 
fecha, la matrícula del bachillerato diversificado en los turnos diurnos se duplicó. De ahí se puede deducir 
con cierta facilidad la necesidad que tenemos de personas trabajando, con un elemento adicional: felizmente, 
se ha trabajado muchísimo en lo que tiene que ver con la gestión y con su modernización, haciendo uso de las 
nuevas tecnologías. Gracias a esto, hemos disminuido la cantidad de funcionarios administrativos necesarios 
en la siguiente relación: antes se calculaba un funcionario administrativo cada 5 grupos que funcionaban en 
Secundaria, mientras hoy se calcula uno cada 12 o hasta 15 grupos. O sea que estamos casi en un tercio, 
como consecuencia de haber trabajado fuertemente en esos aspectos de modernización de la gestión. 


Respecto a la designación, se han propuesto nombres -el Consejo Directivo Central no ha tomado resolución 
hasta el momento- de personas. En primer lugar, de aquellos funcionarios contratados por las APAL que 
todavía se mantenían trabajando -en los últimos años, muchas APAL han dejado de contratar gente en 
función de las dificultades para recaudar dinero-, con una antigúedad mayor al año; en casi todos los casos es 
mayor a dos años. En segundo término, se tomaron las solicitudes planteadas en el registro que tiene el 
CODICEN. Tenemos un banco de datos con todos aquellos que aspiran a trabajar, que se viene formando 
desde hace unos 8 o 10 años. Allí figuran los datos de muchas personas; hay familiares de funcionarios o 
gente de fuera del sistema. Elegimos a los funcionarios administrativos en función de la calidad de sus 
certificaciones y a los de servicio en base a sus referencias, completando la nómina que se había empezado a 
formar con los funcionarios contratados por las APAL, que en este momento está a estudio del CODICEN. 


Por otro lado, por suerte, estamos teniendo aportes de funcionarios públicos que están siendo redistribuidos y 
que en este momento ya se están haciendo cargo de la función. Además, se está planteando como solución 
que las APAL puedan volver a contratar, por lo menos en algunos casos, funcionarios para la limpieza, a 
través de una forma de financiación que no está definida exactamente. La instrumentación de esta medida se 
está considerando por parte del CODICEN, pero es un compromiso que existe por parte del Ministerio que 


quiero destacar, porque eso va a mejorar muchísimo la situación y nos permitirá completar la cantidad de 
funcionarios de servicio, los que ahora hacen falta. Esto es independiente de lo que se habló hace un rato en 
cuanto al otorgamiento de becas a estudiantes de los liceos para que trabajen en la limpieza de los mismos. 


SEÑOR POSADA.- Quisiera saber si al margen de esta situación en el Consejo de Educación 
Secundaria, hay alguna resolución similar del CODICEN con respecto al Consejo de Educación 
Primaria y a la UTU, tanto en lo que refiere a la creación de cargos de auxiliares de servicio, como de 
cargos administrativos. 


SEÑOR BONILLA.- Creo recordar que había algunos casos similares en lo que refiere al Consejo de 
Educación Técnico-Profesional. En Enseñanza Primaria existe la tradición de las Comisiones de 
Fomento. A ese nivel hemos podido regularizar rápidamente la situación, precisamente por esa 
tradición, que permitió tener la capacidad de gestionar el nuevo sistema de financiamiento de quienes 
son contratados por las Comisiones de Fomento -no es que sean funcionarios-; esa gestión reposa sobre 
el aparato de Primaria. Entonces, esto permitió que Primaria solucionase el problema por esa vía, y de 


algún modo paliar la crisis que pasaron muchas de las Comisiones de Fomento. 


En el caso de Enseñanza Secundaria, primero, no todas las APAL tuvieron la estructura y la tradición que 
tuvieron las Comisiones de Fomento escolar, y además seguramente la crisis las golpeó, y por lo tanto se 
sintió más. 


Creo que también tenemos alguna designación pendiente en el caso del Consejo de Educación Técnico- 
Profesional, pero el grueso de aquella resolución tenía que ver con Enseñanza Secundaria, y tenemos 
fundadas esperanzas en que se termine de solucionar el problema de la limpieza con la superposición de estos 
mecanismos. Efectuaremos nombramientos donde la carencia es más notoria y grave, y pondremos a 
funcionar las APAL en sus Comisiones de Fomento de Escuelas Técnicas. Estamos trabajando con el 
Ministerio para aplicar el modelo de Primaria a los otros dos subsistemas, que sería lo ideal, aunque no es 
sencillo porque tuvimos algunas dificultades de organización del trabajo con el Banco de Previsión Social. 


Por otra parte, estamos recibiendo, aunque no con la suficiente fluidez, personal de servicio que viene por 
redistribución. Fundamentalmente, yo he visto pasar funcionarios de AFE, pero sabemos que está en trámite 
de redistribución personal del Correo. 


Finalmente, contamos con este sistema de becas, que tiene la virtud de vincular a los jóvenes de una manera 
peculiar con su centro de trabajo. En muchos países del mundo desarrollado, quienes se encargan de la 
limpieza ligera de los centros educativos son sus alumnos. 


SEÑOR POSADA.- Voy a realizar algunas reflexiones a este respecto, en función de las respuestas 
brindadas. 


En primer lugar, está claro que en lo que refiere a Enseñanza Primaria, el acierto de introducir el artículo 541 
en el proyecto de ley presupuestal permitió solucionar una situación donde el Estado estaba notoriamente en 
falta, porque de alguna manera había propiciado que las Comisiones de Fomento contrataran auxiliares de 
servicio por los que muchas veces ni siquiera se realizaban los aportes al Banco de Previsión Social. O sea 
que desde ese punto de vista nos alegramos de que esta situación haya llegado a un buen término, en función 
de lo que disponía dicha norma presupuestal. 


Una situación similar se vivía con los funcionarios auxiliares de servicio contratados por las APAL en cuanto 
a la inexistencia de aportes. En consecuencia, solucionar esas situaciones a través de estas designaciones que 
está promoviendo el Consejo de Educación Secundaria me parece adecuado, porque viene a dar satisfacción a 
otra situación donde el Estado uruguayo también estaba en falta. 


Ahora bien: hasta acá lo que nos parece resaltable como una decisión adecuada. A partir de allí, nos parece 
claro que las provisiones de cargos en lo que refiere a auxiliares de servicio debe ser realizada, previa prueba 
de suficiencia médica, a través de sorteo. Lo peor que puede pasar es que en estas designaciones no exista 
transparencia por parte de los organismos públicos. En particular, en lo que refiere a la designación de 
funcionarios administrativos, la propia norma presupuestal que habilitó en la Rendición de Cuentas este tipo 


de contrataciones de alguna manera está marcando un criterio. El artículo 31 de la Rendición de Cuentas 
debería ser una clara señal en el sentido de cuál es el camino que deben utilizar los distintos organismos 
públicos a la hora de designar funcionarios. Si este mecanismo es válido para los contratos a término, mucho 
más deberían serlo cuando hablamos de designaciones que responden al llenado de vacantes. 


Entonces, parecería claro que lo que establece el artículo 31 -que, obviamente, no está referido en forma 
expresa a este tema que estamos tratando, pero que sí marca por parte del Poder Legislativo un criterio en lo 
que refiere al llenado de vacantes- debería ser seguido por todos los organismos públicos. De lo contrario, 
nos estaríamos haciendo trampas al solitario. 


Sinceramente, me parece que hacer designaciones a partir de las postulaciones que se hicieron llegar al 
Consejo de Educación Secundaria es un mecanismo para nada aconsejable desde el punto de vista de la 
transparencia. Si hay vacantes en determinados organismos del Estado, lo lógico sería que todos los 
ciudadanos de este país que estén en condiciones de ocuparlas estén al tanto de ellas. 


Entiendo que en estas cosas, de una vez por todas los uruguayos tenemos que dejar de hacernos trampas al 
solitario y tener un único discurso. Con la aprobación de una norma como el artículo 31 se trata de sentar un 
mecanismo a utilizar en adelante. El artículo 31 establece que la provisión de los contratos prevista en el 
artículo 30 se realizará mediante llamado público abierto y la selección se efectuará a través de concursos de 
mérito y antecedentes. Esto es lo que corresponde; esto es lo que significa actuar con transparencia. Creo que, 
lamentablemente, esto no sucedió en este caso. Pero como, por suerte, todavía no se ha procesado la 
designación por parte del CODICEN, espero que puedan corregir esta decisión y actuar en función de este 
camino indicado por la Rendición de Cuentas aprobada el año pasado. 


SEÑOR CARBONELL.- Quiero informar que estábamos realmente en una situación muy 
comprometida ya que debíamos cubrir las necesidades que teníamos. 


La decisión nos llevó bastante tiempo, porque el número de funcionarios que se va a contratar es bastante 
inferior a los que necesitamos para que el servicio funcione normalmente. De modo que hubo que hacer un 
estudio muy detallado de dónde ubicarlos para obtener el mejor resultado posible. 


Luego de una larga discusión en el Consejo, se recurrió a un mecanismo de esta naturaleza como forma de 
solucionar el problema rápidamente, luego del tiempo que tardamos en determinar en qué lugares ubicarlos. 
En esto se fue absolutamente estricto, porque cuando no se actúa con transparencia, a veces, se nombran 
funcionarios para desempeñar tareas donde no son necesarios y sigue habiendo carencias en aquellos lugares 
donde realmente se precisan. Luego de ese estudio, y a efectos de actuar con mayor rapidez en un caso en el 
que la mayoría son funcionarios de servicio, optamos por el banco de datos, que, reitero, se ha venido 
formando de manera absolutamente libre desde hace muchísimos años en Secundaria. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Presupuestos integrada con la de Hacienda agradece la 
presencia de las autoridades de ANEP. 


Se levanta la sesión. 


(Es la hora 18 y 40) 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


